
DERECHOS AHOGADOS, 
RESPONSABILIDADES DILUIDAS   
Un informe  sobre los abusos en torno a la construcción 
de la hidroeléctrica Hidroituango en Colombia y la 
responsabilidad de los actores suecos.

Informe #77



	
2

Autor: Malena Wåhlin
Foto de portada: Magnus Aronson
La mujer es una de los afectados que se han desplazado a barrios con asentamientos precarios de 
Medellín debido al proyecto hidroeléctrico Hidroituango.
Diseño gráfico: Daniel Fagerström
Diseño: Therese Säfström
Editor responsable: Henrik Fröjmark, Director interino 
Traducción: Joanna Rico
ISBN 978-91-88141-03-3

Swedwatch es una organización imparcial, no partidista, aconfesional y sin ánimo de lucro que 
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Latina, Fair Action y Afrikagrupperna.
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Prólogo  
El crecimiento económico de Colombia ha aumentado considerablemente en la 
última década. Además, el país es rico en recursos naturales y tiene una clase media 
cada vez más amplia, lo que atrae la inversión extranjera. El Gobierno sueco apoya 
activamente el establecimiento de empresas suecas en Colombia, a través de estrate-
gias de promoción del comercio. En agosto de 2012 el Gobierno colombiano abrió las 
negociaciones de paz con las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia FARC, 
y a inicios de junio del 2014, inicia conversaciones preliminares con la guerrilla del  
Ejército de Liberación Nacional ELN, actos que han generado esperanza sobre el 
posible fin de los más de 50 años de conflicto armado. 

A pesar de estos signos positivos, Colombia sigue teniendo un entorno muy com-
plejo para el desarrollo de operaciones comerciales, lo que impone altas exigencias 
a las empresas para hacer frente a los riesgos existentes en materia de derechos 
humanos. Se trata de ser capaz de evaluar y gestionar, tanto los riesgos asociados con 
el conflicto armado, como los riesgos más generales en derechos humanos. 

Los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los Derechos Humanos 
representan un gran paso adelante para la comprensión de las responsabilidades 
empresariales en relación con los derechos humanos. La gestión de los riesgos en 
zonas de conflicto es, sin embargo, un aspecto que a menudo se pasa por alto cuando 
se trata de la responsabilidad empresarial, a pesar de que existen documentos de 
orientación para las empresas.

Operar en zonas de conflicto demanda exigencias especiales a las empresas. Por 
un lado, las empresas deben evitar activamente convertirse en parte del conflicto y, 
por otro lado, siempre deben evitar contribuir o aumentar el riesgo de abusos contra 
la población civil. Esto aplica incluso a los socios comerciales, cuando las empresas 
suecas son proveedores en grandes proyectos. 

El presente informe no sólo pone de relieve el papel de las empresas suecas, sino 
también el papel del Gobierno sueco, sobre la base de los Principios Rectores de la 
ONU. El informe muestra que las embajadas suecas, en su trabajo de promoción de 
exportaciones, tienen que reforzar su capacidad para apoyar a la comunidad empre-
sarial con información relevante para el análisis de riesgo de conflictos y de derechos 
humanos. 

Con este informe, se espera contribuir a un debate constructivo acerca de la 
manera en la que las empresas, las entidades gubernamentales y la sociedad civil 
pueden trabajar juntas para una mejor gestión de los riesgos de derechos humanos, 
en aquellos proyectos en los que participan empresas suecas. En última instancia, se 
trata de aumentar la seguridad y el respeto por la población civil, que siempre resulta 
ser el actor más vulnerado y suele encontrarse en situaciones de desventaja en cual-
quier conflicto. 

Annelie Andersson										        
Presidenta Solidaridad Suecia- América Latina

Bo Forsberg 
Secretario General de Diakonia 

Gunilla Hallonsten 
Directora de Asuntos Internacionales en la Iglesia Sueca
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Resumen
Colombia se está convirtiendo en un mercado cada vez más importante para las 
empresas suecas. Entre los años 2009 y 2011, el valor de las exportaciones suecas a 
Colombia se duplicó y en 2014, las exportaciones suecas a Colombia tuvieron un valor 
de 783 millones de coronas suecas, equivalente a cerca de 92 millones de dólares1. 
Aunque el mercado colombiano tiene un gran potencial, también es un entorno com-
plejo, que presenta graves riesgos para los derechos humanos. El país está marcado 
por un conflicto armado interno de mas de medio siglo, de modo que las empresas 
pueden verse involucradas en vulneraciones a los derechos humanos a través de sus 
operaciones, especialmente de las actividades económicas relacionadas con la extrac-
ción de recursos naturales. Al mismo tiempo, en un escenario optimista, las empresas 
pueden llegar a contribuir positivamente a las condiciones necesarias para una paz 
duradera. Swedwatch busca con este informe contribuir al debate sobre la respon-
sabilidad de las empresas suecas en zonas de conflicto, e invitar a las empresas con 
operaciones en Colombia a fortalecer sus sistemas de análisis y gestión de riesgos en 
materia de derechos humanos, a través de la integración de procesos como la debida 
diligencia de derechos humanos (human rights due diligence). 

Suecia y las empresas suecas deben seguir las directrices internacionales, como son 
los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los Derechos Humanos, las 
Directrices de la OCDE2 para empresas multinacionales y la estrategia de RSE3 de 
la UE. Estos conjuntos de directrices plantean grandes exigencias a las empresas en 
términos de ser conscientes de su impacto sobre los derechos humanos y de trabajar 
activamente para reducir eventuales efectos negativos4. En Colombia muchas empre-
sas suecas son proveedoras de bienes y servicios en proyectos de gran envergadura, 
lo que puede significar que tienen limitadas posibilidades para incidir en la manera 
en la que el cliente y la parte contratante gestionan los riesgos de derechos humanos. 
A pesar de estos desafíos, las empresas suecas, sin dejar de lado a los socios comer-
ciales, tienen la responsabilidad de actuar en contra de las violaciones a los derechos 
humanos. Aunque las empresas suecas no contribuyan directamente al impacto 
negativo sobre los derechos humanos, deben tratar de prevenir y limitar los impac-
tos negativos que, a través de sus relaciones comerciales, guardan relación con sus 
operaciones, productos y servicios5. El informe también destaca la importancia de 
la Embajada de Suecia, para orientar a las empresas sobre los riesgos relacionados 
con violaciones a los derechos humanos en Colombia. La Embajada debe comunicar 
claramente a las empresas qué se requiere de ellas, para cumplir con las directrices 
internacionales a las que Suecia ha adherido. Simultáneamente, debe tener la capa-
cidad de contribuir activamente a apoyarlas y orientarlas sobre, cómo implementar 
estos compromisos en la práctica6.

El presente informe comienza describiendo el proyecto hidroeléctrico Hidroituango, 
cuya construcción se inició en 2010 y que entrará en funcionamiento en el 2018, para 
luego ilustrar el tipo de riesgos que las empresas Atlas Copco y Scania, proveedores 
del proyecto, deben poder gestionar en las relaciones con sus socios comerciales.
 
Hidroituango será una de las centrales hidroeléctricas más grandes de América 
Latina y las empresas suecas están actualmente presentes en la construcción medi-
ante personal y maquinaria. La región en la que la construcción se lleva a cabo, está 
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visiblemente marcada por el conflicto armado. Si bien el proyecto puede demostrar 
una serie de efectos positivos, como la creación de nuevos empleos y la mejoría de 
infraestructura, tiene también un impacto negativo sobre los derechos humanos. Por 
ejemplo, el proyecto ha afectado la situación de seguridad de la zona, ya que las obras 
de construcción son identificadas como objetivo militar por parte de la guerrilla, 
además del aumento en la presencia de policías, militares y guardias de seguridad 
privados. Según información recopilada por esta investigación, todos estos actores 
cometen abusos contra la población civil. Igualmente, una parte de la población en la 
zona, asegura que perdió su sustento básico debido al proyecto y que no recibió ning-
una indemnización por ello. Asimismo, hay una clara amenaza contra los y las activis-
tas de derechos humanos que se han opuesto a la construcción del proyecto. A través 
de su presencia y sus relaciones comerciales con el consorcio CCC Ituango, quien 
construye la central hidroeléctrica por extensión de la entidad adjudicadora EPM 
(Empresas Públicas de Medellín), Scania y Atlas Copco "guardan relación directa 
con" las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en los entornos de la 
construcción, según los Principios Rectores de la ONU.  Este mismo marco norma-
tivo establece que la mencionada relación entre las empresas, debe servir para incidir 
sobre ambos actores, CCC Ituango y EPM, para que tomen las medidas adecuadas y 
así reducir los riesgos de abusos7. 

Dado que las empresas suecas no sólo suministran equipos para la construcción de 
la obra, sino que también proveen personal, sus empleados dependen de los agentes 
estatales y privados de seguridad que trabajan protegiendo el área del proyecto. Sin 
embargo, los actores de seguridad tambien se pueden convertir en un riesgo. Muchas 
empresas poseen un conocimiento limitado sobre sus responsabilidades en el marco 
del derecho internacional humanitario, DIH, a pesar de correr el riesgo potencial de 
ser cómplices en violaciones cometidas por otros actores que forman parte del con-
flicto.  Las empresas que de diversas maneras faciliten, apoyen o alienten a un actor 
a cometer crímenes de guerra, pueden convertirse en cómplices y verse implicadas 
en procesos judiciales, tanto civiles, como penales.  Esto hace que sea de especial 
importancia para las empresas que operen en zonas de conflicto conocer los riesgos 
potenciales asociados con sus socios comerciales u otros actores con los que puedan 
verse obligadas a trabajar, como por ejemplo la policía y el ejército. A las fuerzas 
militares colombianas les han atribuido graves violaciones a los derechos humanos 
e infracciones a los principios de proporcionalidad o de distinción, que constituyen 
elementos fundamentales del derecho internacional humanitario. Existe informa-
ción del área de desarrollo del proyecto Hidroituango, que las fuerzas militares 
ponen a la población civil en un riesgo desproporcionado durante sus operaciones. 
Swedwatch no tiene información suficiente para determinar si esto ha ocurrido en 
relación directa con la protección militar de la central hidroeléctrica. Sin embargo,  
Swedwatch considera muy importante, que las empresas suecas se aseguren de que 
los actores privados y estatales de seguridad que protegen el proyecto, realizen su 
trabajo respetando el derecho internacional humanitario y los derechos humanos de 
la población civil y que sigan las normas internacionales que existen en el ámbito de 
la seguridad.

Cuando Swedwatch comenzó a investigar el caso de Hidroituango en el otoño de 
2013, más de 300 personas, entre ellas un alto número de mujeres, niños y niñas, 
habían sido desplazados de la zona en la que la planta de energía se está construy-
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endo. Estas personas, alegan que la construcción ha creado una situación insos-
tenible, ya que aumentaron tanto la pobreza como las amenazas de actores armados, 
ante todo por parte del personal de seguridad estatal y privado, que trabajan prote-
giendo la construcción de la obra. Las personas desplazadas, vivieron durante algo 
más de seis meses en un antiguo centro deportivo de la Universidad de Antioquia 
en Medellín. En septiembre de 2013, cuando uno de los líderes del grupo regresó a 
la zona de Hidroituango, para ver si era posible retornar, fue asesinado. Más tarde, 
ese mismo año, hubo un asesinato de otro miembro del grupo. Cuando Swedwatch 
contactó a las compañías suecas involucradas en el proyecto y a la Embajada de 
Suecia, ninguna era consciente de esta situación, a pesar de que el hecho fue objeto 
de atención por parte de Amnistía Internacional y de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos, CIDH8. Las dos multinacionales suecas, Scania y Atlas Copco, 
trabajan activamente en temas de sostenibilidad. Sin embargo, al igual que la mayo-
ría de las empresas, ninguna de las dos cuenta con sistemas completos para la debida 
diligencia de derechos humanos con sus clientes comerciales. Tampoco hacen una 
evaluación integral de sus clientes comerciales, teniendo en cuenta su desempeño en 
materia de derechos humanos.

Swedwatch ve muy positivo que ambas empresas, después de tener conocimiento 
de los problemas de derechos humanos, hayan tomado una serie de medidas para 
contactar a los actores relevantes y obtener más información acerca de los problemas 
relacionados con Hidroituango. Ahora las empresas suecas, tienen que desarrollar sus 
planes de acción en estos temas, para ejercer influencia sobre su cliente, el consorcio 
CCC Ituango, y la empresa EPM. También la Embajada debe ayudar en ese proceso. 
Además, tanto Atlas Copco como Scania, deben fortalecer su capacidad local para 
llevar a cabo procesos de debida diligencia en derechos humanos. Las operaciones 
comerciales en las zonas de conflicto, requieren un análisis de riesgos más amplio, 
así como un análisis específico de cómo las acciones de la empresa impactan al con-
flicto9. Ninguna de las dos compañías suecas ha realizado tales análisis. Se considera 
relevante que las empresas suecas y la Embajada de Suecia, desarrollen sistemas para 
detectar y actuar rápidamente, cuando existan indicios de que los derechos humanos 
son violados en los proyectos en los que participan dichas empresas. Swedwatch tam-
bién recomienda a todas las empresas suecas en Colombia que, junto con la Emba-
jada y expertos en el área, elaboren directrices éticas comunes para sus operaciones 
en Colombia. Estas directrices, deben abarcar la responsabilidad de las empresas de 
respetar, tanto los derechos humanos, como el derecho internacional humanitario 
aplicable en Colombia. 

Desde que Swedwatch comenzó a trabajar en este informe, Scania y Atlas Copco le 
han comunicado las medidas adoptadas para mejorar sus procedimientos genera-
les sobre relaciones comerciales, y le han informado que han empezado a trabajar 
en estos temas en Colombia. La Embajada de Suecia en Colombia también, tiene la 
intención de intensificar su trabajo en materia de la responsabilidad empresarial. 
Swedwatch saluda estas iniciativas.
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Introducción

Crecimiento económico fuerte pero desigual
El crecimiento económico de Colombia ha aumentado de forma constante durante los 
últimos diez años. Esto se debe en gran parte a la alta demanda interna y a los esfuer-
zos de seguridad nacional, lo que ha llevado a incrementar la inversión extranjera10. 
Colombia tuvo un crecimiento de 4,6%11 en el 2012. Al mismo tiempo, la desigual-
dad económica en Colombia se encuentra entre las más altas de América Latina y la 
reducción de la pobreza avanza lentamente12. Alrededor de un 30% de la población 
vivía en la pobreza y el 8,4 % en la pobreza extrema en el 201413.

Las exportaciones de Suecia y la cooperación al desarrollo en Colombia
La política económica del gobierno de Colombia, se centra en el aumento de la explo-
tación de los recursos naturales. La infraestructura y la minería son áreas prioritarias 
en las estrategias de desarrollo del gobierno14.  Las empresas suecas son tradicional-
mente fuertes en estas áreas y por lo tanto, pueden beneficiarse de la actual política 
económica colombiana. Por su parte, la Embajada de Suecia se centra en su labor de 
promoción del comercio, transporte, infraestructura, minería y técnica ambiental, 
entre otros15. Las exportaciones suecas a Colombia ascendieron durante el 2011 a más 
de 1,8 millones de dólares, el doble del monto de 200916. Estas exportaciones con-
sisten principalmente en productos de ingeniería. Hay cerca de 20 filiales de empre-
sas suecas en Colombia, además de muchos distribuidores de productos y servicios 
suecos17.

Paralelamente al comercio, la Embajada Sueca canaliza la cooperación oficial para el 
desarrollo de Colombia. Esta ayuda bilateral de Suecia a Colombia ascendió a unos 
135 millones de coronas suecas, equivalente a aproximadamente 17 millones de dóla-
res, en el año 2012, además de la acción humanitaria que asciende a unos 45 millones 
de coronas, aproximadamente  5,7 millones de dólares18. En Colombia, Suecia ha 
sido durante mucho tiempo un actor clave en la financiación de proyectos relaciona-
dos con derechos humanos, y siempre ha mantenido un perfil alto en esta materia. 
Varias organizaciones de la sociedad civil sueca, trabajan también conjuntamente con 
organizaciones de la sociedad civil colombiana apoyadas por la Agencia Sueca para el 
Desarrollo Internacional, ASDI19.

La planta de energía hidroeléctrica Hidroituango
La construcción de la central hidroeléctrica Hidroituango se encuentra ubicada a 170 
km al norte de Medellín, en el departamento de Antioquia. Hidroituango se conver-
tirá en la planta hidroeléctrica más grande de Colombia y cubrirá el 17% de necesi-
dades energéticas de la nación cuando se ponga en marcha en el 201820. En la actua-
lidad, la energía hidroeléctrica representa alrededor del 80% de la producción de 
energía en Colombia, ya que los sistemas fluviales del país ofrecen buenas condicio-
nes para generar energía hidroeléctrica. Se han planeado una serie de nuevas centra-
les hidroeléctricas y la exportación de energía, a varias centrales eléctricas de América 
Latina21. Hidroituango se está construyendo en el Río Cauca, el cual tiene su fuente 
en el sur del país y su desembocadura en el mar Caribe22. La fase de construcción, que 
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comenzó en 2009, tendrá una duración de casi diez años y se estima que la planta 
producirá energía eléctrica durante unos 50 años. Adicionalmente, existen planes 
para construir otras centrales hidroeléctricas en la misma cuenca del río Cauca23.  

Hidroituango generará energía a través de la construcción de una presa de 225 
metros de profundidad. El embalse implica que una superficie de 3800 hectáreas 
será secada y posteriormente una longitud  de 75 kilómetros del río será inundada. 
Cuando el agua baje y pase por las turbinas en la parte baja del embalse se generará 
la energía. El proyecto también incluye la construcción de una serie de nuevas carre-
teras en la zona24.  La electricidad producida se venderá a la red eléctrica nacional de 
Colombia y se exportará, posiblemente a Centroamérica25.   

La inversión total asciende a 5500 millones de dólares26. Casi el 53% de Hidroituango 
es propiedad de la Gobernación del departamento de Antioquia, y apenas algo más 
del 46% es propiedad de la empresa estatal EPM (Empresas Públicas de Medellín), 
ejecutora del proyecto27. A su vez, EPM ha encargado la construcción de esta hidro-
eléctrica al consorcio CCC Ituango, consorcio conformado por la empresa brasileña 
Camargo Correa y las empresas colombianas Conconcreto y Coninsa Ramón. El 
consorcio no tiene otros clientes28 y fue contratado anteriormente por EPM para con-
struir la central hidroeléctrica Porce III29. 
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eléctrica con los municipios afectados.
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El papel de las empresas suecas en el proyecto
Atlas Copco ha suministrado un total de 28 máquinas para perforación subterránea y 
de superficie, de exploración y de carga, así como compresores estacionarios y portá-
tiles para la segunda fase del proyecto30. Además de la maquinaria, Atlas Copco ofrece 
el servicio técnico en la zona de construcción para la eventual reparación de la misma. 
Unas diez personas de la zona de Antioquia han sido contratadas para ello y estarán 
en el lugar de la construcción durante los próximos tres o cuatro años31. La hidro-
eléctrica, es el pedido más grande que ha recibido Atlas Copco en Colombia durante 
sus 26 años en el país. El valor del pedido es de aproximadamente 70 millones de 
coronas suecas, equivalente a 8,2 millones de dólares, y el cliente es el consorcio CCC 
Ituango32. 

También la empresa sueca Scania, fabricante de 
camiones, es proveedora en la construcción de 
Hidroituango. De acuerdo con Scania, la com-
pañía ha hecho un gran avance en el mercado 
de vehículos de carga en Colombia, a través del 
suministro de 81 volquetas y otros servicios al 
consorcio CCC Ituango. Scania tiene un equipo 
de cinco personas especializadas en servicio 
técnico, entrenados para realizar servicios y 
reparaciones en la obra de construcción de la 
hidroeléctrica. Scania es también responsable 
del suministro de repuestos y de la formación 
de trabajadores33. 

Swedwatch ha tratado de obtener información 
sobre el número total de proveedores, pero a la 
fecha de impresión del informe en sueco, en junio 
2014, no la ha recibido.

Metodología 
Swedwatch ha trabajado en el informe desde octubre de 2013 y hasta abril-mayo de 
2014. Este informe fue publicado en sueco en junio 2014 y esto es una traducción a 
español del informe. La información ha sido obtenida a través de fuentes impresas, 
electrónicas y de entrevistas. Personal de Swedwatch visitó Colombia en dos ocasio-
nes durante febrero de 2014, para llevar a cabo entrevistas y hacer la recolección de 
datos para el informe. 

La primera parte del trabajo de campo se llevó a cabo en el área del proyecto, donde 
fueron visitados cuatro municipios de la zona del proyecto: Sabanalarga, Ituango, Bri-
ceño y San Andrés de Cuerquia, así como la capital departamental, Medellín. Se reali-
zaron un total de 15 entrevistas semi-estructuradas en profundidad con personas que 
se consideran directamente afectadas por la central hidroeléctrica. Swedwatch habló 

ATLAS
COPCO

El consorcio

CCC Ituango 

La empresa

EPM

SCANIA

Las empresas suecas Atlas Copco y 
Scania no tienen una relación directa 
con EPM sino con el consorcio CCC 
Ituango que esta construyendo la 
hidroeléctrica.
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también con maestros, líderes locales, empresarios, un sacerdote, políticos locales y 
defensores de derechos humanos. Los nombres de las personas afectadas que fueron 
entrevistadas, así como el de cualquier otro que así lo haya manifestado, han sido 
cambiados por respeto a su seguridad personal. Cuando una persona figura con su 
nombre verdadero, la persona en cuestión ha dado su consentimiento para ello. 

La segunda parte del trabajo de campo se realizó en Bogotá y en Medellín. Durante 
esta etapa, se realizaron entrevistas en las oficinas de las empresas suecas, a EPM, a 
la Embajada de Suecia, a la OACNUDH en Medellín, al ACNUR, a la Organización 
Internacional para las Migraciones, OIM, así como a varios investigadores colombia-
nos y organizaciones de la sociedad civil. Swedwatch ha recibido e incorporado los 
comentarios y opiniones de expertos en las áreas de responsabilidad social empresa-
rial y de derecho internacional humanitario. Las empresas examinadas y la Embajada 
de Suecia en Colombia leyeron el informe sueco antes de su publicación en junio 
2014.

Antecedentes

Del conflicto armado a las negociaciones de paz
El conflicto armado colombiano empezó en la década de 1950 y hasta el momento 
ha causado la muerte de por lo menos 220.000 personas34. Las partes involucradas 
en el conflicto interno armado son actualmente el Gobierno colombiano y los grupos 
guerrilleros de las FARC y el ELN, siendo las FARC el mayor grupo guerrillero35. Alre-
dedor de cinco millones de colombianos han sido desplazados internamente, lo que 
convierte a Colombia en el país con más desplazados internos en el mundo después 
de Siria36.

Colombia se encuentra hoy en día ante un escenario histórico y decisivo. Los diálogos 
de paz entre las FARC y el Gobierno colombiano están en curso desde el año 2012 y 
los diálogos preliminares con ELN desde junio de 2014. El presidente Juan Manuel 
Santos, quien inició las conversaciones de paz, fue reelecto en junio de 2014. Hay un 
optimismo cauteloso, pero aún fuerte sobre la posibilidad de lograr la paz en Colom-
bia. Actualmente la guerrilla de las  FARC, se encuentra significativamente debilitada, 
pero todavía hay unos 10.000 guerrilleros en terreno37. Existe además un debate 
intenso, sobre el futuro político de la guerrilla luego de un posible acuerdo de paz, 
siendo este uno de los puntos más sensibles en las negociaciones de paz. 

También el papel de los paramilitares suscita debate en la sociedad. Los grupos para-
militares, fueron un actor con amplia presencia en Colombia hasta el 2002, cuando 
comenzó el proceso de desmovilización que culminó en el 2005. El proceso de desmo-
vilización ha sido criticado, porque se proporcionó a los paramilitares de alto rango 
una reducción sustancial en sus penas a cambio del reconocimiento de sus crímenes. 
Se ha demostrado que estos grupos armados ilegales, tenían fuertes vínculos con 
políticos prominentes, en un fenómeno conocido como parapolítica38.Después del 
proceso de desarme, muchos de estos  grupos ilegales se han re-configurado bajo 
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nuevos nombres, pero parten de la misma estructura39. Human Rights Watch y 
otras organizaciones de la sociedad civil, han llamado estos grupos sucesores de 
los paramilitares, mientras por el Estado suelen ser denominados las BACRIM 
(Bandas criminales). Según Human Rights Watch, estos grupos armados son 
tolerados en gran medida por la policía, lo cual es un factor importante de su 
poder40. 

Todos estos actores armados han cometido abusos graves contra civiles.41 Según 
Human Rights Watch, las FARC específicamente, están vinculadas con asesi-
natos, amenazas, desplazamientos forzados, reclutamiento forzado de niños y 
niñas, y uso de minas antipersona. Mientras tanto, los grupos sucesores de los 
paramilitares, están involucrados en tráfico de drogas, reclutamiento de menores 
y abusos generalizados contra la población civil, que incluyen masacres, asesi-
natos, abusos y otras formas de violencia, sexual, intimidación y desplazamiento 
forzado42. 

Las tierras donde se concentra el proyecto Hidroituango han sido 
duramente golpeadas por la violencia y la pobreza
Antioquia es la región de Colombia donde más personas han sido desplazadas 
forzadamente. Como consecuencia del conflicto armado interno, más de 60000 
personas abandonaron sus hogares en el departamento en el año 201243. Los ter-
ritorios afectados por el proyecto Hidroituango, son áreas donde el Gobierno ha 
estado ausente y por ende sufren de una importante falta de desarrollo econó-
mico y social. La zona ha sido caracterizada por debilidad de las instituciones del 
Estado en materia de vías de acceso a zonas rurales, ausencia de oportunidades 
de empleo formales y de acceso a la justicia, cooptación de servidores públicos 
por parte de grupos armados ilegales y una consecuente desconfianza en la insti-
tucionalidad del Estado por parte de la población civil44. El analfabetismo está 
muy extendido. Las mujeres en particular, a menudo carecen de la educación 
básica y por lo tanto, tienen oportunidades limitadas de trabajo remunerado en 
la economía formal. Asimismo, las mujeres proporcionan el sustento en casi el 
40%  de los hogares45. El acceso a la tierra es muy desigual y se considera que, 
por ejemplo en Ituango, que es uno de los municipios en el área del proyecto, el 
79% de la población rural es pobre46.

En la zona de influencia de la hidroeléctrica hay varios grupos armados pre-
sentes. Grandes áreas están bajo el control de las FARC47. Además, la zona es 
estratégicamente importante para el tráfico de drogas y de armas. A pesar de los 
esfuerzos del gobierno, que han disminuido significativamente las extensiones de 
cultivos ilícitos, la naturaleza inaccesible del territorio permite ocultar las planta-
ciones de coca en la selva48. Existe también gran riqueza de oro y otros minerales, 
y la minería informal del oro, ha ido reemplazando cada vez más el comercio de 
cocaína como fuente de financiación de grupos ilegales49. 

Las FARC usan minas antipersona como parte de su estrategia contra las fuerzas 
militares y las muertes de civiles a causa de las minas son comunes. Solo en el 
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2013, 86 personas fueron heridas o murieron en Antioquia por las minas50. El 
reclutamiento forzado de niños y niñas es todavía muy común en la zona51. Esta 
zona del país, también ha sido gravemente afectada por la violencia paramilitar, 
pues allí se llevaron a cabo varias masacres contra la población civil52. Según 
la comunidad local, personas de los grupos paramilitares que aterrorizaron la 
zona, aún permanecen en el área para controlar el comercio de droga y oro53. Hay 
información de que existen alianzas estratégicas en la zona, entre algunos frentes 
de la FARC y uno de los grupos sucesores de los paramilitares, llamado Los Ura-
beños, en torno al narcotráfico54.
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La presencia de personal de seguridad estatal y privada para proteger la central hidroeléctrica ha 
aumentado en la zona del proyecto. En la foto, un policía y un soldado en Ituango. FOTO: SWEDWATCH
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PARTE 1. Riesgos

Este capítulo presenta los diferentes problemas y riesgos en materia de derechos 
humanos encontrados por Swedwatch, asociados con el proyecto hidroeléctrico 
Hidroituango. En la Parte 2 se presenta la participación y la responsabilidad de los 
actores suecos.

1.1 Un proyecto con buenas intenciones
La empresa estatal EPM y la Gobernación de Antioquia describen a Hidroituango, 
como un proyecto de desarrollo que brindará bienestar a una zona pobre y afectada 
por la violencia. Además de la construcción del proyecto, existen inversiones masi-
vas en infraestructura, salud y saneamiento. Tras el inicio de la fase de producción 
en el año 2018, los doce municipios de la zona del proyecto, obtendrán un 1,5% de 
los ingresos brutos de la venta de electricidad55. Durante la fase de construcción, 
se estima que el proyecto cree alrededor de 7.000 nuevos puestos de trabajo56. Las 
nuevas carreteras construidas en conexión con la planta de energía hidroeléctrica han 
mejorado considerablemente la infraestructura local. El tiempo de viaje en autobús 
de Medellín a Ituango, por ejemplo, se ha reducido con varias horas57. 
Los representantes de EPM que Swedwatch entrevistó, dicen que el hecho de que 
quien ejecute el proyecto sea una entidad pública, donde la gobernación de Antioquia 
es el accionista mayoritario, es una garantía de que el proyecto se lleva a cabo respe-
tando los derechos de la población local58. En general, EPM tiene una buena reputa-
ción en Colombia en materia de sostenibilidad, lo cual fue confirmado por varias 
fuentes durante la visita de Swedwatch al país. Jorge Mesa gestiona las cuestiones de 
sostenibilidad en el proyecto de Hidroituango: 

“Esto es sobre todo un proyecto de desarrollo. No vamos a permitir que el proyecto 
viole o contribuya a violaciones de los derechos humanos. Por el contrario, espera-
mos que a través del aumento de la presencia del Estado, el proyecto cree una nueva 
forma de estructura de protección para los residentes”, afirma Jorge Mesa. 

A pesar de las buenas intenciones, Swedwatch encuentra serios indicios de que la 
construcción de Hidroituango afecta negativamente, y de diferentes maneras, la 
situación de derechos humanos en la región.

1.2 La complicada situación de seguridad
Una observación general es que la construcción de la planta de energía hidroeléctrica 
ha afectado la ya precaria situación de seguridad en la zona. Las FARC se oponen a 
que el gobierno esté cada vez más presente y ha identificado a Hidroituango como 
un objetivo militar59. La presencia de las fuerzas militares y de la policía en la zona 
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ha aumentado considerablemente con la construcción de la central hidroeléctrica60. 
Además de la presencia de actores armados estatales, el proyecto está protegido por 
personal de seguridad privada contratado por EPM61. 

Desde que comenzó la construcción, las FARC han realizado varios ataques contra 
la obra, matando a por lo menos cinco soldados y afectando tambien a civiles62. El 
investigador de Swedwatch que visitó la zona de construcción, pudo oír varias explo-
siones durante el trabajo de campo y ver máquinas destrozadas e incendiadas supues-
tamente por las FARC. Militares y policías llevan las armas sin seguro cuando patrul-
lan la zona. Igualmente, los agujeros de bala son claramente visibles en muchas de 
las fachadas en la plaza de Ituango. En varios de los municipios del área del proyecto, 
se anuncian regularmente toques de queda por la noche, como consecuencia de la 
situación de seguridad. En 2013, el Ejército despejó de minas antipersona una parte 
de la zona del proyecto en Briceño63. Sin embargo, las FARC han advertido a la pobla-
ción que hay un aumento de minas en las zonas cercanans a los cauces de los ríos del 
área64.

Las FARC son a menudo criticadas por poner en peligro a los civiles debido a sus 
operaciones militares. Pero también el Ejército colombiano ha sido reiteradamente 
criticado por ello. La Oficina en Colombia del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos ha dirigido duras críticas al Ejército por el uso de 
los edificios escolares y otras obras de infraestructura civil durante sus operaciones 
militares65. En el área del proyecto de Hidroituango, la población civil ha presentado 
denuncias, entre otras, contra las bases militares que están ubicadas demasiado cerca 
de las casas de civiles y de las escuelas66.Los profesores del municipio de Ituango, en 
particular, se han manifestado en contra de esta práctica. Durante un enfrentamiento 
armado entre el Ejército y la guerrilla en febrero de 2012, los militares ocuparon 
un edificio escolar en Briceño, lo cual llevó a que la guerrilla colocara nuevas minas 
antipersona cerca de la escuela67. En el 2012 varios niños y niñas murieron por minas 
antipersona desplegadas en las cercanías de las escuelas, lo que provocó miedo y 
causó baja asistencia a las escuelas de la zona del proyecto68. 

Diferentes organizaciones de derechos humanos en Colombia, han criticado las inver-
siones del Gobierno en nuevos proyectos mineros, industriales y de infraestructura 
a gran escala, que afectan la situación de seguridad69. Los nuevos proyectos suelen 
implicar un aumento de la militarización del campo y pueden llevar a una escalada 
del conflicto en estas áreas. No es raro que los grupos armados ilegales, encuen-
tren maneras de beneficiarse de los nuevos proyectos a través de extorsiones o del 
aumento de conflictos sociales70. Las personas entrevistadas por Swedwatch hacen 
una observación recurrente sobre la situación general de seguridad, la cual ha empeo-
rado con la construcción del proyecto. No hay estadísticas para determinar si estas 
declaraciones son verdaderas o si son representativas de la situación general en la 
zona del proyecto, pero el proyecto sin duda ha cambiado la dinámica del conflicto en 
la zona. 

Organizaciones de derechos humanos con presencia en la zona, critican que un 
cambio en la dinámica del conflicto hace que sea difícil para la sociedad civil organi-
zarse, debido a que el cuadro de riesgo empeora para los líderes sociales, agredidos, 
tamto por parte del Gobierno, como de los actores armados ilegales71. Hay infor-
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mación que en el área, han ocurrido detenciones arbitrarias y masivas contra los 
pobladores. Estas detenciones, así como otras agresiones contra la población civil se 
fundan en señalamientos del Ejército y la Fiscalía, que los habitantes de la zona son 
presuntos guerrilleros, lo que atenta contra el buen nombre de estas personas y las 
estigmatiza72. En la zona tambien existen grupos armados sucesores de los paramili-
tares y hay información de presuntas amenazas y ataques por parte de los Urabeños 
hacia los mineros artesanales de la zona que han criticado el proyecto Hidroituango73.

En 2014, cuando la información para este informe ha sido recopilada, Catalina Rocha 
era investigadora en la “Fundación Ideas para la Paz”74, FIP, organización fundada 
por el sector empresarial. La FIP sigue el conflicto armado en Colombia y trabaja en 
estrecha colaboración con empresas colombianas, así como también, con algunas 
multinacionales, en temas de sostenibilidad. Catalina Rocha  ha realizado un estudio 
sobre las dinamicas del conflicto armado en el Nudo de Paramillo y su impacto huma-
nitario. Swedwatch tuvo acceso al estudio antes de su publicación, y allí se describe 
el impacto del proyecto Hidroituango en Ituango, uno de los municipios afectados 
por la central hidroeléctrica donde las FARC han tenido una fuerte presencia durante 
mucho tiempo75. 

Las personas de la zona de las obras muestran a Swedwatch máquinas saboteadas por la guerrilla. 
Las FARC han declarado las obras objetivo militar. FOTO: MAGNUS ARONSON
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“El aumento de la presencia de militares y policías, ha llevado a una situación extre-
madamente tensa y de desconfianza mutua entre la población y las fuerzas de segu-
ridad. La población civil se siente amenazada y como objeto de sospecha, tanto por 
parte de la guerrilla, como de los actores estatales. Las personas viven con una gran 
ansiedad y temor de ser asociadas con cualquiera de las partes y luego ser castiga-
das por ello”, dice Catalina Rocha. 

Según el estudio de FIP, hay información que indica que en el 2014, los atentados 
contra el proyecto Hidroituango se han reducido, debido a una trasformación de los 
intereses de la guerilla sobre el proyecto. Según esta fuente las FARC ahora buscan 
adquirir propiedades en zonas aledañas al mismo para obtener rentas de futuras con-
strucciones hoteleras y turísticas atraídas por la represa76. La guerrilla ha incremen-
tado tambien la extorsión a los comerciantes locales, que tienen hoteles y restauran-
tes asociados con la planta de energía77. Las autoridades locales y las organizaciones 
de la sociedad civil también, han informado sobre un aumento de presencia de los 
grupos sucesores de los paramilitares, en áreas prioritarias para los diferentes tipos 
de inversiones asociadas al proyecto de Hidroituango78. 

1.3 Fallas en las compensaciones
Además de la situación de seguridad, Swedwatch identificó serios problemas relacio-
nados con la compensación para las personas afectadas por la construcción del proy-
ecto. La planeación de la central hidroeléctrica Hidroituango comenzó en el año 1969 
y recibió luz verde por parte de las autoridades en el 200879. Antes de la aprobación 
del proyecto, EPM hizo un análisis de los efectos que la planta hidroeléctrica tend-
ría en los doce municipios de la zona del proyecto. EPM también cuenta con varios 
planes de acción para mitigar los efectos negativos de esta obra80. 

En la zona del proyecto viven en total alrededor de 156000 personas, dos tercios 
de ellas en zonas rurales81. De acuerdo con un censo realizado por EPM, un total de 
2094 personas se verán afectadas directamente por la construcción82. Según EPM, la 
recolección de datos incluye, tanto a los que están sufriendo económicamente debido 
a que sus medios de vida se ven afectados, como a los que tienen que mudarse. EPM 
hace hincapié en que el régimen de compensación ha sido cuidadosamente diseñado 
con la ayuda de antropólogos sociales y otros expertos, y en que va más allá de lo que 
la legislación colombiana exige83. Muchas de las críticas contra el proyecto encont-
radas por Swedwatch durante el estudio se refieren, sin embargo, al sistema de com-
pensaciones. 

"Los barequeros": un grupo particularmente vulnerable

Entre las personas que se consideran particularmente afectadas por Hidroituango, 
están los mineros de oro tradicionales, llamados los “barequeros”. El barequeo ha 
sido una fuente importante de ingresos para las personas de todo el río durante varias 
generaciones. Esta actividad consiste en lavar la arena de las orillas del río en un 
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Los barequeros tradicionales han vivido del río Cauca durante generaciones. Ahora se ven amena-
zados por la construcción de la represa. FOTO: SWEDWATCH

barril de madera, la batea, usando métodos sencillos, hasta que pequeñas piezas de 
oro se puedan recoger84. Entre la población afectada hay quienes tenían el barequeo 
como trabajo principal y quienes lo utilizaban como una fuente de ingresos comple-
mentaria a la agricultura85. 

Neyla Castillo, profesora asociada de antropología de la Universidad de Antioquia 
en Medellín86 ha investigado la forma tradicional de minería en la zona y considera 
que esta actividad debería recibir el rango de patrimonio cultural en Colombia87. Ella 
explica que los mineros tradicionales en la zona no son ni afrocolombianos ni indíge-
nas, y que por lo tanto no gozan de derechos colectivos. 

“El barequeo no tiene ningún tipo de protección en la legislación colombiana, sino 
que es agrupado con las formas de explotación minera ilegal a pequeña escala. Esto 
a pesar del hecho, que la tradición existía antes de la llegada de los españoles, y se 
ha practicado por gente de la zona por generaciones. El barequeo tiene un papel 
central en la estructura social y económica de la zona. Con el oro que recogen com-
pran alimentos y otros bienes a los agricultores, así se crea un apoyo mutuo”, señala 
Castillo.

Neyla Castillo estima que alrededor de 30.000 personas de la zona dependen en 
alguna medida del barequeo. “Salen, a veces por hasta un mes seguido, y se mueven 
entre diferentes playas del río para barequear. Están acostumbrados a ver el río 
como suyo. Viven en la playa en chozas hechas de palos y lonas, fáciles de plegar 
y llevar. El barequeo ha sido particularmente importante para las mujeres de la 
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zona, porque a menudo trabajaban en el río cuando los hombres trabajan en la 
agricultura”, agrega la antropóloga. Castillo cree que la zona que es clasificada como 
afectada por el proyecto debería ser mucho mayor, pues asegura que varios mineros 
tradicionales viven en pueblos que están fuera de los límites del área del proyecto, a 
pesar de que éste también afecta sus medios de vida cuando el acceso al río es res-
tringido. “El proyecto no tiene en cuenta, que a veces la gente se mueve lejos de sus 
residencias permanentes para buscar oro, y que durante períodos viven una vida 
nómada”88. 

EPM ha señalado a los barequeros como un grupo vulnerable en su plan de mitiga-
ción de riesgos sociales y ambientales del proyecto89. Sin embargo, la empresa 
sostiene que el barequeo únicamente puede realizarse en algunas playas de la zona y 
solo durante unos pocos meses del año, cuando el río está en su punto más bajo. EPM 
también alega, que algunos barequeros vivían demasiado lejos del río para ser consi-
derados como afectados90. Las opiniones de la antropóloga del equipo de sostenibili-
dad de EPM, Mary Luz Quiroz, contrastan con las de Neyla Castillo. Según Quiroz, en 

La minería artesanal

En la minería a pequeña escala, o minería artesanal, los minerales se extraen de forma 
manual o con otros métodos sencillos. En muchas partes del mundo, se presenta esta 
forma de extracción en zonas mineras que no están del todo reguladas, o donde no hay 
control gubernamental. La minería artesanal se hace a veces con métodos totalmente 
tradicionales, pero a menudo se caracteriza por condiciones de trabajo peligrosas y 
prácticas nocivas para el medio ambiente. Los trabajadores están a menudo expuestos 
a problemas de salud y a la delincuencia. Al mismo tiempo, la minería artesanal es una 
fuente de ingresos importante para muchas personas95.

En Colombia la minería de oro informal artesanal es una fuente importante de ingresos 
para grupos de pueblos indígenas, afrocolombianos, y otras comunidades que practican 
esta forma de minería con técnicas artesanales tradicionales y que lo han hecho durante 
siglos, y también para la población rural desplazada96. Dentro de la minería informal está 
también aquella que no utiliza métodos tradicionales sino maquinaria moderna, como 
máquinas excavadoras y  productos químicos peligrosos para el medio ambiente. Ambas 
formas de minería a pequeña escala son comunes en el área del proyecto Hidroitu-
ango y en el río Cauca, que es uno de los ríos más contaminados con mercurio de toda 
Colombia97. Los barequeros, mineros tradicionales de oro de la zona, utilizan méto-
dos muy simples98. Como regla general no usan productos químicos, sino diferentes 
extractos vegetales99. No barequean todos los días y no han tenido ningún interés en la 
intensificación de la extracción, ya que tradicionalmente han visto el río como una caja 
de tesoros, de la que se toma algo sólo cuando se necesita. 

En los últimos años, la minería informal se ha convertido en una de las principales fuen-
tes de ingresos para los grupos armados ilegales100. Sin embargo, es difícil determinar el 
papel de los mineros artesanales en la financiación de los grupos armados ilegales, ya 
que las cantidades que extraen son muy pequeñas. Pero, al verse obligados, al igual que 
los demás pobladores, a convivir en la zona con los diferentes grupos armados, pueden 
ser sometidos a diferentes tipos de extorsión101.

INFORMACIÓN ADICIONAL
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Colombia hay grandes desafíos en términos de proyectos a gran escala y el derecho de 
las poblaciones locales a una indemnización. 

“En Colombia no es raro que la gente se mude a las áreas del proyecto para así 
obtener una indemnización. Puede ser difícil saber quién realmente vivía allí. La 
indemnización debe ser diferente para diferentes personas. Una persona que llegó 
a la zona hace dos años, no puede tener derecho a la misma indemnización que 
alguien que trabajaba en la minería tradicional hace 15 o 20 años”, dice Quiroz. 

En la última actualización del censo de EPM, figuran un total de 1.402 personas 
que se dedican al barequeo91. Cuando se incluye una persona en el censo, hay que 
investigar y determinar si tiene derecho a una indemnización, lo cual puede llevar 
mucho tiempo. Al mes de junio de 2013, solo se habían logrado investigar y recono-
cer el derecho a una indemnización de 51 barequeros, de acuerdo con un informe de 
EPM92. Los representantes de EPM entrevistados por Swedwatch, reconocen que es 
problemático que el proceso de compensación sea lento y que a veces no avance a la 
misma velocidad que avanza la construcción. En algunos casos, el impacto real en 
la población afectada ya es un hecho, sin que se haya negociado una solución defini-
tiva93.

EPM afirma que antes de hacer el censo, se informó a los residentes de las zonas 
afectadas que deberían estar presentes para poder ser registrados94. Sin embargo, 
varias personas con las que Swedwatch ha hablado, dicen que han trabajado en estas 
zonas como barequeros durante todas sus vidas, pero debido a que no sabían que se 
llevaría a cabo el censo y no estaban presentes cuando se levantaron los datos, no han 
sido incluidas en el censo de EPM. Por lo tanto, no tienen derecho a una compensa-
ción. 

Reubicaciones, y problemas con las negociaciones 

El impacto más severo que el proyecto tiene sobre la población local es, según Mary 
Luz Quiroz de EPM, la reubicación de varias familias afectadas por la construcción. 
Quiroz dice que estas familias pudieron participar y decidir cómo serían las casas que 
la empresa les va a construir. Según EPM, las familias también tienen derecho a la 
asistencia en la búsqueda de proyectos de vida alternativos, basados en sus propias 
ideas, y un equipo de expertos de EPM acompaña a estas familias por más de cinco 
años para evaluar los proyectos. El programa de compensaciones ha sido desarrollado 
en colaboración con la ONG Codesarollo102 y Quiroz afirma que EPM ha ayudado a 
muchos de los pequeños agricultores a obtener los títulos de propiedad de sus tier-
ras, el cual antes carecían. Swedwatch ha solicitado una entrevista con Codesarollo, 
pero esta ha sido negada con la explicación que EPM no le permite a la organización 
dar entrevistas sobre el proyecto. EPM le explicó a Swedwatch que prefiere responder 
directamente a las preguntas, ya que lo considera como su responsabilidad103. 

En la vereda Chiri, que Swedwatch visitó, los pobladores dicen que sus casas de con-
creto donde viven desde hace años, se han agrietado debido a las explosiones que se 
producen durante la construcción de la planta hidroeléctrica104. EPM afirma que, a 
pesar de que estas personas no pudieron demostrar que las grietas fueran causadas 
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por las explosiones, se les construirán nuevas casas de madera. Argumentan que las 
“chozas” estaban ya desde antes en muy mal estado. Los afectados con los que Swed-
watch habló, dicen que nadie les ha informado que van a recibir viviendas nuevas. 

Swedwatch también se ha entrevistado con personas que están incluidas en el sistema 
de compensaciones, pero que no están satisfechas con lo que reciben o con la manera 
en que las negociaciones se llevaron a cabo. Algunos están a la espera de obtener una 
vivienda, pero no tienen ninguna información sobre cuándo ocurrirá. Otros dicen que 
el pago que recibieron por sus tierras fue demasiado bajo y que EPM no les ha dado 
la oportunidad de negociar un mejor precio105. Debido a que la construcción se consi-
dera de interés público, los propietarios están obligados por ley a venderle a EPM106. 
De acuerdo con un informe de EPM de junio 2013, las compras de tierras son consi-
derablemente más lentas de lo previsto, en parte debido a las dificultades para llegar 
a un acuerdo con los propietarios de tierras. De las 74 propiedades del suelo que se 
previeron adquirir en el año 2013, solo dos procesos habían sido terminados al mes 
de junio de ese año107.

Ríos Vivos y la oposición a la planta hidroeléctrica

El movimiento Ríos Vivos, está conformado a nivel nacional en Colombia y agrupa 
distintas organizaciones y grupos poblacionales afectados por la expansión de las 
hidroeléctricas y la minería a gran escala. Ríos Vivos denuncia las violaciones a los 
derechos humanos que consideran estar conectadas con estos proyectos y propone 
proyectos de desarrollo alternativo. El proyecto Hidroituango, es solo una de las 
muchas plantas hidroeléctricas en Colombia que crean conflictos con la población 
local. Muchos de los que se oponen a la construcción del proyecto Hidroituango 
se han organizado a través de Ríos Vivos Antioquia, que se formó después de una 
protesta contra la construcción en el año 2010, y cuenta ya con miles de miembros 
activos. Según organizaciones locales, las movilizaciones organizadas por Ríos Vivos 
reúnen en ocasiones hasta 3.000 personas108. 

Ríos Vivos crítica el sistema de compensaciones de EPM, el cual según el movimiento 
deja por fuera a muchos barequeros109. La organización sostiene que los medios de 
subsistencia de varios otros grupos también se ven afectados cuando el barequeo 
desaparece. Según Isabel Zuleta, vocera de Ríos Vivos Antioquia, la población que 
vende comida o los arrieros que transportan las herramientas de los barequeros 
tampoco han sido incluidos en los planes de acción de la EPM. Zuleta asegura que el 
afán de EPM por minimizar los costos, implica que el sistema de compensaciones que 
se diseñó, no permite hallar una solución adecuada a la situación de los afectados por 
la hidroeléctrica. 

“Los barequeros  han vivido del río durante generaciones y no conocen otros medios 
de subsistencia. Para poder cambiar por completo su modelo de vida, se requiere 
más tiempo y medidas que sean compatibles con su cultura. Los pueblos locales se 
encuentran en una clara desventaja en las negociaciones con la empresa. Especial-
mente las mujeres pueden tener dificultades para defender su caso en las negocia-
ciones, y carecen de oportunidades para encontrar un medio de vida alternativo. 



	
23

La zona del proyecto está además muy afectada por el conflicto armado, lo que 
aumenta su vulnerabilidad”, dice Isabel Zuleta110. 

Isabel Zuleta, cree que EPM no tiene en cuenta la historia violenta de la zona y las 
masacres cometidas por los grupos paramilitares, quienes luego resultaron tener 
conexiones con políticos de alto nivel111. En la época en la que algunos de estos 
hechos ocurrieron, la Gobernación de Antioquia estaba desarrollando el proyecto 
de Hidroituango. Desde entonces, el Gobierno de Antioquia ha cambiado, pero la 
historia vivida en la zona dejó miedos y desconfianza frente a los agentes estatales, 
como EPM, dice Isabel Zuleta. La violencia paramilitar dejó detrás fosas comunes 
en la zona112. Arrojar víctimas de asesinato al río ha sido durante mucho tiempo una 
forma de eliminar pruebas113. Cuando llenen de agua el embalse, se correrá el riesgo 
de que toda evidencia desaparezca y estos delitos nunca sean aclarados, explica 
Zuleta114. EPM dice que ha comprobado con las autoridades competentes que no hay 
fosas conocidas en la zona afectada por el embalse, y que la construcción se pararía 
de inmediato si se detectaran115. Isabel Zuleta dice, sin embargo, que hay muchas 
fosas conocidas solamente por los mineros artesanales, ya que han sido ellos quienes 
han encontrado y sepultado a los cadáveres que alguna vez fueron arrojados al río116. 
Swedwatch considera que esto es un riesgo que debe ser investigado más de cerca.

Otros efectos negativos del proyecto

Además de las áreas problemáticas antes mencionadas, en las entrevistas realiza-
das por Swedwatch, son recurrentes otras señales de importantes afectaciones a los 
derechos humanos. Estos impactos están relacionadas en parte, con la migración que 
se produjo en la zona con ocasión de la construcción, y en parte con las consecuencias 
directas de la construcción. En algunas partes de la zona del proyecto, la población 
se ha más que duplicado, desde que comenzó la construcción117. La tasa de inflación 
local ha aumentado y los productos de consumo están mucho más caros. Hay tres 
nuevos burdeles en Ituango, generando también preocupación por las enfermedades 
de transmisión sexual118.

Según algunos de los entrevistados, el polvo proveniente de la construcción crea pro-
blemas en las vías respiratorias y además se instala sobre los cultivos en las fincas, 
degradando la calidad de las cosechas. También consideran que el polvo ha causado 
una disminución en la población de abejas, por lo tanto la polinización se ha vuelto 
más difícil. Los lugareños dicen que ya no tienen acceso a diferentes vías y cami-
nos que antes usaban. También dicen que la construcción provoca otros impactos 
ambientales, como por ejemplo que ya no se pueden comer los peces en la misma 
medida que antes, y que los animales de caza que antes vivían en la zona del río han 
huido a las montañas119. Una familia afirma, que dos de sus niños más pequeños 
tienen una pérdida auditiva, debido a las explosiones en el sitio de la construcción, de 
las que además ellos nunca fueron advertidos. 

Otras quejas se refieren a la falta de información objetiva y comprensible acerca de lo 
que significa la construcción y sus efectos. A pesar de los esfuerzos de comunicación, 
tanto por parte de la empresa como de las autoridades locales, es evidente la dificul-



	
24

tad de hacer llegar información a todos los afectados. Muchos de ellos viven en zonas 
bastante aisladas y no saben leer y escribir. 

La impresión de Swedwatch, es que muchos de los efectos indirectos del proyecto se 
trataron en alguna medida en el marco de los diversos programas que EPM imple-
menta junto con las autoridades nacionales y locales. También existen esfuerzos 
adicionales en la zona del proyecto, además de las propuestas de compensación a 
las personas directamente afectadas. A través del programa HidroItuango Plus, se 
invertirán 100 millones de dólares en infraestructura, salud, educación y sanidad120. 
La Organización Internacional para las Migraciones, OIM, ha sido contratada para 
contrarrestar algunos de los problemas relacionados con la migración. Ellos ejecutan 
proyectos relacionados con medios de vida para los agricultores en seis de las comu-
nidades afectadas, y también cuentan con proyectos de formación, entre otros para 
evitar que los jóvenes sean reclutados por los grupos armados121. Sin embargo, es 

Isabel Zuleta, vocera de Ríos Vivos Antioquia. Ríos Vivos se opone a la construcción debido a los 
riesgos para los derechos humanos y al impacto ambiental. FOTO: MAGNUS ARONSON
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demasiado pronto para evaluar la eficacia de estos proyectos. Para los que se consi-
deran directamente afectados por el proyecto, las entrevistas que Swedwatch realizó, 
indican que muchos de ellos, en la práctica, no tienen acceso a los mecanismos de 
quejas del proyecto.

Mecanismos de quejas

De acuerdo con las directrices internacionales, las empresas tienen la obligación de 
establecer mecanismos de quejas para quienes sean afectados negativamente por 
sus operaciones122. Estos mecanismos deben ser transparentes, creíbles y accesibles 
a todos123. Según la empresa, las quejas contra EPM, se pueden presentar ya sea 
a través de la página web o directamente a uno de los empleados en oficinas de la 
compañía. Igualmente, los mecanismos de quejas existen en todos los municipios 
para responder preguntas de la población124. Incluso personas analfabetas pueden 
dictar sus quejas y obtener ayuda para que sean escritas, según EPM. EPM también 
gestiona reuniones de diálogo con los alcaldes de las comunidades, las cuales son 
llevadas a cabo cada dos meses, y donde además la sociedad civil puede participar y 
discutir temas relacionados con el proyecto hidroeléctrico125. En estas reuniones, sin 
embargo, no se tratan asuntos sobre la compensación individual, sino más bien sobre 
cómo utilizar los fondos públicos que el proyecto recibe126. 

Las quejas relacionadas con las compensaciones, son procesadas por un grupo de 
expertos que hacen visitas de campo y que utilizan, tanto entrevistas, como pruebas 
técnicas para determinar si quienes se consideran afectados tienen derecho a una 
indemnización127. Los reclamantes deben probar sus derechos con pruebas de diver-
sas autoridades certificadas por escrito, para que se les reconozca una indemniza-
ción128. Swedwatch le pidió a EPM información estadística sobre los tipos de quejas 
registradas y cuántas de ellas se han resuelto, pero no hay respuesta hasta el día de 
la impresión en sueco de este informe, en junio 2014. Según Ríos Vivos, tienen cerca 
de 800 casos en los que no hay compensación o donde esta es incorrecta. Ellos han 
presentado hasta ahora un centenar de casos ante EPM, pero ninguno de ellos ha sido 
aprobado, explica Isabel Zuleta. “Se necesita mucho tiempo para reunir todos los 
documentos necesarios. Muchos de los afectados no saben cómo hacerlo o no pueden 
pagar el viaje a las oficinas de las diferentes autoridades que expiden los certifica-
dos correspondientes”129. Las personas que Swedwatch entrevistó, no saben o tienen 
un conocimiento muy limitado sobre cómo presentar sus quejas. 

1.4 Desplazamiento forzado y abusos
Varios de los mineros artesanales relatan a Swedwatch, que han sido expulsados de 
sus viviendas temporales en las playas, bajo circunstancias amenazantes y, a veces, 
violentas. Primero, fueron informados de que no tenían derecho a permanecer en las 
playas, pero como carecían de otros medios de subsistencia, siguieron trabajando allí 
hasta que fueron expulsados por la Policía o por los guardias de seguridad privada de 
EPM. Según Ríos Vivos, los desalojos comenzaron en el año 2010130. 
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”! Como si no tuviéramos derecho a ganarnos la vida!"

Paula tiene 63 años y vive con su esposo en Briceño. Han trabajado toda su vida buscando oro, 
y cuentan como han perdido su principal fuente de ingresos por culpa del proyecto.
 
"Yo, mi esposo y mis hijos trabajábamos en la agricultura durante la temporada de café, pero 
los otros ocho meses trabajábamos en el río. Nos movíamos de playa en playa y poníamos 
nuestra casa donde trabajamos. Hubo muchas playas con mucha gente. Hemos trabajado la 
minería del oro en la manera tradicional, con unos barriles de madera y un molino. Yo tengo 
63 años y he trabajado en el río desde que tenía 13. Yo solía ir con mi papá. Fue él quien me 
enseñó. No utilizamos máquinas ni productos químicos. Mis hijos también trabajaron en el 
río. Del río salía nuestro sustento, el de nuestros hijos y nietos. Vendía el oro en Medellín. Con 
esas ventas pagaba los estudios de enfermería de mis hijas. Ahora han tenido que abandonar 
sus estudios. No pueden pagar la matrícula y ya no puedo ayudarles. Mi madre tiene 87 años 
de edad y está enferma. Ella vive con mi hermano que es minusválido. Ya no puedo ayudarles.
 
Antes del desalojo, la policía estaba presente hacía casi cinco meses y controlaba cada paso 
que tomábamos. Ellos mismos se instalaron justo donde estábamos. Estábamos asustados 
porque sabíamos que en cualquier momento podrían entrar en confrontación con los grupos 
armados y ¿qué pasará con nosotros? Los militares ya estaban en la zona desde 2008.
 
Nos echaron del río en el año 2011. Fue justo en Navidad, pero nos fuimos a trabajar. La zona 
ya estaba sellada pero nos arriesgamos, ¿o de qué viviríamos? Guardias de seguridad con 
la policía antidisturbios llegaron y nos obligaron a salir en helicóptero. Fue horrible. Los 
guardias nos dijeron que partiéramos y dijeron que destruirían nuestras chozas. ! Como si no 
tuviéramos derecho a ganarnos la vida! Nunca pensamos que nos sacarían así, como si noso-
tros no tuviéramos derechos. Nos obligaron a subir al helicóptero y nos dejaron bien lejos. 
Todas nuestras herramientas y otras pertenencias se quedaron atrás. Ahora se han ido. Hemos 
intentado contratar a un abogado, pero no sirvió de nada. Dijeron que no teníamos derechos. 
El río no es nuestro. Hemos vivido allí toda la vida y no tenemos derecho a nada. ¿Hace tres 
años nos desalojaron y qué tenemos? Nada. Cuando protestamos, vinieron otra vez, la policía 
antidisturbios, en helicóptero para sacarnos a nosotros. Han rociado gas lacrimógeno y algunos 
de nosotros fueron golpeados. No les importaba si habían o no niños.
 
Estábamos en una reunión con la empresa después de una de las protestas, pero fue en vano. 
No nos escuchan. Dicen que no estábamos allí cuando la gente fue registrada. Cuando hicie-
ron el censo solo fueron a algunas de las playas. Estábamos en el otro lado, a buena distancia 
y ni siquiera sabíamos que iban a venir. No estábamos allí cuando llegaron. En su lugar vino 
gente de afuera, de otras áreas y ellos si fueron registrados. No hemos recibido ninguna indem-
nización. Dicen que no es posible estar en las playas como estábamos. Que eran inhabitables. 
Eso no es cierto.
 
Dependíamos del río. Ahora estamos arruinados. Ya no podemos trabajar allí. Está lleno de 
material después de las explosiones. Todo cayó en el río cuando volaron la roca entera. Antes 
de que activaran la señal de alarma tuvimos que correr como ratas. Necesitamos nuestro río. 
¿Cómo hacemos para vivir de carreteras, muros de cemento y luz? No hay nada que puedan 
comer nuestros hijos. Los peces también se han ido. Ahora mis nietos pasan hambre. El cul-
tivo es muy difícil y no pueden mantenerse a sí mismos. Hemos intentado, pero no da lo sufi-
ciente. Tengo un préstamo con la cooperativa de café de la éramos parte y que ahora no puedo 
pagar. Lo que me gustaría tener devuelta es el río. Lo único con lo que puedo trabajar está allí. 
Soy demasiado vieja para aprender algo nuevo. No sé leer ni escribir. Si no lo conseguimos, me 
gustaría recibir una compensación que signifique no vivir de la buena voluntad de los demás."

HISTORIA DE PAULA
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Ríos Vivos ha registrado tres desalojos masivos violentos y cuatro o cinco casos indi-
viduales, de barequeros que trabajaban en las playas131. Se considera que alrededor 
de 400 familias han sido objeto de violencia e intimidación por parte de la Policía, 
cuando sus viviendas han sido demolidas y sus equipos de trabajo destrozados132. 
Según Ríos Vivos, tanto funcionarios del Gobierno como representantes de EPM han 
estado presentes en varias de estas ocasiones133. En un informe de EPM sobre los 
avances del proyecto, publicado en junio de 2013, la empresa reconoce que 811 per-
sonas han sido desalojadas de un total de ocho localidades diferentes en el área del 
proyecto entre los años 2011 y 2013. De estos, 444 personas han abandonado la zona 
de forma voluntaria, según el informe. Sin embargo, el documento no ofrece informa-
ción acerca de cómo las demás personas fueron desalojadas.134 

Varias personas entrevistadas por Swedwatch, cuentan también que sus viviendas 
fueron destruidas o quemadas, y que sus aparejos y otros objetos fueron arrojados al 
río o incautados. Algunos de los barequeros entrevistados, relatan que fueron lleva-
dos lejos de la zona en un helicóptero y abandonados sin comida ni refugio. 

Las personas entrevistadas por Swedwatch también indican que el personal de segu-
ridad privada amenaza a la gente que trata de llegar hasta el río. En algunos casos, 
les han dicho que "el río se los llevaría". Este tipo de amenazas era común durante el 
periodo de control paramilitar en la zona, de acuerdo con los residentes. Durante su 
visita a la zona, el investigador de Swedwatch también fue amenazado por uno de los 
guardias de seguridad de la empresa VISE - Seguridad Privada, contratada por EPM, 
para proteger la construcción de Hidroituango. El investigador trataba de tomar fotos 
desde un puente, cuando un guardia de seguridad le advirtió que debía irse lejos de 
allí, si no quería ser arrojado de cabeza al río. Swedwatch ha pedido información a 
EPM, acerca de las garantías que ofrece de que el personal de seguridad de la con-
strucción respeta los derechos humanos, pero a la publicación del informe sueco en 
junio 2014, no se ha recibido respuesta (ver Anexo 1 para información actualizada).

1.5 Amenazas contra defensores/as de 
derechos humanos
En Colombia son muy comunes las amenazas de muerte a defensores y defensoras 
de derechos humanos, activistas sociales, sindicalistas y dirigentes comunitarios, que 
en muchos casos se materializan. La mayoría de estos ataques, se atribuyen a grupos 
sucesores de los paramilitares, pero los grupos guerrilleros, también atacan a quienes 
consideran una amenaza para sus intereses.

Según el Programa no gubernamental de Protección “Somos Defensores”, 266 defen-
sores de derechos humanos fueron atacados en el año 2013, de los cuales 78 fueron 
asesinados135. 

Los movimientos sociales en Colombia hacen fuertes críticas contra el Estado colom-
biano, porque consideran que criminaliza las protestas sociales y vulnera los derechos 
humanos136.Trabajar sobre temas como el derecho a la tierra, una distribución más 
equitativa de los recursos, o el derecho a la asociación sindical a menudo se estig-
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matiza y conlleva un peligro mortal, ya que estos problemas son asociados con las 
posiciones políticas de la guerrilla137. Ser señalado como simpatizantes de la guerrilla, 
conduce no sólo a la deslegitimización de las protestas o de la labor de defensa de 
derechos. También, aumentan las amenazas por parte de los grupos armados, que 
entonces consideran a defensoras y defensores como objetivos militares. La impuni-
dad frente a estos casos en el país es casi total138.
 
Según organizaciones colombianas de derechos humanos, se han realizado reciente-
mente varios cambios legislativos para así criminalizar la protesta social en Colom-
bia139. Los cambios en el Código Penal incluyen el nuevo delito de "Obstrucción de 
vías públicas que afecten el orden público", que puede ser castigado con hasta 48 
meses en prisión. Los críticos sostienen que limita derechos constitucionales como la 
libertad de expresión y de asamblea, y que viola los principios penales de legalidad y 
de proporcionalidad entre la pena y el delito140. También el ESMAD (Escuadrón Anti-
disturbios de la Policía), ha sido criticado por el uso desproporcionado de la fuerza 

Isabel Zuleta en una de las reuniones de Ríos Vivos en Antioquia. La entidad de protección de las 
personas, ha clasificado las amenazas contra Isabel Zuleta como extraordinarias.  
FOTO: MAGNUS ARONSON
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en las manifestaciones y contextos de protesta, como se puede ver por ejemplo en 
el informe anual  del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos (OACNUDH) de 2013141.

Amenazas contra Ríos Vivos

Los integrantes de Ríos Vivos Antioquia, quienes critican la construcción de Hidroi-
tuango en público, alegan que han sido sometidos a repetidas amenazas y en algunos 
casos a maltrato físico, tanto por parte de grupos armados ilegales, como las fuerzas 
de seguridad gubernamentales y el personal de seguridad privada de la construcción 
del proyecto. 

Dos miembros de Ríos Vivos fueron asesinados en el segundo semestre de 2013, 
en circunstancias poco claras. Por el momento 19 personas en el movimiento estan 
directamente amenazadas y han solicitado protección personal de la autoridad de 
protección personal. Doce de ellos ya han recibido medidas de protección personal, 
cuando Swedwatch visita Colombia segun Isabel Zuleta142. Sin embargo, hasta ahora 
no se han adoptado medidas concretas de protección, sólo se han entregado algunos 
teléfonos móviles143. 

Isabel Zuleta, portavoz de Ríos Vivos Antioquia, ha recibido reiteradas amenazas. 
Según la Unidad Nacional de Protección, la amenaza en su contra es clasificada 
como extraordinaria, es decir que el riesgo es considerablemente más alto que el que 
enfrentan otras personas en su situación, lo que la habilita para recibir medidas de 
protección de parte de la Unidad. Ella argumenta, sin embargo, que es difícil encont-
rar una protección eficaz para las personas en las zonas rurales, porque las medidas 
de seguridad que les ofrecen están diseñadas para un entorno urbano. Según ella, es 
complicado que la protección provenga del Estado, ya que en su opinión, es el Estado, 
el que está detrás de la mayoría de las violaciones que se producen en relación con 
Hidroituango144. 

Según Ríos Vivos, los integrantes del movimiento han sido tratados con fuerza exce-
siva y hostigamientos por parte de las fuerzas de la Policía Nacional y del ESMAD, 
en varias ocaciones durante manifestaciones y mítines contra el proyecto Hidroitu-
ango145. Relatan que guardias de seguridad privada contratados por EPM, y policías 
han tomado fotos de los participantes en las reuniones organizadas por Ríos Vivos. 
Integrantes del movimiento, alegan que han sido detenidos sin ninguna explicación, 
justo antes de las protestas que habían planeado realizar146. Ríos Vivos, también 
informa, que sus integrantes han sido amenazados con encarcelamiento, por parte de 
uno de los alcaldes de la zona, si siguen participando en el movimiento147.
Medios de comunicación pudieron haber aumentado la vulnerabilidad de Ríos Vivos, 
señalándoles como miembros de la guerrilla, lo que significa que automáticamente se 
convierten en un blanco para otros actores148. Ríos Vivos explica, que el movimiento 
demostró que no hay tales lazos. De acuerdo con Isabel Zuleta, las acusaciones tienen 
como finalidad principal deslegitimizar las demandas de las víctimas149.
 
En muchos casos, es difícil saber quién está detrás de las amenazas. Otros defensores 
y defensoras de derechos humanos en la zona, también han sido amenazados. La ofi-
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cina de OACNUDH en Medellín, ha recibido un gran número de quejas por violacio-
nes de los derechos humanos en el área del proyecto Hidroituango, en particular en el 
municipio de Ituango150. La oficina también le informó a Swedwatch, sobre un grupo 
de profesores en el área del proyecto, que criticó públicamente a la central hidroeléc-
trica y que después recibió una comunicación, advirtiéndoles que no se involucraran. 
Este correo electrónico, fue enviado desde una dirección que parece pertenecer a una 
de las empresas proveedoras del Consorcio CCC Ituango, Aranguren Solano151. El 
correo electrónico termina con algunas consignas, entre otras que el político Luis Alf-
redo Ramos Botero debe ser liberado. Luis Alfredo Ramos Botero fue el gobernador 
de Antioquia cuando el proyecto de Hidroituango obtuvo el visto bueno de las autori-
dades. En el año 2013 fue detenido por supuestos vínculos con los grupos paramilita-
res152. De acuerdo con la OACNUDH en Medellín, el caso debe ser investigado153.

Ejemplos de abusos reportados por Ríos Vivos 

•	En una reunión de Ríos Vivos en enero de 2013, justo antes de una protesta pla-
neada contra Hidroituango, cerca de un centenar de miembros del movimiento 
fueron atacados en una de las playas de la zona, conocida como Sardinas, por 
gente armada que pretendió pertenecer a los Urabeños. Los integrantes de Ríos 
Vivos fueron golpeados, robados, amenazados y algunos de ellos fueron dejados 
atados en la playa toda la noche. Los líderes de Ríos Vivos, fueron obligados a 
divulgar sus datos personales y los nombres de sus familiares154. Según Ríos Vivos, 
ha aumentado la presencia de grupos sucesores de los paramilitares conocidos 
como Los Urabeños y rastrojos, desde el inicio de la construcción de Hidroituango.

•	En julio 2013, una mujer perteneciente a Ríos Vivos recibió, amenazas anónimas 
tan graves que se vio obligada a desplazarse. Ahora vive en una zona pobre a las 
afueras de Bogotá y no se atreve a regresar155. Esto pasó después de que ella fil-
maba el desalojo y maltrato de barequeros por parte de fuerzas de seguridad del 
Estado en una de las playas en Briceño, el mismo año. 

•	En Octubre de 2013, una carga explosiva, colocada por desconocidos, explotó a la 
entrada de la casa de uno de los líderes de Ríos Vivos en Ituango. Él y dos miem-
bros de su familia resultaron levemente heridos. El líder había pedido previamente 
protección a la Unidad Nacional de Protección, pero no la había recibido aún al 
momento del ataque156.

•	Entre agosto y abril de 2013, se intensificaron las manifestaciones contra Hidroi-
tuango, y se realizaron un total de doce protestas en diferentes partes del área 
del proyecto. Durante una manifestación pacífica en marzo de 2013, organizada 
por Ríos Vivos, el ESMAD interrumpió y varios de los manifestantes alegan que 
fueron golpeados157, 158. A pesar de que había niños y niñas presentes, se utilizó gas 
lacrimógeno para dispersar la manifestación según los entrevistados por Swed-
watch. Durante otra manifestación en marzo, casi 80 personas fueron detenidas 
durante varias horas. Según Ríos Vivos, las detenciones no tenian motivos claros, 
distintos a estar participando en la protesta, y varios dirigentes fueron sacados de 
la zona en un helicóptero de la Policía159. Posteriormente, a varias personas de Ríos 
Vivos les iniciaron investigaciones penales por bloqueo de carreteras160. 
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Dos niños en el polideportivo de la Universidad Nacional de Colombia, en Medellín. Unas 300 per-
sonas que se marcharon de la zona del proyecto, por las amenazas y que perdieron sus posibilida-
des de subsistencia, vivieron cerca de seis meses en el polideportivo en 2013.  
FOTO: RÍOS VÍVOS

En la Universidad de Antioquia
En marzo de 2013, alrededor de 370 afectados del área del proyecto Hidroituango, 
quienes se habían unido a Ríos Vivos, decidieron abandonar la zona. Consideraban 
que la situación se había vuelto insostenible. Las amenazas en contra de ellos, de 
diferentes actores armados y del personal de seguridad estatal y privado alrededor 
del proyecto habían aumentado y la falta de medios de subsistencia, para quienes 
dependían de la minería tradicional, se estaba convirtiendo en una emergencia. Par-
tieron juntos para Medellín, donde llevaron a cabo varias protestas, que captaron la 
atención de medios de comunicación locales161. 

Mientras esperaban la ayuda de las autoridades, ocuparon una vieja instalación 
deportiva en una universidad pública, la Universidad de Antioquia. Las familias 
vivieron en ese gimnasio durante algo más de seis meses, sobreviviendo de lo que 
Ríos Vivos recolectaba entre diferentes donantes162. Los afectados insistían en que la 
construcción de Hidroituango los empujó a huir. Sin embargo, la ley colombiana sólo 
reconoce como desplazado interno a aquel que se ve forzado a abandonar su lugar de 
residencia por la acción de los grupos armados y, por lo tanto, el grupo no recibió este 
estatus.
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"Hoy, no tengo un peso"

Julia tiene 42 años y cinco hijos. Ha trabajado toda su vida en el río buscando oro. 
Cuenta como perdió sus ingresos cuando el proyecto inició y se vio forzada a salir a 
Medellín. Hoy vive en un barrio en las afueras de la ciudad.
 
"Todo empezó en el año 2002, fue entonces que comenzamos a ver a soldados allí. Mi 
hermano perdió un ojo, porque no dio el oro que había sacado con el barequeo a los 
soldados. Le dispararon en la cara. Estaba medio muerto cuando llegó al hospital, pero 
sobrevivió. Mi marido fue asesinado hace un año, cuando estaba camino hacia el río 
para trabajar. No sabemos lo que pasó o quién lo hizo.
 
No sabíamos nada sobre el proyecto Hidroituango, ¿qué pasaría?, hasta que vimos las 
máquinas allí. Entonces llegó la policía antimotines y dijó, que la gente se tenía que 
ir. Dijeron que recibirían un subsidio, pero no era verdad. No tenemos nada, así que 
regresamos al río para trabajar y fue entonces cuando echaron a una gente lejos en el 
helicóptero. Yo no estaba allí ese día. Éramos varios que habíamos viajado para vender 
oro. Cuando llegué allí no había nada. No he recibido ninguna compensación. Me 
dijeron que debo ser capaz de demostrar mi situación con papeles. ¿Qué papel? No 
hemos sido empleados por nadie, ¿cómo voy a demostrar que trabajé allí? Ahora no 
puedo conseguir documentos. Cualquier dinero es para comprar comida para los niños. 
Si quieren pruebas, puedo mostrarles cómo buscar oro en el río. Es difícil. Cualquiera no 
puede barequear.
 
Hoy en día, no tengo un peso. Mis hijos 
han perdido un año escolar, porque no 
tengo dinero y nos tuvimos que irnos. Vivi-
mos de la limosna. No tengo educación. 
Yo crecí en el río y mis padres me enseña-
ron el barequeo. Es algo que siempre he 
hecho. Mientras que teníamos el río para 
vivir, nunca pasamos hambre. Del río, de 
ahí, he pagado la educación de mis hijos 
y una mujer que me ayudó a cocinar. Sus 
hijos también recibieron comida de noso-
tros. Alquilamos una buena casa mientras 
todavía tenía el dinero para el alquiler. 
Pero la zona tiene minas ahora. El ejército 
dijo que no podía garantizar nuestra seguridad ya que el área pertenece ahora a EPM. 
 
Cuando me echaron lejos del río, no pude pagarle el alquiler ya. Al final, nos fuimos a 
Medellín. No tenía ninguna elección. Ahora vivimos en la casa está hecha de madera. 
No tiene piso, solo este plástico que he puesto para que los niños no metan la tierra 
a la boca. Pagué muy poco aquí, pero no tenemos luz ni agua. Los niños permanecen 
enfermos todo el tiempo. 
 
Uno de mis hijos ha empezado la escuela otra vez, pero para los demás, no he tenido 
dinero para pagar. La escuela está muy lejos y tienen que tener zapatos para ir allí. 
Tengo una pequeña subvención del municipio, pero tuve que comprar gas con el dinero 
para poder cocinar. Antes tenía que cocinar a fuego abierto. Lo que tenemos está muy 
mal aquí, pero no puedo pagar algo mejor. Me pone mal esto, me preocupa mucho los 
niños. He tenido úlceras estomacales. ¿Cómo voy a encontrar trabajo aquí en Medellín? 
Ni siquiera puedo leer y escribir. "

 HISTORIA DE JULIA
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Un listado de cerca de 300 personas, fue enviado al Estado a la entidad encargada de 
la protección en Colombia, la Unidad Nacional de Protección, para solicitar medidas 
de protección colectivas. 

La Universidad, no quería que las familias se quedaran, ya que consideraba que no 
podía garantizar su seguridad163. Había muchas familias con niños y niñas viviendo 
en el complejo deportivo. Uno de los líderes de Ríos Vivos, Nelson Giraldo, decidió 
volver a la zona del proyecto, para ver si el grupo podría retornar y si todavía era 
posible trabajar en alguna de las playas. Sin embargo, el 17 de septiembre de 2013 
Nelson Giraldo fue asesinado con cuatro disparos en la playa Sardinas, localizada 
en la zona del proyecto. Según la información disponible, el asesinato se produjo 
después del fallo emitido el 9 de septiembre de 2013, por la Sala Laboral del Tribu-
nal Superior de Medellín, el cual ordenó que en seis días se resolvieran las medidas 
de protección colectivas que fueron solicitadas, con base en las amenazas a la vida 
e integridad física, denunciadas en reiteradas ocasiones por miembros del Movi-
miento Ríos Vivos. El asesinato y la situación de las víctimas, atrajeron la atención de 
Amnistía Internacional y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, quienes 
instaron al Estado de Colombia a adoptar en forma inmediata y urgente todas las 
medidas necesarias, a fin de garantizar el derecho a la vida, la integridad y la segu-
ridad de todos los defensores de derechos humanos, que están desarrollando tareas 
relacionadas con el impacto que podría tener la construcción de la hidroeléctrica 
Hidroituango, sobre los miembros de las comunidades de esa región164. El incidente 
también fue reportado en medios de comunicación colombianos165. 

Cabe añadir los obstáculos para hacer efectiva la nueva Ley de víctimas (ley 1448 
de 2011), en lo que tiene que ver con el derecho de toda persona a inscribirse en el 
Registro de desplazados, mientras su estatus se resuelve166. Basta con registrarse para 
tener derecho a la asistencia humanitaria. La ONG Corporación Jurídica Libertad 
–CJL- está cuestionando, por qué las autoridades se negaron a registrar a las y los 
integrantes de Ríos Vivos como desplazados internos, lo cual significó que no recibi-
eran ninguna ayuda humanitaria durante el tiempo que permanecieron en la Univer-
sidad. La CJL ha apelado a la Corte Constitucional, pero al momento de imprimir este 
informe, todavía no se ha tomado una decisión sobre el tema. Según la CJL, la legisla-
ción para desplazados internos, también debería modificarse para cobijar y proteger a 
las personas desplazadas por megaproyectos como Hidroituango167.
 
En octubre de 2012, después de las negociaciones con las autoridades locales, la may-
oría de las personas afectadas que estaban en la Universidad, regresaron a la zona del 
proyecto168. Las autoridades organizaron el viaje de retorno y entregaron un pequeño 
apoyo económico, así como un paquete de productos básicos para cada familia. Sin 
embargo, soluciones a largo plazo para garantizar la seguridad de las víctimas y sus 
medios de subsistencia no fueron tomadas. Según Ríos Vivos, las personas regresa-
ron, porque se dieron cuenta de que la situación en el complejo deportivo era insos-
tenible y porque además estaban cansados de la misma. Pero unas 90 personas del 
grupo se quedaron en Medellín, porque consideraban que era imposible regresar 
debido a la  falta de seguridad169. 

El 30 de noviembre de 2013, el joven Robinson David Mazo, integrante de Ríos Vivos, 
fue asesinado de varios disparos en Toledo170. No está claro hasta qué punto el asesi-
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nato tuvo relación con su participación en el movimiento. Ninguna de las investiga-
ciones sobre los asesinatos había concluido al momento de  imprimir este informe171.

En junio de 2014, cuando este informe se publica en sueco, tampoco hay progresos 
en el diálogo entre Ríos Vivos y EPM. En las entrevistas con EPM y Ríos Vivos reali-
zadas por Swedwatch, ambos sostienen que fue la otra parte quien decidió abandonar 
las negociaciones, pero que ambos están dispuestos a reanudarlas. Ríos Vivos exigía 
inicialmente parar toda la construcción, lo cual no era razonable para EPM. Según 
Isabel Zuleta, portavoz de Ríos Vivos Antioquia, la construcción debe suspenderse 
debido a los riesgos para los derechos humanos. Dado que esto es poco probable, ella 
cree que la exigencia mínima, es pedir que se garantice una fuente de ingresos alter-

Uno de los barrios de chabolas en las afueras de Medellín, adonde han ido algunos de los afectados.  
FOTO: MAGNUS ARONSON
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nativa para todos los barequeros y otros afectados sobre la base de sus necesidades y 
culturas específicas. También subraya, que un requisito previo para un nuevo diálogo 
con EPM, es que la empresa escuche con seriedad a las demandas de los afectados y, 
que esté dispuesta a adoptar medidas concretas. Durante el tiempo que los afectados 
estuvieron en la Universidad de Antioquia, EPM accedió a diálogos de negociación 
sobre el retorno, pero no estuvo dispuesta a discutir el problema que llevó a las vícti-
mas a huir de sus tierras, dice Zuleta172. 

1.6 ¿A quiénes afecta?
En general, Swedwatch ha podido constatar que hay fuertes indicios de que el proy-
ecto Hidroituango, causa un impacto negativo a varios derechos humanos, tanto en el 
pasado como en la actualidad. 
 
Es evidente que una gran parte de la población en la zona del proyecto hidroeléctrico 
pertenece a un grupo vulnerable, ya que las personas son pobres, analfabetas y han 
sido severamente afectadas por el conflicto interno armado. La mayoría no posee 
títulos de propiedad sobre sus tierras. Las mujeres son particularmente vulnerables, 
porque a menudo son analfabetas y tienen oportunidades limitadas para conseguir 
empleo en la construcción del proyecto. Adicionalmente, muchas de ellas son cabezas 
de familia después de que sus hombres murieran. También, puede ser difícil para 
ellas, llevar sus casos en las negociaciones con la empresa, e ir hasta la ciudad para 
exigir los certificados a las autoridades correspondientes, para así poder ser incluidas 
en el sistema de compensaciones. Muchas de ellas proveen a familias numerosas y 
el barequeo ha sido una fuente importante de ingresos. A los barequeros afectados 
por el proyecto, no se les reconoce como una colectividad sujeta a especial protección 
(como ocurre con los pueblos indígenas o afrocolombianos y la propiedad colectiva de 
sus tierras o el derecho a la consulta previa e informada del que gozan) y tampoco son 
reconocidos como desplazados internos. A pesar de su vulnerabilidad, tienen oportu-
nidades muy limitadas de exigir sus derechos.
 
Quienes migraron a zonas urbanas pobres son aún más vulnerables. La mujer ent-
revistada por Swedwatch, que se desplazó a Medellín después de ser afectada por el 
proyecto, es un ejemplo de esto (ver entrevista con “Julia” en la página 32). Tiene 
cinco hijos, pero como la comida escasea, se ven obligados a mendigar. Viven en una 
casa muy simple de madera donde se filtra la lluvia y que carece de electricidad, agua 
potable y saneamiento básico. Sus hijos perdieron un año de escuela debido a que 
fueron desalojados del área del proyecto y, ahora no tienen dinero para sus libros y 
útiles escolares. Los niños y niñas, siempre se deben considerarse como un grupo 
vulnerable y su atención y protección debe ser prioritaria. El sufrimiento para ellos 
es muy grande, cuando sus padres dejan sus viviendas y sustentos y son forzados a 
migrar. Además, ellos también sufren los efectos indirectos de la situación de segu-
ridad de la construcción de Hidroituango. En varios casos, Swedwatch recibió infor-
mes, de que niños y niñas habían estado presentes durante las intervenciones violen-
tas, principalmente de aquellas adelantadas por parte de la Policía. 

Los ataques en contra de Ríos Vivos, por parte de las fuerzas pública y de seguridad 
privada, durante las manifestaciones y reuniones, así como las crecientes amenazas 
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de los grupos ilegales, tienen un impacto negativo sobre los derechos civiles y políti-
cos, como la libertad de expresión y el derecho de reunión pacífica de quienes hacen 
parte de esta organización. Además, quienes asumen un papel de liderazgo, son parti-
cularmente vulnerables y viven con amenazas constantes contra sus vidas y su seguri-
dad personal.
 
En la matriz de riesgos que se muestra abajo, Swedwatch grafica los riesgos identi-
ficados en materia de derechos humanos, en relación con el proyecto hidroeléctrico 
Hidroituango, e indica qué derechos específicos son afectados. Además, la matriz 
establece los diferentes factores que generan responsabilidad empresarial, de acuerdo 
con los riesgos identificados frente a cada derecho. La matriz recoge los riesgos tanto 
directa como indirectamente relacionados con la planta hidroeléctrica, pero sola-
mente toma en cuenta los riesgos que se evidenciaron durante el estudio de Swed-
watch. También se pueden encontrar otros riesgos para los derechos humanos y por 
tanto la matriz no debe considerarse como un mapeo completo. Todos los riesgos 
pueden cambiar con el tiempo y deben ser evaluados regularmente y cuando sea 
necesario. 
 

La siguiente página, muestra los riesgos de impacto negativo 
sobre los derechos humanos que Swedwatch ha encontrado 
relacionados con el proyecto.
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Derecho/Convención Responsabilidad empresarial

Varios tipos de responsabilidad pueden 
derivarse de cada punto. Aquí se mencionan 
únicamente los que son relevantes para este 
informe.  

Riesgo

Riesgos identificados por Swedewatch, 
durante su visita de campo. Los ries-
gos deberán ser investigados más a 
fondo para verificar las violaciones de 
derechos.

El derecho a un nivel de vida ade-
cuado/derecho a la alimentación 
y a una distribución equitativa de 
los alimentos
PIDESC art. 11

Adoptar medidas razonables para asegu-
rar que las actividades de la empresa, no 
afecten negativamente el acceso a alimentos 
adecuados en el ámbito local y regional.

La situación económica de los afectados, 
está deterioranda y afecta su acceso 
a alimentos. La construcción también 
afecta a la pesca y las cosechas. 

El derecho a un nivel de vida 
adecuado/derecho a una vivienda 
adecuada
PIDESC art. 11

No adquirir la vivienda, las tierras o los 
derechos a la tierra de una persona, sin un 
debido proceso legal. No causar el desalojo 
de personas de sus hogares sin haber tenido 
acceso a representación y a un debido pro-
ceso legal.

Las chozas de los barequeros, han sido 
destruidas y algunos dueños de tierra, 
han tenido que abandonar sus predios 
a cambio de una remuneración dema-
siado baja. Han habido desplazamientos 
forzados de personas de sus hogares, sin 
acceso a representación o a un debido 
proceso legal. La construcción ha despla-
zado a los afectados a barrios marginales 
de las ciudades, donde habitan viviendas 
no adecuadas.

El derecho a la salud
PIDESC art. 12

Adoptar medidas razonables para asegurar 
que las actividades de la empresa, no afec-
ten negativamente a la salud de las perso-
nas, incluyendo el impacto sobre el agua y 
el aire.

La calidad del aire se está deterioranda 
y causa problemas respiratorios. La 
capacidad auditiva ha disminuido en 
niños y niñas, debido a las explosiones. 
Las enfermedades de transmisión sexual 
están incrementando como resultado 
del aumento en la prostitución. 

El derecho a la educación 
PIDESC art. 13

Asegurar que las actividades de la empresa, 
no impidan el acceso físico de las personas a 
oportunidades educativas.

Niños y niñas han tenido que interrum-
pir la educación, debido a la deteriorada 
situación económica de sus padres. Un 
aumento en el número de minas anti-
persona en algunas áreas, impide a los 
niños y las niñas asistir a la escuela y ha 
causado muertes entre ellos. 

El derecho a la vida 
PIDCP art. 6

Asegurar que los arreglos de seguridad de 
la empresa, solo se utilicen con propósitos 
reactivos o defensivos. Asegurar que las 
personas que presten servicios de seguridad 
estén entrenadas en el manejo responsable 
de armas de fuego, incluyendo el uso de 
la fuerza, solo cuando sea absolutamente 
necesario y en proporción a la amenaza.

Personal de seguridad de la construc-
ción, amenaza a la población local, 
incluso de muerte. Varias manifesta-
ciones han sido tratadas con violencia 
excesiva por parte de la policía. Las 
fuerzas militares, ponen en peligro a 
civiles durante sus operaciones milita-
res. Se han cometido varios asesinatos, 
que se sospecha tienen conexión con las 
protestas de las víctimas en contra de la 
construcción.
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Derecho/Convención Responsabilidad empresarial

Varios tipos de responsabilidad pueden 
derivarse de cada punto. Aquí se mencionan 
únicamente los que son relevantes para este 
informe.  

Riesgo

Riesgos identificados por Swedewatch, 
durante su visita de campo. Los ries-
gos deberán ser investigados más a 
fondo para verificar las violaciones de 
derechos.

El derecho a no ser sometido a 
torturas, penas o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes 
PIDCP art. 7

No someter a nadie a torturas, penas o 
tratos crueles, inhumanos o degradantes.

Amenazas y maltrato contra la pobla-
ción local, por parte del personal de 
seguridad privado y estatal alrededor 
del proyecto. Varias personas han sido 
amenazadas y han sufrido ataques por 
grupos armados, después de manifes-
tarse en contra la construcción. Medidas 
de protección colectiva solicitadas, pero 
aún no implementadas. 

El derecho a la libertad y a la 
seguridad personal 
PIDCP art. 9

No privar a nadie de su libertad física, 
excepto cuando sea necesario para proteger 
la salud, la seguridad o la propiedad de esa 
misma o de otra persona, y solo hasta que la 
amenaza haya sido neutralizada y la persona 
haya sido liberada o, si procede, entregada 
a la autoridad competente. Asegurar que 
el tipo de detención que se describe arriba, 
sea tan breve como sea posible y que la 
situación se resuelva rápidamente, de 
acuerdo con las condiciones mínimas para 
detenciones.

Detencion a gran escala, realizada en 
conexión con protesta pacífica contra 
la construcción. La detención no ha 
guardado proporción con la amenaza, ni 
ha seguido las condiciones mínimas para 
detenciones. 

El derecho a la libre circulación 
PIDCP art. 12

No retener los documentos de viaje o de 
identidad de empleados o de otras perso-
nas. Reducir las barreras a la libre circula-
ción de las personas, al menos dentro de las 
fronteras de un país.

Documentos de identidad han sido 
confiscados por las fuerzas militares, en 
los alrededores de la construcción, en 
conexión con los viajes en autobús de 
Ríos Vivos. 
Con la obra se limita el acceso a vías 
importantes para la población local. 

El derecho a la intimidad 
PIDCP art. 17

Únicamente proporcionar información 
personal u otra información de un individuo 
a las autoridades públicas, en la medida 
en que le sea exigido legalmente, a peti-
ción expresa o con el consentimiento de la 
persona. 
Reducir a un mínimo el uso de medidas de 
vigilancia y seguridad que puedan afectar 
el derecho a la privacidad de las personas. 
Únicamente utilizar tales medidas, para el 
propósito legítimo de proteger sus activos 
y la seguridad de los empleados y otras 
personas.

El personal de seguridad hostiga a la 
población local. Policías y guardias de 
seguridad privada han tomado fotos 
de los participantes en las reuniones 
organizados por Ríos Vivos. La colabora-
ción entre EPM, la Policía y las fuerzas 
militares es problemática. EPM facilita 
las violaciones a los derechos humanos 
cometidas por otros actores. 
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Derecho/Convención Responsabilidad empresarial

Varios tipos de responsabilidad pueden 
derivarse de cada punto. Aquí se mencionan 
únicamente los que son relevantes para este 
informe.  

Riesgo

Riesgos identificados por Swedewatch, 
durante su visita de campo. Los ries-
gos deberán ser investigados más a 
fondo para verificar las violaciones de 
derechos.

El derecho a la libertad de expre-
sión y de opinión  
PIDCP art. 19

Asegurar que todos los empleados en la 
empresa, puedan expresar sus opiniones 
libremente sobre la empresa, sus productos 
y otros aspectos de su operación. Propor-
cionar mecanismos para alcanzar soluciones 
a través del diálogo, para las personas que 
sientan que sus derechos humanos hayan 
sido afectados por la empresa.

Los críticos de la construcción son 
señalados como guerrilleros y puestos 
en mayor peligro. Protestas pacíficas 
han sido tratadas con violencia excesiva 
por parte del personal de seguridad y 
con detenciones arbitrarias. Policías 
y guardias de seguridad privada han 
tomado fotos de los participantes en las 
reuniones organizados por Ríos Vivos 
e integrantes del movimiento han sido 
detenidos sin motivo, justo antes de 
reuniones de protesta planeadas. Ríos 
Vivos ha sido amenazada por un alcalde 
de la zona, quien ha dicho que serán 
encarcelados si participan en el movi-
miento. Faltan posibilidades efectivas de 
diálogo, entre los afectados y EPM. En la 
práctica, los mecanismos de quejas no 
están disponibles para todos los grupos 
afectados. 

El derecho a la libertad de infor-
mación 
PIDCP art. 19

Proporcionar la información que les afecta 
directamente a los empleados y los habi-
tantes locales.

Los afectados no han tenido acceso a 
información sobre el proyecto y sobre 
cómo serán afectados, así como  a qué 
compensación tienen derecho. 

El derecho de reunión pacífica 
PIDCP art. 21

No emplear violencia para actuar en las 
manifestaciones contra la empresa o en las 
proximidades de su territorio, mientras la 
manifestación no conlleve un riesgo para la 
seguridad de la compañía o sus empleados.

Protestas pacíficas han sido reprimidas 
con uso excesivo de fuerza, por parte de 
la ESMAD y con detenciones masivas y 
arbitrarias. 

Los derechos del niño 
PIDCP art. 24

Los niños y las niñas necesitan protección 
especial. Como menores de edad se con-
sideran a los niños y a las niñas, como un 
grupo especialmente vulnerable de acuerdo 
a los derechos humanos.

Niños y niñas son afectadas negativa-
mente de diferentes maneras. Han 
estado presentes durante desalojos 
forzosos y acciones policiales. El grado 
de escolarización ha sido afectado por el 
proyecto en muchos casos. Los niños y 
las niñas también sufren de la situación 
general de seguridad pública.
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PARTE 2. Responsabilidades

Este capítulo comprende, por una parte, un apartado teórico sobre las directrices 
que Swedwatch considera particularmente relevantes para este informe, así como 
un análisis de la responsabilidad, que los diversos actores implicados tienen sobre los 
riesgos en los derechos humanos alrededor de la central hidroeléctrica Hidroituango. 
El foco está orientado hacia los actores suecos. El capítulo comienza, con una sección 
que trata sobre la debida diligencia de derechos humanos y clientes comerciales que 
resulta básica para examinar en qué medida Scania y Atlas Copco han gestionado los 
riesgos de modo adecuado. Otra sección profundiza, acerca de la responsabilidad cor-
porativa en zonas de conflicto y los riesgos específicos asociados a la ejecución de acti-
vidades comerciales en dichas zonas. Las obligaciones que el Estado colombiano y el 
Estado sueco tienen respecto a los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas 
y los Derechos Humanos son también discutidas.  

2.1 Directrices

Debida diligencia de derechos humanos  
y clientes comerciales

El concepto de debida diligencia de derechos humanos, tiene un lugar central en 
los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos que 
Suecia y las empresas suecas han de seguir. Dichos principios fueron aprobados en 
2011 y desde entonces se incorporaron, entre otras, en las Directrices de la OCDE, para 
empresas multinacionales. Los principios clarifican las responsabilidades, que tanto las 
empresas, como sus respectivos Estados tienen en cuanto al respeto y la protección de 
los derechos humanos, así como la reparación por violaciones de los mismos.  La dili-
gencia debida de derechos humanos, es el proceso que las empresas deben realizar para 
analizar el posible impacto negativo de sus operaciones, sobre los derechos humanos, 
así como para la prevención de dichos riesgos.

Los principios estipulan, que las empresas tienen la responsabilidad de respetar los 
derechos humanos en todas las áreas de su actividad empresarial. Dicha responsabili-
dad existe, independientemente de la capacidad que tenga el Estado para proteger los 
derechos humanos. Las medidas deben enfocarse a las áreas donde los riesgos para los 
derechos humanos son más grandes. No son, por tanto, las capacidades de incidencia 
o los intereses de la empresa, que deben determinar las medidas a adoptar. Mientras 
mayor sea el riesgo de consecuencias negativas  sobre los derechos humanos, mayor es 
el grado de prioridad que la empresa debe darle al asunto, sin importar qué tipo de rela-
ción tenga con dichas consecuencias173.
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Además de la Declaración Universal de la ONU y los convenios centrales de la OIT, 
las empresas deben hacer uso de las convenciones de derechos humanos, que sean 
particularmente relevantes en cada contexto, para evaluar el impacto real y potencial 
de sus actividades sobre los derechos humanos. Puede tratarse de los derechos de 
grupos particularmente vulnerables, como mujeres, comunidades indígenas, niños y 
niñas o trabajadores migrantes 174. En zonas con un riesgo elevado de vulneraciones, 
deberá hacerse un proceso de debida diligencia de derechos humanos más amplio175.

Para  determinar si las consecuencias negativas sobre los derechos humanos son 
graves, debe tomarse en cuenta su escala, el alcance y si la consecuencia negativa es 
de carácter irremediable. Un impacto de carácter temporal, que afecte a pocas perso-
nas, y que pueda resarcirse de manera sencilla, no posee el mismo grado de gravedad 
que un impacto, que atente contra los derechos fundamentales de un gran número de 
personas y que sea irreparable, como la muerte o las lesiones permanentes176. 
 
Según los principios rectores, las empresas pueden estar implicadas en las conse-
cuencias negativas sobre los derechos humanos de tres maneras diferentes:

•	Provocar consecuencias negativas sobre los derechos humanos, a través de sus 
propias actividades;

•	Contribuir a provocar consecuencias negativas sobre los derechos humanos, a 
través de sus propias actividades o sus relaciones comerciales; 

•	Guardar relación directa con las consecuencias negativas sobre los derechos 
humanos, a través de sus relaciones comerciales177.

Cuando una empresa potencialmente provoca o contribuye a provocar consecuencias 
negativas sobre los derechos humanos, se requiere que ésta prevenga y mitigue los 
riesgos potenciales y que remedie los impactos reales, que ya se han producido. En 
cambio, si una empresa está implicada en el impacto negativo sólo a través sus socios 
comerciales (la tercera variante arriba), se requiere que la empresa, haga esfuerzos 
por influenciar a sus socios comerciales, para que ellos prevengan y mitiguen los ries-
gos futuros y para que remedien impactos ya producidos. En este caso, sin embargo, 
la empresa no tiene responsabilidad propia de reparar daños o de compensar a las 
personas afectadas178.

Este informe, trata principalmente el último tipo de implicación mencionado arriba 
– implicación a través de socios comerciales- que es el que mejor describe la conexión 
de Scania y Atlas Copco, con las consecuencias negativas en el caso Hidroituango. La 
diferenciación entre guardar relación con las violaciones y contribuir a tales viola-
ciones, puede a veces ser difícil de hacer, ya que depende en gran medida del rol que 
una empresa juega en relación con un proyecto en su totalidad179. Según los Principios 
Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos, pueden plantearse 
cuestiones de “complicidad” cuando una empresa contribuye o parece contribuir a las 
consecuencias negativas sobre los derechos humanos provocadas por otras partes. La 
complicidad tiene una acepción jurídica y otra no jurídica. En su acepción no jurídica, 
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las empresas pueden ser consideradas "cómplices" de actos cometidos por la otra 
parte, por ejemplo, cuando se considera que se benefician de una violación cometida 
por esta180. 

Los principios aclaran también, que las empresas pueden apoyarse en un proceso de 
debida diligencia en materia de derechos humanos para gestionar el riesgo de accio-
nes judiciales en su contra, y mostrar que adoptaron las medidas razonables para 
evitar la implicación en una supuesta vulneración de los derechos humanos. Ahora 
bien, las empresas que ejerzan esa debida diligencia, no quedan plenamente exentas 
de toda responsabilidad por provocar o contribuir a provocar violaciones sobre los 
derechos humanos181.

La capacidad de influencia en la práctica – ¿palo o zanahoria?
Las posibilidades reales de influir a un socio comercial, varían de acuerdo a la rela-
ción que se tenga con la empresa en cuestión. Hacer requerimientos a subcontratistas 
en materia de derechos humanos,  particularmente en lo que refiere a los derechos 
laborales, se ha convertido ya en una práctica habitual para la mayoría de las grandes 
empresas. Pero establecer requisitos en las relaciones con los clientes es muy poco 
común. Por regla general, es más complicado hacer requerimientos cuando uno es 
proveedor y se encuentra en una posición de poder invertida. 
 
No obstante, las empresas que suministran materiales a otras empresas, pueden 
incluso tener capacidad de influenciar, cómo el cliente gestiona los riesgos de 
derechos humanos, sobre todo si sus productos son cruciales para el proyecto en su 
totalidad. Las empresas pueden en momentos determinados aprovechar oportuni-
dades para hacer requerimientos en materia de los derechos humanos, incluso a sus 
clientes comerciales, y deben hacer todo lo que puedan para aumentar su poder de 
influencia. La capacidad de influir y la posibilidad de imponer requisitos relacionados 
a los derechos humanos es mayor, por ejemplo, cuando se negocian contratos nuevos, 
cuando los acuerdos de servicio o licencias son suscritas o renovadas, cuando los 
productos requieren mantenimiento, asesoramiento técnico y cuando hay diferentes 
tipos de auditorías182. 
 
La organización de expertos SHIFT, trabaja para llevar  los Principios Rectores de la 
ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos a la práctica183. SHIFT ha creado 
una lista de diferentes maneras en que este tipo de requerimientos se pueden hacer. 
Para ello, la compañía primero debe tener claro a quien desea influenciar, cómo 
puede hacer uso de esa influencia y con qué propósito184.  Puede tratarse de:

•	 Influencia comercial tradicional, por ejemplo, al hacer requerimientos a sus socios 
comerciales, dentro del marco de acuerdos y contratos escritos. 

•	 Influencia comercial más amplia, por ejemplo, a través de actividades de capacita-
ción que no forman parte de las prácticas comerciales habituales.

•	 Influencia junto con otros socios comerciales, por ejemplo, a través de esfuerzos 
conjuntos con otras empresas de la misma u otra industria.
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•	 Influencia a través de relaciones bilaterales con otros actores, como gobiernos, 
otras compañías, organizaciones internacionales y organizaciones de la sociedad 
civil.

•	 Influencia a través de iniciativas conjuntas de múltiples partes interesadas, como 
gobiernos, otras compañías, organizaciones internacionales y organizaciones de la 
sociedad civil.

Partiendo de estas opciones, las empresas deberán analizar, qué tipo de influencia es 
la más apropiada. Si una estrategia no funciona, la empresa deberá hacer los esfuer-
zos necesarios para encontrar otras opciones185.

Empresas en zonas de conflicto

Empresas y derecho internacional humanitario
El derecho internacional humanitario, DIH, es un conjunto de normas destinado a 
limitar, por razones humanitarias, los efectos de los conflictos armados. Protege a 
las personas que no participan, o que han dejado de participar en las hostilidades e 
impone restricciones a los métodos y medios bélicos.186 La gran diferencia entre el 
DIH y las normas de derechos humanos, es que el DIH es vinculante incluso para los 
actores no gubernamentales que tengan relación con el conflicto armado. Las empre-
sas no hacen parte del conflicto de acuerdo al derecho internacional humanitario, 
pero todos los actores cuyas actividades puedan estar relacionadas con un conflicto 
armado, tienen el deber de respetar el DIH; incluso las empresas187.   
 
Muchas empresas poseen un conocimiento muy limitado sobre sus responsabilidades 
en el marco del DIH, a pesar de correr el riesgo potencial de ser cómplices en viola-
ciones cometidas por otros actores que formen parte en el conflicto188. Las empresas 
que de diversas maneras faciliten, apoyen o alienten a un actor a cometer crímenes 
de guerra, pueden convertirse en cómplices y verse implicadas en procesos judici-
ales tanto civiles como penales189. Esto hace que sea de especial importancia para las 
empresas que operen en zonas de conflicto, conocer los riesgos potenciales asociados 
con sus socios comerciales u otros actores con los que puedan verse obligadas a traba-
jar, como por ejemplo, la policía y el ejército.  

Relaciones con el personal de seguridad
Los contratos relativos a los convenios de seguridad, siempre deben contener referen-
cias vinculantes a las mejores prácticas, por ejemplo los Principios Voluntarios sobre 
Seguridad y Derechos Humanos190. Las operaciones en zonas de conflicto, pueden 
implicar un aumento del riesgo de ser asociado a las violaciones cometidas por 
empresas privadas de seguridad, militares o la policía. La necesidad de colaborar con 
estos actores es generalmente mayor en zonas de conflicto. 
 
No es inusual, que los actores que las empresas se ven forzadas a contratar para 
su propia seguridad, estén paralelamente involucrados en el conflicto y potencial-
mente infringiendo el DIH. Por ello, las empresas deben asegurarse, hasta donde 
sea posible, que el personal de seguridad actúe de acuerdo con el DIH, donde, por 
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ejemplo, la tortura, los tratos degradantes y la violación están terminantemente pro-
hibidos en cualquier circunstancia. Una empresa que contrata a un actor que comete 
crímenes contra el DIH, corre un alto riesgo de incurrir en responsabilidades tanto 
civiles como penales. También existe el riesgo, para las empresas que colaboren con 
tales actores ya que pueden ser consideradas objetivos militares191.
 
Compañías privadas de seguridad en zonas de conflicto, son por lo general identifi-
cadas como un sector de riesgo para las empresas. En muchos países la legislación 
nacional es insuficiente, debido tanto a deficiencias en el registro y concesión de 
licencias a las compañías de seguridad como a la falta de medidas y mecanismos efec-
tivos contra la violación de los derechos humanos192. En zonas de conflicto armado 
de baja intensidad o en situaciones de post conflicto, son particularmente frecuentes 
las violaciones de derechos humanos por parte de las compañías de seguridad priva-
das193. No es inusual, que estas compañías se opongan a la transición hacia una socie-
dad pacífica o que pongan a las empresas contratantes en riesgo de verse vinculadas 
con una de las partes del conflicto194.  Los abusos de poder hacia los habitantes de las 
zonas en conflicto – tanto por parte de la fuerza pública, como por parte de las com-
pañías privadas de seguridad – son comunes en la industria extractiva, así como en 
otros proyectos a gran escala.  
 
Un aspecto que causa debate en Colombia, es la responsabilidad que tienen las 
empresas al ofrecer empleo a ex-combatientes. Por un lado, cumplen una función 
importante al ofrecer a los ex-combatientes la posibilidad de incorporarse al mercado 
laboral formal. Por otro lado, puede ser problemático, particularmente cuando se 
tratan de empresas de seguridad. Este tipo de empleo, puede ser muy atractivo para 
ex combatientes, pero también puede ser una forma para continuar cometiendo viola-
ciones de derechos humanos.
 
Varios lineamientos han sido desarrollados internacionalmente, para garantizar que 
los convenios de seguridad se lleven a cabo con respeto hacia los derechos humanos. 
Antes de iniciar una relación con un nuevo actor, se debe hacer un análisis exhaustivo 
del mismo, con base en sus políticas de derechos humanos y cualquier información 
disponible sobre las violaciones pasadas o actuales195. Los convenios de seguridad, 
deben ser evaluados regularmente, en diálogo con las autoridades y la población 
local, y cualquier tipo de violación debe ser reportada. Cuando sea factible,  se deberá 
ofrecer capacitaciones en derechos humanos a las fuerzas del Estado o a las com-
pañías de seguridad privadas196.

Otras directrices en zonas de conflicto
Además del DIH y los Principios Voluntarios sobre Seguridad y Derechos Humanos, 
existen numerosas directrices internacionales para las empresas que operan en zonas 
de conflicto. Las empresas necesitan entender el contexto en el que operan y cómo 
su presencia y actividades afectan al conflicto201. Global Compact, junto con los PRI 
(Principios de Inversión Responsable), han elaborado directrices para las empresas 
en las zonas de conflicto202. Según estas directrices, las empresas siempre deben hacer 
un análisis específico de riesgos de impacto sobre el conflicto203.

Además, las empresas deben estar conscientes, tanto de la dinámica general del 
conflicto, como de su impacto potencial a través, por ejemplo, de la corrupción, las 
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condiciones de trabajo, la falta de oportunidades de desarrollo para la población o el 
impacto medioambiental. Las empresas deben conocer los distintos actores del con-
flicto y, no favorecer algunos segmentos de la población a expensas de otros. Estar 
relacionado con cualquier parte en un conflicto, puede implicar grandes riesgos para 
una empresa, el personal de la empresa o la actividad empresarial204. 
 
Las empresas deben aplicar y comunicar claramente políticas en toda la organización, 
a favor del respeto, tanto de los derechos humanos, como del derecho internacional 
humanitario, a fin de evitar ser relacionadas con violaciones de derechos humanos. 
Todo el personal de una empresa, debe ser entrenado en estas políticas y se deben 
establecer indicadores para evaluar el cumplimiento de las mismas. Es particular-
mente importante, que la información usada por empresas para la evaluación de sus 
riesgos e impactos, sea confiable y verificable por varias fuentes205. Se debe dar gran 
importancia a la comprensión de las causas subyacentes, a la complejidad del entorno 
y a la recolección de información proveniente de personas que tengan un punto de 
vista diferente al de la propia empresa206.
 
Está en el interés de las empresas, buscar un diálogo constructivo con las personas 
que se vean afectadas directamente por sus actividades comerciales. De este modo, 
se aumenta la posibilidad para aclarar roles, corregir las rutinas para el procesa-

Directrices internacionales sobre seguridad

Los principios voluntarios de seguridad y derechos humanos han sido desarrollados 
específicamente para la industria extractiva, pero también pueden ser utilizados por 
otros sectores. Se han desarrollado a través de un dialogo multilateral y se refieren 
explícitamente al derecho internacional humanitario. Los principios están dirigidos prin-
cipalmente a los Estados, pero también las empresas y las organizaciones no guberna-
mentales pueden unirse a la iniciativa.197

 
En Colombia, varias empresas del sector minero energético se han unido a una inicia-
tiva junto con autoridades colombianas y organizaciones de la sociedad civil. El Comité 
Minero Energético de Seguridad y Derechos Humanos (CME) desarrolla directrices 
locales y buenas prácticas empresariales en materia de seguridad, a partir de los princi-
pios voluntarios de seguridad y derechos humanos.198

El Código Internacional de Conducta para Proveedores de Servicios de Seguridad 
Privada es un código internacional de conducta para las empresas de seguridad privada. 
Adoptando este código de conducta las empresas se comprometen a implementar e 
informar sobre una serie de principios basados en el derecho internacional humanitario 
y en los derechos humanos.199

 
El llamado Documento de Montreux200 es un documento de orientación que define 
cómo el derecho internacional humanitario debe ser aplicado en relación a operadores 
de seguridad privada. El documento no tiene fuerza vinculante, sino que constituye un 
banco de "buenas prácticas".

INFORMACIÓN ADICIONAL
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miento de quejas, identificar nuevos riesgos de forma temprana y evaluar las medidas 
adoptadas. Las empresas también deben asegurar, que haya un diálogo abierto con 
la sociedad civil, abarcando también los efectos indirectos de sus actividades sobre, 
por ejemplo, la situación de seguridad, la economía, la cultura o problemas sociales 
como la prostitución207. En las relaciones con sus clientes comerciales, las empresas 
deben en primer lugar tratar de influenciar a sus clientes, para que lleven a cabo sus 
relaciones con la población local de una manera correcta, y en segundo lugar deben 
buscar información de las personas directamente afectadas, para su propio proceso 
de debida diligencia en materia de los derechos humanos.

Orientación
El Comité Internacional de la Cruz Roja, brinda orientación detallada sobre las impli-
caciones del derecho internacional humanitario para las empresas208. 
 
La necesidad de una mayor sensibilidad al conflicto por parte de los actores que 
operan en zonas de conflicto ha sido abordada por el proyecto CCDA, Commercial 
Conflict Dependent Actors (Actores Comercialmente Dependientes del Conflicto), 
realizado por Diakonia y la Iglesia Sueca en colaboración con la Universidad de 
Gotemburgo, dentro del cual varios reportes han sido publicados209. 
 
El informe de Swedwatch, publicado en el 2010: ¿Passive observers or active defen-
ders of human rights? enfatiza que las empresas tienen el espacio para actuar de 
manera proactiva, incluso en las zonas más difíciles. La cuestión es, en qué medida 
las empresas hacen uso de su espacio de actuación para defender activamente los 
derechos humanos y qué tan bien arraigado está el respeto por los derechos humanos, 
tanto en las operaciones diarias, como en las estrategias a largo plazo. Retirarse por 
completo de un proyecto, debe ser considerado como un último recurso, después 
de haber adoptado medidas proactivas para solucionar los problemas y de haberse 
demostrado que no funcionan210. 
 
El libro Management in Complex Environments – Questions for Leaders (Gestión 
de Empresas en Entornos Complejos – Cuestiones para Líderes), publicado por NIR 
(Consejo Internacional de la Industria Sueca) y ASDI en el 2013, también da consejos 
sobre cómo las empresas pueden operar en entornos difíciles. NIR también, ha publi-
cado el libro Private Sector Actors and Peacebuilding (Actores del Sector Privado y 
la Construcción de Paz), que trata sobre el papel de las empresas en la construcción 
de la paz. 
 
En Colombia, Fundación Ideas Para la Paz, FIP, ha producido una guía especial 
llamada Guías Colombia, para las empresas que operan en el país. Esta guía ofrece 
recomendaciones sobre cómo los derechos humanos y el derecho internacional 
humanitario, pueden ser respetados en el contexto colombiano, desde la perspectiva 
de los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos211. 
FIP también ha desarrollado directrices éticas comunes para las actividades de las 
empresas suizas en el país, conjuntamente con las empresas suizas y la Embajada de 
Suiza en Colombia212.  
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2.2 Responsabilidades

Estados, empresas y derechos humanos

Según el derecho internacional, la responsabilidad primaria para la protección de los 
derechos humanos, recae sobre cada Estado. Los Estados tienen el deber de respetar, 
proteger y hacer cumplir los derechos humanos y las libertades fundamentales213. Los 
Estados tienen también la obligación de proteger a la población contra las violaciones 
cometidas por empresas. Según los Principios Rectores de la ONU, las empresas esta-
tales, tienen una responsabilidad más amplia en materia de los derechos humanos. 
Mientras más estrecha sea la relación entre una empresa y el Estado, o mientras 
mayor sea la dependencia de la empresa de autorización legal o de financiación 
pública, mayor responsabilidad tendrá el Estado de garantizar que la empresa respete 
los derechos humanos214. En el caso de Hidroituango, el Estado colombiano, es sin 
duda el mayor responsable de la gestión de los riesgos para los derechos humanos y la 
reparación por la violación de los mismos. 
 
Compañías extranjeras que operan en zonas de conflicto, en las que el Estado con-
tribuye a la vulneración de los derechos humanos, deben evaluar cuidadosamente 
la posibilidad de colaborar con actores estatales. A las empresas se les recomienda 
elaborar políticas de derechos humanos específicas para la colaboración con agentes 
estatales. Los riesgos son generalmente elevados, en proyectos estratégicos para el 
Estado, tales como proyectos de infraestructura, en los cuales el Estado es accionista, 
o proyectos que generen grandes ingresos tributarios. Las empresas suecas en Colom-
bia, que participen en este tipo de proyectos, siempre deben realizar el análisis deno-
minado enhanced human rights due diligence, un proceso de debida diligencia de 
derechos humanos mas amplio.
 
En zonas afectadas por un conflicto, existe un riesgo más elevado de violaciones 
graves a los derechos humanos y es probable que el Estado carezca de capacidad para 
proteger los derechos humanos215. Por eso, según los Principios Rectores de la ONU, 
cuando empresas extranjeras hacen negocios en este tipo de zonas, el país de origen 
deberá apoyar, tanto a la empresa, como al Estado anfitrión, para garantizar que la 
empresa no se involucre en las violaciones a los derechos humanos, y que sea consci-
ente del elevado riesgo que existe216. Esto implica, que la Embajada sueca en Colom-
bia tiene un papel importante en tal sentido.

Deficiencias en la protección de los derechos  
humanos en Colombia

El Alto Comisionado para los Derechos Humanos de la ONU en Colombia (OAC-
NUDH), celebra en su informe anual sobre los derechos humanos en Colombia del 
2013, los avances positivos alcanzados en la esfera de los derechos humanos. El 
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proceso de paz y las nuevas leyes para la reparación de las víctimas son menciona-
dos como ejemplos217. Pero a pesar de estos aspectos positivos, el Estado colombiano 
continúa faltando a sus compromisos en varios aspectos. La impunidad generalizada 
y la precaria situación de los defensores de derechos humanos, son algunos de los 
desafíos que quedan218. Son también de particular importancia para este informe los 
reportes sobre abusos por parte del ejército colombiano y la policía.
 
Se siguen reportando violaciones recurrentes del derecho a la vida y a la integridad 
personal, en relación con el uso de fuerza desproporcionada de las fuerzas militares, 
aunque el número de vulneraciones y el grado de seriedad, han disminuido como 
resultado de las iniciativas para fomentar el respeto de los derechos humanos, dentro 
de las fuerzas militares219. Al igual que en años anteriores, se reporta que varios civi-
les murieron o resultaron heridos durante las operaciones militares en el 2013220. La 
OACNUDH, ha criticado duramente que las fuerzas militares hagan uso de escuelas e 
infraestructura civil en sus operaciones militares221. En el área del proyecto Hidroitu-
ango, la población civil ha presentado quejas denunciando que los militares han esta-
blecido sus bases demasiado cerca de viviendas civiles y escuelas222. 

Según la OACNUDH, la Policía Nacional también, sigue afrontando problemas para 
respetar y garantizar los derechos a la vida y a la integridad física. Constituyen un 
problema recurrente y un serio motivo de preocupación las acciones del Escuadrón 
Móvil Antidisturbios (ESMAD). La OACNUDH, detectó deficiencias a nivel estraté-
gico, operacional y táctico, y en las actividades de coordinación de las autoridades 
municipales; problemas de mando y control, antes, durante y después del uso de la 
fuerza; falta de disciplina táctica; e incumplimiento de las normas internacionales 
relativas al uso de armas de fuego, lo que dio lugar a presuntas violaciones de los 
derechos humanos223.

El DIH en Colombia
El derecho internacional humanitario, diferencia entre conflictos armados entre dos 
Estados y conflictos entre un Estado y otro actor, es decir, en los conflictos internos. 

Falsos positivos

Las fuerzas militares colombianas han sido objeto de críticas particularmente severas. 
Según la organización Human Rights Watch, en junio de 2013, estaban siendo investiga-
dos 2,278 casos de ejecuciones extrajudiciales cometidos por funcionarios del Estado. 
Casi 4,000 personas fueron víctimas de estas ejecuciones. En ese entonces, habían fallos 
condenatorios en 189 casos, involucrando a 605 militares.224 A finales de 2008, salió a la luz 
en Colombia el escándalo conocido como falsos positivos.225 Se reveló que las fuerzas mili-
tares habían matado a civiles de manera sistemática para luego mostrarlos como guerril-
leros muertos en combate y manipular así las estadísticas sobre la eficiencia de las fuerzas 
militares.226 Según el informe anual del Alto Comisionado de la ONU en Colombia, todavía 
hay militares vinculados con estos asesinatos que permanecen en servicio activo dentro de 
las fuerzas militares.227
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Dado que el conflicto en Colombia, es un conflicto interno, algunas partes del DIH 
son aplicables228.
 
Un principio básico del DIH, es que las partes en el conflicto armado deben distin-
guir entre civiles y combatientes para limitar el daño a la población civil y los bienes 
de carácter civil. Los ataques solo pueden ser dirigidos contra objetivos militares y 
no deben ser realizados de una manera que ponga en peligro desproporcionado a 
los civiles. Entre las acciones que son clasificadas como crímenes de guerra bajo el 
DIH, están por ejemplo, los ataques dirigidos directamente a civiles o aquellos que no 
toman suficientemente en cuenta el deber de reducir el sufrimiento de los mismos229.
 
Las FARC, son a menudo criticadas por poner en peligro a los civiles en sus operacio-
nes militares. Las minas antipersona que la guerrilla suele emplear, violan tanto el 
Tratado de Ottawa, sobre la prohibición de las minas antipersona, como el principio 
de distinción del derecho internacional público230. Pero también las fuerzas milita-
res colombianas han recibido reiteradas críticas por poner en peligro a los civiles y 
cometer infracciones al derecho internacional humanitario231. Por tanto, las empresas 
suecas en Colombia que dependan de protección militar, deben investigar el riesgo 
de implicación en violaciones del derecho internacional humanitario, con la ayuda de 
expertos internacionales.

EPM y su gestión de riesgos para los derechos humanos  
en el proyecto Hidroituango 
Según los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos. EPM, como empresa estatal colombiana, tiene una mayor responsabilidad 
de respetar los derechos humanos. EPM, mantiene un alto perfil en materia de sos-
tenibilidad y ha recibido varios premios por su labor232. La empresa tiene una gran 
cantidad de información sobre su trabajo de sostenibilidad en su página web.  EPM, 
es miembro de Global Compact (Pacto Mundial) y tiene un código de ética que es 
público y una política de responsabilidad social empresarial. EPM también, ha hecho 
pública su declaración de política de Derechos Humanos desde el año 2012. Pero a 
pesar de su buena reputación, el presente informe indica que hay serios fallos en la 
gestión de sostenibilidad de EPM, en el caso del proyecto Hidroituango. 

Colombia, como país, ha decidido unirse a la iniciativa voluntaria de los Principios 
Voluntarios de Seguridad y Derechos Humanos. EPM no hace ninguna referencia a 
estos principios en su código o en sus directrices, a pesar de ser una empresa esta-
tal233. La empresa de seguridad contratada por EPM, VISE Seguridad Privada, tan-
poco se ha unido a esta iniciativa ética y tiene poca información en su página web 
sobre aspectos de sostenabilidad.234. Swedwatch ha pedido reiteradamente informa-
ción de EPM, sobre cómo la empresa se asegura de que el personal de seguridad del 
proyecto respeta los derechos humanos, pero no ha recibido respuesta alguna hasta el 
momento de la impresión de este informe en sueco, en junio 2014 (ver Anexo 1 para 
información actualizada). 
 
En cuanto al sistema de compensaciones de EPM, existen motivos de preocupación, 
a pesar del comprehensivo análisis y el plan de gestión de riesgos que la empresa ha 
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elaborado. A pesar de que EPM afirma, que su sistema de compensaciones va más 
allá de los requisitos de la legislación colombiana, Swedwatch ha podido constatar 
que información de varias fuentes, indica que no se ajusta a las normas y directrices 
internacionales sobre compensaciones, como los Estándares de Desempeño (Perfor-
mance Standards), de la IFC y The Voluntary Guidelines on the Responsible Gover-
nance of Tenure of Land (las Directrices Voluntarias sobre la Gobernanza Respon-
sable de la Tenencia de la Tierra)235. 
 
Es positivo que EPM haya ayudado a algunos propietarios de tierras a obtener títulos 
oficiales de propiedad. Sin embargo, las entrevistas que Swedwatch llevó a cabo con 
la población afectada, muestran serios indicios de que el sistema de compensaciones 
no tiene en cuenta a todos los afectados, y que EPM, no ha logrado hacer un análisis 
adecuado de cómo el proyecto de Hidroituango afecta a los mineros artesanales, los 

Compensación, derechos sobre la tierra  
y desplazamiento forzado

Según las Naciones Unidas, el desplazamiento forzado supone una violación grave de 
varios derechos humanos internacionalmente reconocidos, entre ellos el derecho a la 
vivienda, comida, agua, salud, educación, trabajo, seguridad personal, y la libertad de 
tratos crueles, inhumanos y degradantes. Los desalojos deben realizarse de acuerdo a la 
ley, solo en circunstancias excepcionales y con pleno respeto de los derechos humanos 
y del derecho internacional humanitario. El anterior Relator Especial de la ONU para el 
derecho a una vivienda adecuada, elaboró unas directrices sobre este tema, con el obje-
tivo de proporcionar una herramienta práctica, que ayude a los Estados y a las autorida-
des a desarrollar políticas públicas, legislación, procedimientos y medidas preventivas 
que garanticen que no sucedan desalojos forzosos y que brinden recursos efectivos para 
aquellos cuyos derechos hayan sido vulnerados237.

También según las Normas de Desempeño sobre Sostenibilidad Ambiental y Social de 
la IFC el desplazamiento debe evitar ser en lo posible forzado238. Si alguien tiene que ser 
desplazado en contra de su voluntad, o su acceso a la tierra es limitado, hay que reducir 
al mínimo los efectos negativos sociales y económicos. Se debe dar una compensación 
por la pérdida de activos y la compensación tiene que incluir todos los medios que los 
individuos, las familias y las comunidades hayan empleado para su sustento; por ejem-
plo, los ingresos salariales, la agricultura, pesca, caza, y otros medios de vida basados 
en recursos naturales, el comercio a pequeña escala y el trueque. La reubicación debe 
hacerse en diálogo con los afectados. Los afectados también tienen derecho a ser infor-
mados con antelación debida a la reubicación239.  

Las Directrices voluntarias sobre la gobernanza responsable de la tenencia de la 
tierra, la pesca y los bosques, se centran en la obligación de los Estados de proteger los 
derechos de la población a la tierra y al acceso a alimentos, en particular de los grupos 
especialmente vulnerables que no tienen derechos legales a la tierra o sobre las zonas 
de las que dependían para su subsistencia. Las directrices pueden utilizarse por los 
gobiernos para adoptar leyes o directrices sobre la tenencia de la tierra, pero también 
contienen recomendaciones que pueden ser utilizadas por las empresas privadas y otros 
actores. Por otro lado, estas directrices hacen énfasis en los derechos de las mujeres a la 
tierra, así como el derecho de la población local a ser consultada sobre nuevas inversio-
nes240.
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barequeros, o a otros grupos que dependían de los barequeros para su sustento. La 
atención que este impacto negativo requiere es de carácter urgente y debe realizarse 
de inmediato. También hay que evaluar si los mecanismos de quejas de la empresa 
EPM, cumplen con los criterios de los Principios Rectores de la ONU, sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos, por ejemplo en lo relativo al acceso efectivo236. 

Otro tema importante, es la situación de los defensores de derechos humanos que 
manifiestan sus críticas sobre el proyecto. EPM debe trabajar activamente para 
garantizar el respeto de los derechos civiles y políticos, como la libertad de expresión, 
en relación con la construcción de la hidroeléctrica. EPM dejó claro en las entrevistas 
con Swedwatch, que Ríos Vivos tiene el derecho de expresar sus opiniones241. Pero 
al mismo tiempo han sido filmadas las reuniones de Ríos Vivos por el personal de 
seguridad, tanto privada, como pública, lo cual envía señales contrarias. Hasta donde 
Swedwatch ha sabido, EPM no ha analizado los riesgos para estas personas o cómo la 
empresa podría tener un impacto negativo sobre sus derechos humanos, a pesar de 
ser una empresa estatal con un grado de responsabilidad mayor242.
 
Las empresas suecas en el proyecto, Scania y Atlas Copco, no tienen una relación 
directa con EPM, pero el consorcio CCC Ituango, que es su cliente oficial, trabaja 
exclusivamente con este proyecto. EPM solo tiene contacto directo con el consorcio 
CCC Ituango, al que a Swedwatch no se le permite entrevistar. El consorcio tampoco 
tiene un sitio web, lo cual obstaculiza la transparencia del proyecto. También la 
Gobernación de Antioquia, que es el propietario principal de la EPM, deniega las 
solicitudes de entrevista hechas por Swedwatch. EPM argumenta que la empresa es el 
principal responsable del proyecto y que por tanto prefiere responder directamente a  
todas las preguntas. Según EPM, la empresa no ha recibido ninguna queja por parte 
de las empresas que forman parte del consorcio, ni en contra de ellas243. Swedwatch 
ha pedido información, sobre cuáles son las otras empresas proveedoras en el proy-
ecto, pero al momento de la impresión de este informe en sueco en junio 2014, no la 
ha recibido.

Los sistemas de debida diligencia de derechos humanos de 
las empresas suecas Scania y Atlas Copco, en relación a sus 
clientes comerciales

Tanto Scania, como Atlas Copco, son empresas multinacionales, con políticas  de 
sostenibilidad formuladas. Sin embargo, cuando este informe se publico en sueco en 
junio 2014, ni Scania ni Atlas Copco, tenían todavía sistemas para la debida diligencia 
de derechos humanos, en relación con sus clientes comerciales; no realizan evaluacio-
nes integrales de sus clientes que incluyan su desempeño en materia de los derechos 
humanos. Solo requieren que sus proveedores firmen y cumplan sus códigos de 
conducta. En cuanto a sus clientes comerciales, dicen ambas empresas que la única 
norma clara a la que se apegan, es que no venden a países contra los que hay embar-
gos internacionales244. No obstante, riesgos para los derechos humanos son evaluados 
en alguna medida en el análisis de riesgo general que llevan a cabo antes de empren-
der nuevos negocios o incursionar en nuevos mercados245.
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Atlas Copco, ha declarado su deseo de trabajar con los Principios Rectores de la ONU, 
sobre las Empresas y los Derechos Humanos y, ha hecho un mapeo interno sobre los 
vacíos de su trabajo de sostenibilidad en relación con estos principios. Mecanismos 
para la debida diligencia de derechos humanos en relación con clientes comerciales 
están siendo desarrollados por la empresa. Desde el 2013, Atlas Copco, está probando 
una nueva herramienta para evaluar a sus clientes. La herramienta comprende siete 
partes, incluyendo derechos humanos, los riesgos de corrupción en el país de opera-
ción, riesgos sectoriales y el medio ambiente246. La compañía también ha realizado 
dos procesos de debida diligencia de derechos humanos, en Kazajstán y Ghana, a 
modo de proyectos pilotos247. Para identificar los mercados de alto riesgo, utiliza un 
mapa que combina los riesgos de corrupción y de derechos humanos en todos los 
países del mundo. Colombia está resaltada en rojo, lo que significa que el país está 
clasificado como un país de alto riesgo248.
 
Mientras que Atlas Copco  trabaja activamente con los Principios Rectores de la ONU,  
durante el 2012, Scania eligió unirse al Global Compact, por considerarlo más fácil 
de aplicar y comunicar interna y externamente. En el futuro, Scania también, tiene 
la intención de trabajar con los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas 
y los Derechos Humanos249. Scania también, ve necesario desarrollar sus sistemas 
de evaluación de clientes. A finales de 2013, la empresa lanzó un proyecto piloto 
para encontrar la manera más efectiva de incluir los derechos humanos, los riesgos 

Algunos de los camiones de Scania que se utilizan en las obras de la central hidroeléctrica.  
FOTO: SCANIA
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de corrupción y otros riesgos, en sus evaluaciones de clientes y países. Scania ya ha 
comenzado a probar una versión modificada de la herramienta de Atlas Copco, para 
evaluación de clientes, que esta última ha compartido, en parte como respuesta a este 
informe250.
 
Atlas Copco ha estado presente en Colombia desde hace 26 años, mientras que Scania 
se estableció allí con una oficina propia en el 2010. Antes del proyecto Hidroituango, 
Scania principalmente había suministrado buses para el transporte público en las 
grandes ciudades. A través del suministro de camiones a Hidroituango, ha ingre-
sado en un nuevo mercado en el que la empresa tiene aspiraciones de crecer. Tanto 
Atlas Copco como Scania, han recibido órdenes del proyecto Hidroituango a través 
de la empresa brasileña Camargo Correa, con la que han hecho negocios en Brasil. 
Camargo Correa, es una de las tres empresas que hacen parte del consorcio CCC Itu-
ango. 
  
Para ambas compañías, sus oficinas locales en Colombia han jugado un papel central 
en los negocios con Hidroituango. Para Swedwatch, existe una discrepancia pro-
blemática entre las casas matrices y las oficinas locales, en cuanto a cómo perciben 
sus responsabilidades en materia de los derechos humanos en relación con sus clien-
tes comerciales. Las oficinas locales necesitan mayor conocimiento y más recursos 
para implementar procesos de debida diligencia de derechos humanos en conformi-
dad con las directrices internacionales.   

Atlas Copco 
Atlas Copco en Colombia, está conformada por 170 personas. Diez de ellos están tra-
bajando en el proyecto Hidroituango. Las máquinas para la construcción ya fueron 
vendidas, pero Atlas Copco tiene un contrato de servicio con el consorcio CCC Itu-
ango, para el período en que las máquinas se encuentren en uso y se calcula que man-
tendrán a su equipo de servicio en el lugar por unos tres a cuatro años más.
 
En la reunión que Swedwatch tuvo con los representantes de Atlas Copco, en la sede 
en Bogotá, en febrero 2014, describen cómo utilizan la herramienta de evaluación de 
clientes en el proyecto Hidroituango. Atlas Copco, hace visitas al sitio de construcción 
y a los trabajadores por lo menos una vez al mes251. La opinión general del equipo en 
Bogotá, es que las condiciones de trabajo son buenas, pero que la situación de segu-
ridad es difícil. Los riesgos que se analizan están relacionados directamente con el 
consorcio CCC Ituango, ya que es con éste que Atlas Copco tiene una relación comer-
cial directa. La evaluación del cliente no incluye a EPM, o los riesgos relacionados con 
el proyecto en su totalidad, a pesar de que el consorcio ha sido creado exclusivamente 
para la construcción de Hidroituango. El equipo de Atlas Copco en Bogotá, sabe de 
los asesinatos de los miembros de Ríos Vivos, por los medios de comunicación. Sin 
embargo, consideran que el tema está completamente por fuera de sus responsa-
bilidades y que no pueden emitir opiniones al respecto. No tienen ningún contacto 
directo con la población local, en este o en otros proyectos, cuando Swedwatch visitó 
el país en febrero 2014252.
 
Cuando Swedwatch se puso en contacto con la casa matriz de Atlas Copco en Suecia, 
poco después del asesinato de Nelson Giraldo de Riós Vivos, en septiembre de 2013, 
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ésta no tenía conocimiento del evento, a pesar de que la oficina en Colombia estuviera 
al tanto. Mala Chakraborti, responsable del trabajo de sostenibilidad en Atlas Copco, 
considera que los problemas alrededor de Hidroituango son serios y ha adoptado 
varias medidas desde que la empresa se percató del caso. Por ejemplo, Atlas Copco y 
Scania se han puesto en contacto entre sí y con la Embajada de Suecia en Colombia, 
con el fin de discutir los problemas. Atlas Copco, ha compartido su herramienta de 
evaluación de clientes con Scania y ha decidido que Colombia será uno de los países 
donde ésta será probada más activamente, con el fin de desarrollarla. En particular, 
probará la herramienta en el proyecto Hidroituango. Mala Chakraborti, también está 
preparando un curso de formación en derechos humanos para la oficina en Colom-
bia253. Atlas Copco, también ha realizado una evaluación más detallada a su cliente el 
consorcio CCC Ituango, pero no quiere revelar los resultados.
 
"Desarrollamos un plan de acción basado en los diferentes tipos de influencia y 
comenzamos a implementarlo. Con base en nuestras conversaciones con la Emba-
jada de Suecia y Scania, no creemos que haya fundamento que nos obligue a tomar 
acciones más allá de esto en estos momentos, sino que debemos primero obtener 
más información y el caso permanece en ese sentido bajo observación", dice Mala 
Chakraborti.
 
Mala Chakraborti, cree que es necesario desarrollar la herramienta de evaluación de 
clientes para que tome en consideración nuevos aspectos y que en este caso permita 
evaluar tanto a EPM como a todo el proyecto, no solo al consorcio CCC Ituango. Tam-
bién, cree que existe la oportunidad de discutir estos temas con el consorcio a través 
de Scania y la empresa brasileña Camargo Correa, algo que Atlas Copco no ha hecho 
hasta el momento. Chakraborti, está más reacia a hablar directamente con EPM sobre 
los problemas, argumentando que Atlas Copco carece de una relación directa con 
ellos.
 
“No es necesariamente la estrategia correcta o la primera estrategia que debería-
mos tomar en cuenta, pero estamos dispuestos a dar ese paso, en caso de ser nece-
sario. La Embajada de Suecia podría ayudar a las empresas para acercarse a EPM 
y presentarles la problemática. Sin embargo, nuestra impresión es que EPM, tiene 
una actitud correcta y que trata de manejar los problemas de la mejor manera, 
incluso cuando aún no se han presentado. Sabemos que tenemos que enfrentar 
estos problemas, pero la pregunta es cómo, ¿de qué manera lograremos los mejores 
resultados?”.
 
Mala Chakraborti, resalta la necesidad de que diferentes actores trabajen juntos con 
el problema. La Embajada puede tener un papel fundamental para eso, dice. Con 
respecto a la situación de seguridad, Mala Chakraborti dice que Atlas Copco podría 
ayudar a la formación en derechos humanos para el personal de seguridad de la con-
strucción, conjuntamente  con la Embajada, la ONU o cualquier otra organización, 
pero que la responsabilidad principal de ello, recae sobre el Estado colombiano254. 

Scania
Scania tiene oficinas en Colombia hace algo más de tres años y tiene alrededor de 
cien empleados a febrero 2014. Scania hace una evaluación general de los clientes 
de la compañía, únicamente a partir de la llamada lista Clinton, sobre empresas con 
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vínculos con el narcotráfico y con otras actividades delictivas. A parte de ésta, no rea-
liza otras evaluaciones. El negocio se maneja en gran medida a nivel local y la casa 
matriz prácticamente no interviene. En el caso de Hidroituango, se ha realizado el 
negocio a través de la empresa brasileña Camargo Correa255.
  
Scania ya vendió los camiones al proyecto hidroeléctrico Hidroituango, pero tiene un 
contrato de servicios que se renueva anualmente, y prevé mantener a cinco emplea-
dos en el lugar de la obra, durante toda la fase de construcción. Es la primera vez que 
Scania vende camiones y no autobuses en el mercado colombiano. Según el director 
general de Scania en Colombia, en febrero 2014 cuando Swedwatch visitó el país, esto 
significa que la empresa anteriormente no había enfrentado ningún riesgo particular 
en materia de derechos humanos en relación con sus clientes. La oficina en Colombia, 
hace regularmente visitas a la zona del proyecto para verificar que sus trabajadores 
estén bien. Pero hace falta un trabajo de sostenibilidad propio y constante más allá de 
eso y la oficina en Colombia carece, por ejemplo, de personal que trabaje específica-
mente con el tema de sostenibilidad y responsabilidad social empresarial256.
 
En cuanto a los problemas de Hidroituango, Scania no tenía conocimiento del asesi-
nato de Nelson Giraldo, en septiembre de 2013, hasta que Swedwatch informó a la 
empresa. Jens Schlyter, a cargo del área de Responsabilidad Corporativa en la sede 
principal de Scania en Suecia, en febrero 2014, señala que desde entonces han ini-
ciado y llevado a cabo varias actividades para tener una mejor comprensión de la 
situación en la región y para averiguar qué medidas habrían sido adoptadas por el 
consorcio CCC Ituango, con el fin de evitar los impactos negativos del proyecto. 
 
“En este caso hemos tenido un diálogo con nuestro cliente CCC Ituango, acerca de 
cómo trabajan para garantizar que la población y el medio ambiente en la zona no 
se vean afectados negativamente. Scania ha mantenido desde el otoño una serie de 
diálogos con diferentes actores interesados, tanto en Colombia, como a través de 
la oficina principal en Suecia,  entre otros con a la organización de la sociedad civil 
Grupo Colombia, con el fin de conocer sus puntos de vista sobre a la situación en 
Colombia. También estamos en contacto permanente con Atlas Copco y la Emba-
jada de Suecia sobre este caso" dice Jens Schlyter.
 
Después de ser contactado por Swedwatch, Scania Colombia ha estado en contacto 
con varios actores en el mercado colombiano. Un representante local de la empresa 
visitó la zona del proyecto antes de que Swedwatch visitara Colombia. Scania tam-
bién, ha invitado a la embajadora de suecia a visitar la construcción257. No hay una 
visita prevista por el momento, pero será discutida nuevamente, según informa 
Scania258. Además de Atlas Copco y la Embajada de Suecia, Scania Colombia, también 
ha hablado con la organización Fundación Ideas para la Paz, que tiene conocimientos 
sobre la zona259. También ha hablado dos veces con el consorcio CCC Ituango, sobre 
los problemas que Swedwatch menciona, a través de la empresa Camargo Correa. 
Todos estos actores, tienen una imagen positiva de EPM y Scania Colombia, no ve 
razones para que Scania evalúe a EPM, ya que se trata del cliente de un cliente, con el 
que no tienen una relación directa. Explica que Scania es una organización pequeña y 
que no tiene la capacidad para hacer una evaluación propia260.
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La Responsabilidad del Estado sueco
El gobierno sueco ha subrayado, que el trabajo de responsabilidad empresarial debe 
ser liderado por las empresas, pero que el Estado debe alentarlas, estimularlas y 
guiarlas a poner en práctica las directrices internacionales que Suecia debe seguir261. 
Suecia ha respaldado, entre otros,  los Principios Rectores de la ONU, sobre las 
Empresas y los Derechos Humanos262. Estos principios también, hacen referencia a la 
responsabilidad del Estado en relación con las empresas. 
 
El Estado tiene, de acuerdo con estos principios, una responsabilidad especial de 
fomentar el respeto de los derechos humanos por parte de las empresas en zonas 
de conflicto,  puesto que el riesgo de violaciones graves de los derechos humanos es 
mayor en estas zonas263. Para el caso de las empresas multinacionales, sus países de 
origen deberán ayudar, tanto a las empresas, como al Estado anfitrión, a asegurar 
que las empresas no se vean involucradas en abusos o violaciones y concientizar a 
las empresas sobre los altos riesgos264. En Colombia y en otras zonas de conflicto el 
Estado sueco debe, según los Principios Rectores de la ONU:

•	Contactar con las empresas en la fase más temprana posible, para ayudarlas a 
determinar, prevenir y mitigar los riesgos que sus actividades y relaciones empre-
sariales entrañen para los derechos humanos y prestar una adecuada asistencia a 
las empresas suecas para evaluar y tratar los riesgos elevados de abusos265.

•	Negarse a brindar apoyos o servicios oficiales a toda empresa sueca que esté impli-
cada en graves violaciones de los derechos humanos y se niegue a cooperar para 
resolver la situación266.

•	Asegurar que las políticas, las leyes, los reglamentos y las medidas coercitivas 
vigentes, cumplan su propósito de manejar los riesgos de que empresas suecas se 
vean implicadas en violaciones graves de los derechos humanos267.

•	Desarrollar sistemas de alerta temprana, para las empresas suecas e instituciones 
estatales que otorguen créditos o garantías financieros,  de modo que sean infor-
mados en una etapa temprana, sobre riesgos elevados de violaciones de derechos 
humanos. 

•	Considerar la posibilidad de exigir una política especial de derechos humanos y 
sensibilidad al conflicto a aquellas empresas suecas que operen en zonas de con-
flicto268. 

Para la coherencia entre las diversas directrices oficiales, se necesita de una estrecha 
colaboración entre los organismos de cooperación para el desarrollo, los ministe-
rios de relaciones exteriores y de comercio y las instituciones de financiación de las 
exportaciones, tanto en las embajadas, como entre estos organismos y las agencias 
del Estado anfitrión. El Estado debe establecer un marco político de actuación en lo 
nacional, que le permita cumplir con sus obligaciones de derechos humanos, incluso 
cuando persigue las metas de su política económica con otros Estados o empresas, 
por ejemplo, a través de acuerdos o contratos de inversión.269 Esto es también cohe-
rente con la política de Suecia para el desarrollo global, PGU.270



	
57

El rol de la embajada
De acuerdo con los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos 
Humanos,  los ministerios, las agencias gubernamentales y otras instituciones públi-
cas cuyas decisiones afectan el comportamiento de las empresas, deben estar cons-
cientes de los compromisos del Estado en materia de derechos humanos y recibir 
información, formación y apoyo relevantes. Es responsabilidad del Estado, garantizar 
que sus diferentes instituciones cuenten con suficiente capacidad en esta área para 
poder aconsejar adecuadamente a las empresas. Las instituciones que trabajen en el 
extranjero y están en contacto directo con las empresas y el Estado anfitrión, como las 
embajadas, tienen una gran responsabilidad de comunicar, qué se espera por parte 
de las empresas. El Estado también deberá tener la capacidad de ofrecer mediación 
en los conflictos locales en los que estén implicadas empresas suecas, y trabajar de 
manera bilateral con otros Estados implicados, en situaciones específicas de con-
flicto271.
 
El informe del gobierno sueco "Negocios sostenibles – plataforma para la acción de 
Suecia" de 2013, se debe entender de acuerdo al mismo gobierno, como una respuesta 
al requerimiento de la Comisión de la Unión Europea a todos los países miembros, 
sobre la adopción de planes nacionales de acción para implementar la estrategia de 
responsabilidad social empresarial de la UE; que incluye los Principios Rectores de 
la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos272. El escrito deja claro que 
Suecia debe cumplir estos principios y resalta, entre otras cosas, la responsabilidad 
del Estado para apoyar a las empresas en la aplicación de los principios en la práctica: 
"El gobierno da la pauta, para que los principales actores que hacen uso de recursos 
públicos para la internacionalización de las empresas suecas, alerten a las empresas 
sobre los derechos humanos y sigan las directrices internacionales en el tema, incluy-
endo los principios rectores273." Además, viene trabajando el Ministerio de Relaciones 
Exteriores, en un plan nacional sobre empresas y derechos humanos, aún sin publi-
car, para profundizar en la implementación de los Principios Rectores de la ONU274.
 
La Embajada de Suecia en Colombia ha emprendido una profundización de su tra-
bajo en materia de RSE. Según la Embajada, ésta es un área prioritaria para el futuro 
y se están todavía desarrollando los mecanismos para discutir estos temas con las 
empresas. La embajada ha establecido un Consejo de Negocios y Desarrollo, donde 
se discuten cuestiones de sostenibilidad con las empresas. Las organizaciones de la 
sociedad civil sueca, fueron en un comienzo invitadas a las reuniones del consejo, 
pero en la actualidad ya no son invitadas, cosa que ha sido criticada por las organi-
zaciones con las que Swedwatch ha hablado. La Embajada también ha llevado a cabo 
una serie de seminarios sobre RSE, exclusivamente para las empresas suecas, para 
que  puedan compartir sus experiencias de trabajo con RSE. La Embajada y las filiales 
de empresas suecas en Colombia que están interesadas en el tema, lanzarán dentro 
de poco, una red de responsabilidad social empresarial que ofrecerá una plataforma 
más formal de diálogo e intercambio de buenas prácticas275. La Embajada sueca enfa-
tiza, sin embargo, que este trabajo debe ser impulsado por las propias empresas y que 
son ellas, quienes deben determinar el alcance de su trabajo de debida diligencia de 
derechos humanos.
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La embajada no tenía conocimiento de los problemas entorno a la central hidroeléc-
trica Hidroituango o sobre el asesinato del líder de Ríos Vivos, cuando Swedwatch 
estableció el primer contacto.El experto en derechos humanos de la Embajada, hizo 
sus propias investigaciones una vez tuvo conocimiento de la situación276. La Embaja-
dora, Marie Andersson de Frutos, tiene mucha confianza en el trabajo de sostenibili-
dad de EPM, pero dice a Swedwatch, que estaría dispuesta a iniciar un diálogo con 
la empresa si fuese necesario277. También se ha reunido con las empresas suecas para 
hablar sobre Hidroituango. La embajada también ha hablado con Ríos Vivos, des-
pués de que la organización buscara una reunión para de denunciar los problemas de 
derechos humanos entorno de la construcción de Hidroituango. Según Isabel Zuleta, 
Ríos Vivos ha solicitado a la  Embajada organizar un espacio, para poder reunirse con 
las empresas suecas e informarles sobre los problemas que la construcción acarrea278.

2.3 Análisis final
Colombia es un mercado con muchos retos, en cuanto a los riesgos para los derechos 
humanos. Las empresas pueden contribuir positivamente a un mayor desarrollo 
económico y estabilidad en el país, mientras prevengan y gestionen adecuadamente 
los riesgos para los derechos humanos. Para ello, es necesario llevar a cabo análi-
sis más amplios de riesgos, a partir del contexto específico del conflicto armado, un 
proceso de debida diligencia más amplio de los derechos humanos, y unas políticas 
internas sensibles al conflicto, sobre cómo evitar tener un impacto negativo sobre el 
conflicto y no arriesgarse a infringir el derecho internacional humanitario, DIH. Las 
empresas deben respetar los derechos humanos en todas las partes de sus cadenas 
de valor. La responsabilidad de llevar a cabo una evaluación de riesgos y un plan de 
acción para gestionar estos riesgos, no sólo aplica en relación con los proveedores, 
sino también con los clientes comerciales de la empresa. El informe de Swedwatch 
demuestra que las empresas Scania y Atlas Copco, no tienen aún herramientas ade-
cuadas para llevar a cabo procesos de debida diligencia en relación con sus socios 
comerciales, pero que varias mejoras están en camino. 
 
Atlas Copco utiliza una herramienta de evaluación de clientes que incluye los 
derechos humanos en alguna medida, pero que tiene varios vacíos. Scania ha 
emprendido un trabajo para desarrollar y probar una versión modificada de esta 
misma herramienta. La falta de sistemas apropiados, para evaluar y gestionar los 
riesgos para los derechos humanos en relación con los clientes comerciales, no es 
exclusiva de estas empresas. La responsabilidad en relación con clientes, es una 
cuestión relativamente nueva, en comparación con el tema de la responsabilidad en 
relación con proveedores. Ninguna de las empresas ha realizado un análisis de los 
riesgos de impactar negativamente el conflicto y tampoco tienen políticas para evitar 
los riesgos relacionados con el DIH.

El informe de Swedwatch, muestra que hay serios indicios de que la construcción de 
la central hidroeléctrica Hidroituango, en la que participan las empresas suecas, pro-
voca graves consequensias para los derechos humanos, tanto económicos, sociales y 
culturales, como civiles y políticos. Existen abusos contra la población civil por parte 
del personal de seguridad, tanto del Estado como privada, que trabaja protegiendo 
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el proyecto. Una parte de la población en el área, da cuenta de haber perdido su sus-
tento básico debido al proyecto y que no han recibido indemnización alguna. Además, 
existe un cuadro de amenazas contra los y las activistas de derechos humanos que 
se oponen a la construcción, quienes además viven con un peligro constante para 
sus vidas y su integridad personal. A pesar de un amplio trabajo de sostenibilidad, la 
empresa estatal EPM, que es responsable de la construcción,  no ha gestionado ade-
cuadamente los riesgos. 

Altas Copco y Scania deberían haber evaluado los graves riesgos para los derechos 
humanos que el proyecto Hidroituango conlleva, antes de decidir sobre su participa-
ción en el proyecto. En la medida en que las empresas suecas hayan hecho una eva-
luación de su cliente, se ha quedado en una evaluación del cliente formal, el consorcio 
CCC Ituango, a pesar de que el consorcio trabaja únicamente con este proyecto. El 
consorcio, no tiene ninguna información oficial sobre su trabajo de sostenibilidad y 
tampoco tiene página web. EPM, no permite entrevistar al consorcio, lo cual dificulta 
la investigación. Las evaluaciones de clientes y los procesos de debida diligencia de 
derechos humanos de las empresas suecas, tienen que cubrir los riesgos para los 
derechos humanos del proyecto Hidroituango en su totalidad, e incluir una valora-
ción también de EPM. 
 
La responsabilidad por las consecuencias negativas sobre los derechos humanos, es 
distinta en relación con los clientes comerciales. Las empresas suecas que hacen parte 
del proyecto, deben utilizar su capacidad de influencia sobre su cliente, el consorcio 
CCC Ituango, y la empresa estatal EPM, para que respondan adecuadamente por 
las consecuencias negativas. Sin embargo, no tienen una responsabilidad propia de 
remediar violaciones de derechos humanos. Existen varias formas para tratar de 
influenciar a estos actores, las empresas mismas, tienen que evaluar qué método 
sería más eficaz. Es necesario investigar los abusos cometidos más a profundidad. Al 
mismo tiempo, es importante destacar que muchos de los riesgos para los derechos 
humanos que el proyecto conlleva, son de carácter urgente. Esto implica que las 
empresas suecas, deben actuar lo más rápidamente posible para establecer un plan 
para influenciar a sus socios comerciales, para que ellos prevengan futuras violacio-
nes y remedien las violaciones a los derechos humanos que el proyecto ha provocado.
 
Swedwatch puede constatar que tanto Atlas Copco como Scania, toman los problemas 
muy en serio y que han adoptado varias medidas desde el inicio de esta investiga-
ción. En las sedes centrales en Suecia, se hacen grandes esfuerzos para desarrollar y 
mejorar las herramientas de evaluación de clientes, lo cual Swedwatch ve como algo 
muy positivo. Ambas empresas son multinacionales y descentralizadas y enfrentan 
por ello, desafíos para que la información  y las rutinas lleguen al nivel local. Swed-
watch ve una discrepancia problemática, entre la sede central y las oficinas locales en 
Colombia en cuanto a conocimientos sobre la debida diligencia de derechos humanos. 
El proceso de debida diligencia, no debe ser llevado a cabo únicamente para empren-
der nuevos negocios, sino ser constante durante todo el proyecto. Las oficinas loca-
les, tienen un papel central en esto. Cabe resaltar el hecho que tanto Scania como 
Atlas Copco pasaron por alto el asesinato del activista de derechos humanos Nelson 
Giraldo, que estaba entre los que protestaban contra la construcción, demuestra que 
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sus sistemas para recibir y reaccionar a información relevante para sus operaciones, 
deben fortalecerse en todos los niveles. Scania y Atlas Copco también, deben ser cons-
cientes de los riesgos potenciales de estar involucrados en violaciones del derecho 
internacional humanitario, atraves del personal de seguridad privada y estatal que 
trabaja protegiendo el proyecto, e investigar estos riesgos con la ayuda de expertos 
internacionales. Las fuerzas militares protegen la construcción y han sido acusadas 
de no respetar los principios de proporcionalidad y distinción, que son principios fun-
damentales del DIH.
 
La Embajada de Suecia en Colombia también, tiene un papel importante en el sumi-
nistro de información, apoyo y orientación a las empresas suecas sobre la situación de 
los derechos humanos en el país y mostrar cómo pueden implementar las directrices 
internacionales en la práctica. 
 
Dado que la embajada tiene un amplio conocimiento sobre la situación de los 
derechos humanos en Colombia, y que Suecia ha tenido un papel importante en estos 
temas, la embajada está en una buena posición para tomar un papel más proactivo 
frente a las empresas y para conectar la promoción del comercio con el trabajo a 
favor de los derechos humanos; en consonancia con las directrices internacionales 
sobre responsabilidad empresarial que Suecia se ha comprometido a seguir, y con la 
política oficial de Suecia para el desarrollo global, PGU. En la opinión de Swedwatch, 
la Embajada, debería adoptar un enfoque holístico sobre estos temas y desarrollar, 
junto con las empresas suecas, directrices éticas comunes para todas las empresas 
suecas en Colombia, sobre la base del respeto por los derechos humanos y el derecho 
internacional humanitario. 
 
El riesgo de violaciones graves de los derechos humanos, es más elevado en zonas de 
conflicto, y los Estados deben contribuir a garantizar que las empresas que operan en 
estos entornos no estén involucradas en estos abusos. La Embajada debería informar 
a las empresas sobre el riesgo elevado en Colombia y comunicar claramente qué se 
espera de ellas. El Estado colombiano no sólo falta a su responsabilidad de proteger 
los derechos humanos, sino también comete abusos contra sus ciudadanos, en par-
ticular a través de las fuerzas militares. En consecuencia, la Embajada puede señalar 
a las empresas los riesgos de cooperar con agentes estatales en Colombia, en parti-
cular los convenios de seguridad. La Embajada también debe utilizar sus contactos 
con el gobierno colombiano para ayudar a las empresas a influenciar a sus clientes 
estatales. En el caso de Hidroituango, la Embajada pude también servir de puente 
entre las empresas suecas y las personas afectadas por el proyecto, ya que es de suma 
importancia que las empresas puedan recibir información directamente de los afecta-
dos y las organizaciones que los representan.
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2.4 Recomendaciones

Para Scania y Atlas Copco en el caso Hidroituango

•	Seguir investigando los riesgos para los derechos humanos en el proyecto Hidroi-
tuango, en colaboración con expertos internacionales y colombianos. Establecer 
contacto y recibir información directamente de los afectados y las organizaciones 
que los representan. Demandar que el consorcio CCC Ituango y la EPM, gestionen 
los riesgos y remedien adecuadamente consecuencias negativas sobre los derechos 
humanos que el proyecto ha provocado. Tratar de influenciarlos para parar inme-
diatamente y remediar las consecuencias negativas sobre los derechos humanos 
que sean de carácter urgente. Poner especial énfasis en:

•	La situación de seguridad: Contratar personal internacional especializado para 
evaluar el riesgo de que el personal de seguridad estatal y privado viole el DIH, 
para proteger la hidroeléctrica. Investigar el riesgo de que el personal de seguridad 
carezca de conocimientos y pautas sobre cómo respetar los derechos humanos. 
Intentar remediar estas carencias mediante, por ejemplo, formación. 

•	El sistema de compensaciones: Investigar en qué medida el sistema de compensa-
ciones no logra compensar a los afectados por el proyecto, especialmente a los 
mineros artesanales, los “barequeros”, y otros grupos que dependían de ellos para 
su supervivencia. El sistema de compensaciones, debe ser acorde con las directri-
ces internacionales, como Las Normas de Desempeño de la IFC y Las Directrices 
Voluntarias sobre la Gobernanza Responsable de la Tenencia de la Tierra. Investi-
gar si el mecanismo de quejas de EPM, cumple con los criterios de los Principios 
Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos, como debe. El 
desplazamiento forzado debe evitarse hasta donde sea posible, y de ser necesario 
debe llevarse a cabo de acuerdo con las directrices internacionales correspondien-
tes, y acompañado de una compensación adecuada a los afectados. 

•	Los defensores de derechos humanos: Investigar el riesgo que el proyecto y los 
actores involucrados en el proyecto, estén aumentando la vulnerabilidad de los 
defensores de derechos humanos que se oponen a la construcción. El proyecto 
debe llevarse a cabo con pleno respeto a los derechos fundamentales civiles y polí-
ticos, como la libertad de expresión y de reunión pacífica. Tratar de contribuir a un 
diálogo constructivo, entre los afectados y los actores responsables del proyecto. 

A las empresas suecas con clientes en zonas de conflicto

•	Adoptar una política interna adaptada al conflicto para el país en cuestión, con 
referencias tanto a los derechos humanos, como al derecho internacional huma-
nitario. Esto puede hacerse de manera conjunta entre varias empresas suecas y en 
colaboración con la embajada sueca y expertos en la materia. 

•	 Implementar la debida diligencia ampliada de los derechos humanos para cada 
nuevo proyecto y/o socio comercial. Tener en cuenta el impacto sobre los derechos 
humanos del proyecto en su totalidad y el riesgo que la empresa contribuya o se 
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vea vinculada con las violaciones, así como la capacidad del cliente para manejar 
los problemas adecuadamente.

•	Exigir, ya en el contrato si es posible, que el cliente cumpla las directrices éticas 
que sean relevantes en cada caso. Comunicar claramente al cliente qué se espera 
en cuanto a su desempeño en materia de los derechos humanos. 

•	Investigar en particular los arreglos de seguridad de los clientes, los cuales deben 
ser conformes a las buenas prácticas y respetando los derechos de la pobla-
ción local. Asegurarse que el personal de seguridad esté capacitado en derechos 
humanos.

•	Desarrollar sistemas eficaces para detectar señales de alerta, cuando los derechos 
humanos estén en peligro. Capacitar al personal local para registrar, hacer segui-
miento y, de común acuerdo con la oficina central, actuar continuamente en fun-
ción de estos indicadores, sobre información de varias fuentes y en contacto con 
las personas directamente afectadas.

•	Desarrollar métodos, para aumentar posibilidades de influenciar a los clientes 
cuando los derechos humanos estén amenazados, por ejemplo, a través de la 
cooperación con la Embajada de Suecia, otros socios comerciales, organizaciones 
internacionales u organizaciones de la sociedad civil.

•	Terminar el contrato con el cliente, si este carece de capacidad o interés para 
manejar o remediar violaciones de los derechos humanos.

A la embajada de Suecia en Colombia

•	Invitar a las empresas suecas a que sigan las recomendaciones anteriores.

•	Comunicar claramente, qué se espera de las empresas suecas según las normas 
internacionales que Suecia ha adoptado y orientar a las empresas suecas sobre 
cómo pueden implementar los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas 
y los Derechos Humanos en la práctica.

•	 Introducir sistemas propios para detectar las señales de alerta, cuando los 
derechos humanos estén en peligro, en el marco de proyectos donde participen 
empresas suecas. Alentar al personal de la embajada que hace seguimiento a los 
temas de derechos humanos, para incluir el seguimiento a estos indicadores de 
manera continua, sobre información de varias fuentes y en contacto con las perso-
nas directamente afectadas. 

•	Tomar la iniciativa de contactar a las empresas suecas que participen en proyectos 
de alto riesgo, para transmitirles las expectativas relativas a los derechos humanos 
y para proporcionar información sobre la ayuda que la Embajada les puede ofre-
cer. Ofrecer contactos y mediación, especialmente en proyectos estatales.

•	 Informar a las empresas suecas, sobre los riesgos de continuar sus relaciones 
comerciales con clientes que carecen de capacidad o interés para manejar y reme-
diar violaciones de los derechos humanos.
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•	Desarrollar directrices éticas, para las empresas suecas que operan en Colombia, 
junto con las empresas suecas y expertos internacionales y colombianos. Estas 
directrices, deberán cubrir la responsabilidad de las empresas de respetar, tanto 
los derechos humanos, como los elementos del derecho internacional humanitario 
que sean aplicables en Colombia.

Al Estado sueco:

•	Revisar la legislación, los reglamentos y las directrices vigentes sobre las operacio-
nes de las empresas suecas, dentro y fuera de las fronteras del país, sobre la base 
de los Principios Rectores de la ONU, sobre las Empresas y los Derechos Humanos 
e implementar todas las exigencias que estos hacen a los Estados, en su respective 
área. Parte de la responsabilidad del Estado, es dar orientación a las empresas 
sobre cómo deberán respetar los derechos humanos.

•	 Introducir medidas legislativas, que hacen exigencias a las empresas multinacio-
nales suecas, a seguir los Principios Rectores de la ONU sobre las Empresas y los 
Derechos Humanos, tanto en Suecia como en el extranjero. Esto incluye habilitar a 
los tribunales suecos, juzgar casos relacionados con el impacto negativo de empre-
sas suecas sobre los derechos humanos en el extranjero.
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Entrevistas

Entrevista con CEO Atlas Copco Colombia, febrero de 2014

Entrevista con Claudia Lucía Sierra Vega y Úrsula Urdillo, OACNUDH en Medellín, febrero de 2014

Entrevista con la Corporación Jurídica Libertad, febrero de 2014

Entrevista con CEO de Scania Colombia, febrero de 2014

Entrevista con Jorge Emilio Mesa Arroyave director de sostenibilidad y Mary Luz Quiroz antropóloga 
social, EPM, febrero de 2014

Entrevista con Isabel Zuleta, portavoz de Ríos Vivos Antioquia, febrero de 2014

Entrevista con Jens Schlyter, responsable RS  Scania casa matriz, abril de 2014

Entrevista con John Bäcknäs, segundo secretario Embajada de Suecia en Colombia, febrero de 2014

Entrevista con Kristin Pålsson, director adjunto, Comercio internacional Departamento de políticas, 
Ministerio de Relaciones Exteriores, abril de 2014

Entrevista con Mala Chakraborti, gerente de sostenibilidad casa matriz Atlas Copco, febrero de 2014

Entrevista con Marie Anderson de Frutos, Embajadora de Colombia, enero de 2014

Entrevista con Mónica María Ángel Estrada, coordinador regional de Antioquia, Organización Internacio-
nal para las Migraciones, OIM, febrero de 2014

Entrevista con Neyla Castillo profesora adjunta de la Universidad de Antioquia, febrero de 2014

Entrevista con Sandra Atler, abogada de derechos humanos y experto en derechos humanos y negocios, 
abril de 2014

Entrevista telefónica con Catalina Rocha, investigador de conflicto en Fundación Ideas para la Paz, 2014

Entrevista telefónica con la Universidad de Antioquia, octubre de 2013

Notas finales

1	 Información suministrada por la Embajada de Suecia en Bogotá vía correo electrónico en mayo 
del 2014, e información de la página web de la Embajada de Suecia en Bogotá[0]. http://www.
swedenabroad.com/sv-SE/Ambassader/Bogota-DC/Landfakta/Om-Colombia/

2	 Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
3	 Responsabilidad Social Empresarial.
4	 ONU 2011, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos, en sueco: http://

www.regeringen.se/sb/d/16705/a/205163 , OECD 2011, OECD  directrices para empresas 
multinacionales http://www.oecd.org/daf/inv/mne/MNEguidelinesSVENSKA.pdf. UE 2011, 
Comunicación de la Comisión al Parlamento Europeo, al Consejo, al Comité Económico y 
Social Europeo y al Comité de las Regiones, una estrategia renovada de la UE 2011-14 para la 
Responsabilidad Social Corporativa http://eur-lex.europa.eu/LexUriServ/LexUriServ.do?uri=
COM:2011:0681:FIN:EN:PDF.

5	 ONU 2011, Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos 13.b.
6	 De conformidad con los Principios Rectores de la ONU, el Pilar 1: el deber del Estado de 

proteger los derechos humanos. ONU 2011, los Principios Rectores de la ONU sobre Empresas 
y Derechos Humanos, http://www.regeringen.se/sb/d/16705/a/205163.
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Anexo 1 - Información actualizada

El presente apéndice, contiene información actualizada del informe de Swedwatch 
"Derechos ahogados, responsabilidades diluidas", publicado en sueco en junio 
de 2014. La actualización se ha realizado con motivo de la traducción al español 
del informe, publicada en noviembre de 2015. La información se ha obtenido de 
las empresas investigadas, Scania y Atlas Copco, la embajada sueca en Bogotá, la 
empresa colombiana EPM y representantes del movimiento Ríos Vivos, que agrupa a 
las personas que se consideran afectadas por la construcción de la central hidroeléc-
trica Hidroituango. Asimismo, se ha recopilado información de fuentes electrónicas 
durante la primavera de 2015.

1. Generalidades 
En abril de 2015, el Gobierno sueco comunicó que Colombia pasará a ser uno de 
los países priorizados en la nueva estrategia de exportaciones.1 Esto significa que el 
Gobierno invertirá especialmente en la expansión de empresas suecas en Colombia 
hasta el año 2020. Paralelamente a la estrategia de exportaciones, el Gobierno sueco 
trabaja en la elaboración de un plan de actuación nacional para empresas y derechos 
humanos, cuya adopción se espera que tenga lugar en el transcurso de 2015.
Las negociaciones de paz entre el Gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC 
continúan y, hasta la fecha, las partes se han puesto de acuerdo en tres de los seis 
puntos que se han de negociar.2 Las negociaciones de paz, tienen lugar según el 
principio de que nada está acordado hasta que todo esté acordado, y sigue sin estar 
claro si las partes conseguirán llegar a un acuerdo. En caso de celebrarse un acuerdo 
de paz, se espera que aumenten las inversiones extranjeras en Colombia. Al mismo 
tiempo, el crecimiento previsto en Colombia, se ha visto ralentizado por la bajada de 
los precios del petróleo y los minerales naturales.3

En julio de 2014, el Gobierno colombiano incluyó un capítulo acerca de las empre-
sas y los derechos humanos en su Programa Presidencial de Derechos Humanos. 4 

Varias de las iniciativas empresariales en materia de derechos humanos que existen a 
nivel nacional en Colombia, se reforzaron también en 2014,5 lo cual ha sido recibido 
con agrado, por ejemplo, por el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos en el país (OACNUDH). Sin embargo, OACNUDH, considera que 
deben investigarse los aspectos legales de la responsabilidad social de las empresas 
en materia de derechos humanos y que se requieren normas más claras sobre la pro-
tección del medio ambiente, la consulta previa con la población local y los derechos 
laborales. Se sigue informando a nivel local, de violaciones graves vinculadas a la acti-
vidad de empresas en el país. En este sentido, algunas comunidades alegan que sus 
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derechos económicos, sociales, culturales y ambientales se ven reducidos a causa de 
proyectos petrolíferos, mineros o de generación de energía.6

Los homicidios y las amenazas dirigidos contra activistas de los derechos humanos y 
periodistas en Colombia, siguieron estando entre los más altos del mundo en 2014. 
Según el registro anual de la organización colombiana de derechos humanos, Somos 
Defensores, el número de amenazas y agresiones contra estos grupos se incrementó 
en un 71 por ciento en 2014, respecto a 2013. En total se informó de 626 agresiones 
contra defensores de los derechos humanos y periodistas (la cifra incluye amenazas, 
homicidios y otras agresiones físicas), de las cuales 55 fueron homicidios.7 Se ven 
especialmente afectados los defensores de los derechos humanos que trabajan en 
zonas rurales -sobre todo aquellos que critican a las industrias mineras-, las muje-
res y los sindicalistas. El programa estatal para dar protección a los amenazados, ha 
seguido siendo objeto de críticas debido a su ineficacia. En 2014, se destapó una gran 
trama de corrupción en el seno de la entidad responsable de proporcionar los meca-
nismos de protección.8

En la zona del proyecto de la central hidroeléctrica Hidroituango, la población local 
lucha no solo con la presencia actual de grupos armados, sino también por que se 
esclarezcan ataques cometidos en el pasado. En febrero de 2015, la Sala de Justicia y 
Paz del Tribunal Superior de Medellín, comunicó que se investigará al expresidente 
Álvaro Uribe, por su posible participación en las masacres de El Aro y La Granja en la 
década de los 90.9 Estos pueblos se encuentran en la zona del proyecto de Hidroitu-
ango. La Sala de Justicia y Paz del Tribunal Superior, es la sección especial que dicta-
mina según los principios de la ley Justicia y Paz, el sistema de justicia transicional 
establecido con motivo de la desmovilización de paramilitares.

2. La situación en torno a Hidroituango

2.1 La situación de seguridad general
Los hostigamientos de las FARC, han sido un problema recurrente desde que se inició 
la construcción de la central hidroeléctrica Hidroituango. El 22 de agosto de 2014, 
murieron dos soldados del ejército colombiano durante un hostigamiento de la guer-
rilla de las FARC, contra la central.10 El movimiento Ríos Vivos, que agrupa a las 
personas que se oponen a la hidroeléctrica, estaba celebrando una reunión cerca del 
lugar del ataque en aquellos momentos. En consecuencia, una decena de personas, 
entre ellas varios niños, se vieron atrapadas entre la guerrilla y el ejército durante los 
combates. El grupo buscó protección bajo un puente cercano, donde tuvo que perma-
necer durante tres horas mientras continuaban los enfrentamientos. Ninguna de las 
personas sufrió daños físicos.11

Para proteger la hidroeléctrica, el ejército colombiano ha reforzado su presencia en la 
zona del proyecto y están previstas varias bases militares nuevas. Según Jorge Mesa, 
responsable de sostenibilidad del proyecto de Hidroituango, se trata de tres nuevas 
bases, de las cuales una se ha terminado recientemente, otra se halla en construcción 
y otra está prevista para los próximos años.12 
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OACNUDH, informa en su resumen de 2014, de varios casos en los que civiles han 
resultado lesionados o han muerto a manos de personal de seguridad del Estado, 
durante ataques contra la guerrilla en el departamento de Antioquia. No obstante, 
ninguno de los casos referidos está vinculado directamente con Hidroituango, por lo 
que Swedwatch ha podido ver.13  
Aparte del ejército y la policía, también hay personal de seguridad privada, traba-
jando en la protección de las obras y de las zonas que EPM ha comprado para poder 
llevar a cabo el proyecto. 107 vigilantes de la empresa de seguridad VISE, trabajan 
directamente para EPM, mientras que otros 120 vigilantes de la empresa SERACIS, 
trabajan para los consorcios contratados por EPM, para ejecutar el proyecto, entre 
ellos CCC Ituango, cliente de las empresas suecas Atlas Copco y Scania. La mayoría 
de los vigilantes han sido reclutados localmente y pertenecen a la población de la 
zona del proyecto. Según EPM, en 2014 y 2015, se han impartido formaciones sobre 
derechos humanos y responsabilidad social empresarial, dirigidas a las dos empre-
sas de seguridad contratadas. Swedwatch no dispone de información suficiente para 
poder evaluar la extensión y la calidad de estas formaciones. Como proveedores 
de EPM, las empresas de seguridad, tienen la obligación de seguir la política de la 
empresa en materia de derechos humanos, adoptada en 2012. Según EPM, en 2014 y 
2015, la empresa no ha recibido ninguna queja relacionada con los vigilantes a través 
de sus mecanismos oficiales de reclamación.14 Sin embargo, el movimiento Ríos 
Vivos, que se opone a la hidroeléctrica, ha informado públicamente de agresiones 
graves cometidas por los vigilantes privados.

Desde que se redactó el informe original, EPM ha informado a Swedwatch de que 
el consorcio CCC Ituango, contrata a vigilantes de la empresa SERACIS. En 2004, 
SERACIS se vio implicada en una extensa operación de infiltración conocida como 
"Operación Dragón", que tenía como propósito silenciar a 170 representantes sin-
dicales, a otros defensores de los derechos humanos y a opositores políticos por 
encargo del Gobierno del entonces presidente Álvaro Uribe. En 2011, tres antiguos 
militares fueron puestos bajo arresto domiciliario por su implicación en el escándalo 
y el juicio todavía no ha concluido.15 El riesgo de vínculos entre las empresas de segu-
ridad privada en Colombia y los antiguos paramilitares, hace que sea especialmente 
importante que las empresas lleven a cabo un meticuloso proceso de debida diligen-
cia para contratar a empresas de seguridad privada, y que comprueben que la activi-
dad de seguridad se realiza de conformidad con las directrices internacionales en la 
zona. Según ha podido ver Swedwatch, el cliente de las empresas suecas, el consorcio 
CCC Ituango, no tiene información pública acerca de cómo trabaja con la responsa-
bilidad social o cómo mitiga los riesgos vinculados a su actividad de seguridad.

2.2 Nuevos desalojos
Según Ríos Vivos, desde junio de 2014, se han producido varios nuevos casos de des-
plazamientos forzosos a consecuencia del proyecto de la hidroeléctrica. El desalojo de 
mayor calibre tuvo lugar el 27 de marzo de 2015, cuando 81 personas fueron forzadas 
a dejar la playa La Arenera, que está situada en la parte que quedará inundada por 
la represa y que ha comprado EPM. Según Ríos Vivos, las personas desalojadas de la 
playa subsistían cosechando oro con los métodos tradicionales y establecían viviendas 
provisionales mientras trabajaban. No han podido aportar pruebas de que vivían y 
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trabajaban en la zona, por lo que no recibirán compensación alguna de EPM. Según 
Ríos Vivos, se trata de personas que habían vivido allí entre tres años y seis meses, y 
muchas ya habían sido desplazadas antes, en el marco del proyecto de la hidroeléc-
trica, también sin recibir compensación.16

Según Ríos Vivos, el desalojo de la playa La Arenera, se realizó bajo amenazas verba-
les de un numeroso grupo de policías, militares y vigilantes privados que estuvieron 
presentes durante la intervención. El ESMAD (Escuadrón Móvil Antidisturbios), 
destruyó los enseres personales que los barequeros -como se conoce a los cosechado-
res de oro tradicionales- no pudieron llevarse. Entre los desalojados se encontraban 
varios menores, ancianos y personas discapacitadas. Los barequeros suelen carecer 
de posibilidades de subsistencia alternativas y actualmente viven en una situación de 
gran vulnerabilidad, en opinión de Isabel Zuleta, vocera de Ríos Vivos Antioquia.17

La empresa EPM, confirma que se produjo el desalojo en marzo. Según Jorge Mesa, 
se trata de personas que han invadido la propiedad privada de la empresa y la zona 
que quedará inundada, a la caza de una compensación. Las personas que alegan ser 
afectadas no constan en los mapas iniciales de habitantes de la zona, ni en los mapas 
complementarios que EPM elaboró y, por lo tanto, no tienen derecho a recibir com-
pensación, en opinión de Jorge Mesa, quien sostiene que estas personas provienen de 
fuera de la zona del proyecto y, que algunas ya han aparecido antes en otros proyectos 
operados por EPM y también entonces, han querido recibir compensación.18 
Según EPM, el desalojo se realizó con varias autoridades y de conformidad con la 
legislación colombiana y la política de derechos humanos de la empresa. La empresa 
señala, que la gente se marchó de la playa voluntariamente tras varias horas de 
diálogo. Se les ofreció transporte a sus comunas de origen y un paquete con artículos 
básicos, así como alojamiento provisional a quienes carecían de vivienda, pero solo 
cinco personas aceptaron el ofrecimiento. El resto decidió quedarse en los aledaños 
de la playa.19

Reclamaciones y diálogo
Ríos Vivos ha visitado varias veces la zona, junto con otras organizaciones de la 
sociedad civil, a fin de documentar los efectos negativos de las obras. Según Ríos 
Vivos, también se han presentado cerca de 300 reclamaciones individuales a través 
del mecanismo de reclamación de la empresa. La empresa las ha desestimado todas, 
lo cual, según Ríos Vivos, es señal de que el sistema no funciona y de que exige una 
carga de prueba absurda a los demandantes. Por lo que se refiere a los desalojos for-
zosos, Ríos Vivos declara, que se han denunciado a las autoridades competentes, pero 
que no se ha utilizado el mecanismo de reclamación de la empresa. Dado que es el 
Estado, el que da permiso para llevar a cabo los desalojos, Ríos Vivos opina que en 
estos casos no procede utilizar el mecanismo de reclamación de EPM. Por otra parte, 
el Estado ha declarado que el proyecto de Hidroituango, es de interés público con-
forme a una ley especial, de modo que las autoridades han respondido, que no son de 
aplicación las directrices internacionales relativas a cómo deben producirse los des-
plazamientos forzosos.

Jorge Mesa de EPM, ha explicado a Swedwatch, que Ríos Vivos participó, en una 
reunión organizada por la empresa a principios de 2015, sobre la evaluación de la 
gestión de riesgos de la empresa junto con otros actores. Está prevista una reunión 
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similar y Ríos Vivos también está invitada a asistir, según EPM. Aparte de esto, no se 
está desarrollando ningún diálogo directamente entre Ríos Vivos y EPM, a día de hoy. 
Ríos Vivos expresa el deseo, de restablecer un diálogo propio con EPM, acerca de la 
situación de los afectados y considera que ni las reuniones generales ni el mecanismo 
de reclamación de la empresa, ofrecen una posibilidad real de debatir la situación 
para aquellos que se consideran afectados por el proyecto.

2.3 Amenazas contra el movimiento Ríos Vivos
Los miembros del movimiento Ríos Vivos, informan de que han seguido siendo vícti-
mas de amenazas y atentados, debido a sus protestas contra la hidroeléctrica. Al igual 
que anteriormente, tienen grandes problemas con el personal de seguridad estatal y 
privado que trabaja en la protección de las obras. Los barequeros y otros habitantes 
de la zona, han informado en múltiples ocasiones, que miembros del personal de 
seguridad los han amenazado verbalmente, los han acusado de ser terroristas, les 
han apuntado con las armas, los han perseguido y los han grabado o fotografiado. En 
ciertos casos los han obligado a identificarse sin motivo claro y, en algunas ocasiones, 
se ha puesto en prisión preventiva arbitrariamente a personas que han participado en 
protestas contra la construcción, según información de Ríos Vivos.20

Varios de los voceros de Ríos Vivos, sufren amenazas graves. A pesar de que, por 
ejemplo, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha manifestado en 
ocasiones anteriores, la necesidad de estas personas de recibir protección, la enti-
dad responsable de la protección de personas no ha implementado suficientemente 
el programa de medidas de seguridad que se ha diseñado para protegerlas, explica 
Isabel Zuleta, vocera de Ríos Vivos Antioquia. Siguen faltando medidas de seguridad 
colectivas para el grupo.21

Ríos Vivos señala que las amenazas contras sus miembros por parte de grupos arma-
dos se intensificaron de cara al extenso desalojo de barequeros, que tuvo lugar en la 
playa La Arenera en marzo de 2015. El 18 de diciembre de 2014, un miembro de Ríos 
Vivos, fue asaltado por dos hombres encapuchados y armados mientras se dirigía a la 
playa. Los hombres no se identificaron y le amenazaron de muerte. La víctima espe-
raba a los líderes de Ríos Vivos, que iban de camino a la playa para documentar la 
situación de las personas que seguían trabajando allí y que se verían afectadas por el 
desalojo. La víctima, tenía previsto asistir después a una manifestación contra Hidroi-
tuango y los nuevos desalojos junto con los líderes de Ríos Vivos. Consiguió huir de 
los hombres encapuchados, quienes le gritaron que pronto iban a "coger a alguno" de 
los que protestaban contra las obras. Ríos Vivos interpreta el suceso como un intento 
de secuestro, planificado contra los líderes del movimiento, quienes habían tenido 
que interrumpir el viaje por problemas de transporte. El lugar donde se produjo el 
ataque, según las personas que permanecen en la playa, suele estar muy vigilado por 
personal de seguridad y militares, pero estos no estaban presentes en el momento del 
asalto.22 Cuando los líderes de Ríos Vivos visitaron el lugar posteriormente junto con 
la víctima, encontraron un permiso de armas que se había caído al suelo. El permiso 
correspondía a la empresa de seguridad VISE, que vigila la zona por encargo de EPM. 
La tarjeta especificaba claramente para qué tipo de arma era el permiso y, según el 
hombre atacado, los hombres que lo habían amenazado llevaban ese tipo de arma. El 
suceso se ha denunciado a la policía, según Ríos Vivos.23
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El 6 de noviembre de 2014, dos hombres encapuchados y armados amenazaron a un 
grupo -en el que también había mujeres y niños- en el barrio Remolinos, según Ríos 
Vivos. Los hombres dijeron que actuaban en nombre de EPM y los amenazaron de 
muerte si seguían participando en las protestas contra Hidroituango. Los habitantes 
de la zona se habían quejado de que ya no podían trabajar en el río, debido a que se 
habían lanzado a él los escombros de la nueva vía que está construyendo EPM.24 En 
agosto de 2014, uno de los líderes de Ríos Vivos, Isabel Zuleta, sufrió un robo en su 
vivienda. No se llevaron ningún objeto de valor, excepto un disco duro con informa-
ción acerca del trabajo de Ríos Vivos.25 El suceso se ha denunciado a la policía.
En otoño de 2014, representantes de Ríos Vivos participaron en una audiencia espe-
cial con la Comisión Interamericana de Derechos Humanos junto con otras organi-
zaciones de Colombia, para informar de violaciones vinculadas a la construcción de 
Hidroituango.26 

3. La actuación de las empresas suecas
El informe de Swedwatch que se publicó en sueco en junio de 2014, mostró que las 
empresas suecas Atlas Copco y Scania están relacionadas con las consecuencias nega-
tivas de Hidroituango, sobre los derechos humanos al suministrar equipamiento y 
personal al consorcio CCC Ituango. Este consorcio es uno de los tres que participan 
en la construcción de la central hidroeléctrica por encargo de la empresa colombiana 
EPM.27 Según los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos humanos de 
las Naciones Unidas, las empresas tienen la responsabilidad de actuar para prevenir 
y mitigar las consecuencias negativas sobre los derechos humanos, también si estas 
guardan relación con sus clientes. No obstante, la responsabilidad de compensar por 
las consecuencias negativas, recae en el propietario principal del proyecto, en este 
caso la empresa EPM y el Estado colombiano.28 Swedwatch, también abordó la mayor 
responsabilidad que tiene la embajada sueca, de ofrecer asistencia y orientación a las 
empresas suecas para respetar los derechos humanos en zonas afectadas por con-
flictos, donde el riesgo de violaciones es mayor.29 Los Principios Rectores sobre las 
empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas se encuentran también en 
las Líneas Directrices de la OCDE, para Empresas Multinacionales y en la estrategia 
de la UE, sobre la responsabilidad social de las empresas (RSE), que las empresas 
también son responsables de seguir.

Ninguna de las empresas suecas, ni la embajada conocían la situación en torno a 
Hidroituango, cuando Swedwatch contactó con ellas la primera vez. Cuando empezó 
la investigación de Swedwatch, las empresas carecían de sistemas sólidos para eva-
luar los riesgos para los derechos humanos, en relación con sus clientes mediante 
la debida diligencia en materia de derechos humanos, si bien habían comenzado a 
desarrollarse dichos sistemas en diferentes grados. Desde que se publicó el informe 
de Swedwatch, las empresas han tomado diversas medidas para familiarizarse con los 
riesgos para los derechos humanos, relacionados con Hidroituango y para desarrol-
lar e implementar sistemas para la evaluación de clientes. Swedwatch ha contactado 
con Atlas Copco y Scania, así como con la embajada sueca, con motivo de la presente 
actualización. Todos los actores han optado por responder por escrito a las preguntas 
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de seguimiento de Swedwatch. En este apartado, Swedwatch explica qué declaran 
haber hecho las empresas y la embajada, al haber sido advertidas de los riesgos rela-
cionados con la central hidroeléctrica Hidroituango. 

Atlas Copco
La sede local de Atlas Copco en Colombia, ha tratado los temas abordados en el 
informe de Swedwatch de 2014, con su cliente CCC Ituango y ha mantenido un 
diálogo continuo con Scania, acerca de los problemas señalados por Swedwatch. 
Scania, a su vez, ha realizado un seguimiento con el propietario principal del proy-
ecto, EPM. En opinión de Atlas Copco, todas las partes supervisan la situación en 
torno a la hidroeléctrica Hidroituango y EPM ha incrementado visiblemente la comu-
nicación, acerca de la importancia de los derechos humanos con el objeto de mejorar 
la concienciación sobre cómo trabajan con estas cuestiones. EPM también, ha dialo-
gado con un grupo consultor externo y los comentarios recibidos, han sido que EPM, 
trabaja muy activamente con los aspectos sociales y ambientales en torno a Hidroitu-
ango y las comunas de la zona del proyecto, según Atlas Copco. La sede local subraya, 
que las consecuencias negativas del proyecto no son resultado de la actividad directa 
de Atlas Copco y no han sido causadas por los empleados de Atlas Copco o los pro-
ductos de la empresa.30 El equipo directivo de Atlas Copco en Colombia, ha entablado 
un diálogo con sus partes interesadas locales para aumentar la concienciación y la 
comprensión, en torno a cómo trabaja la empresa con la responsabilidad social y los 
retos a los que se enfrentan. Atlas Copco señala asimismo, que siguen la evolución 
local consultando a expertos independientes y a miembros de la sociedad civil.31 No 
obstante, Atlas Copco no ha especificado con qué actores ha tenido contacto. Por lo 
que sabe Swedwatch, no han entablado ningún diálogo con miembros de Ríos Vivos, 
ni con otras personas que se consideran personalmente afectadas.

Desde que se publicó el informe de Swedwatch en sueco, en junio de 2014, el equipo 
directivo colombiano de Atlas Copco, ha recibido formación en responsabilidad social 
empresarial y derechos humanos.32 Tras la publicación del informe de Swedwatch, 
además, se ha seleccionado a Colombia para probar y perfeccionar la herramienta 
interna de evaluación de clientes. Según la sede local de Atlas Copco, los empleados 
colombianos, muestran un gran apoyo y compromiso para promover las cuestiones 
relacionadas con la responsabilidad social empresarial y los derechos humanos. 
Muchos de los empleados de Atlas Copco, que trabajan en el lugar de las obras de la 
represa pertenecen a la población local de la región de Ituango y se identifican con las 
comunidades afectadas de la zona, según la sede local. Por lo tanto, la aspiración de 
Atlas Copco, es integrar y aplicar los Principios Rectores de las Naciones Unidas en 
su actividad autorizando a los empleados locales a supervisar activamente y trabajar 
con los derechos humanos en la cadena de valor y en sus propias comunidades, a la 
vez que desde la sede local se utilizan la cartografía de riesgos y los sistemas de segui-
miento. Atlas Copco no ha especificado cómo se llevará a cabo esto.

A nivel de Grupo, la herramienta de evaluación de clientes que Atlas Copco desar-
rolló en 2011, se está implementando actualmente en la actividad, con la ayuda de 
un grupo especial dentro de la empresa. Atlas Copco ha compartido dicha herra-
mienta con varios colegas del sector y los ha formado en su uso, entre otros lugares 
en Colombia, donde se ha introducido para empresas en la red local. La formación 
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interna sobre responsabilidad social empresarial y derechos humanos que se ha cele-
brado en Colombia, se ha traducido al español y se impartirá en todas las actividades 
de la empresa en Latinoamérica en 2015.33

En su trabajo, con los Principios Rectores de las Naciones Unidas, Atlas Copco tam-
bién, se ha comprometido con la sociedad civil y la embajadora sueca en Colombia a 
fin de identificar formas de colaborar y de promover los derechos humanos en el país. 
Atlas Copco considera que la embajada sueca en Colombia, ha adoptado un papel 
sólido para fomentar la concienciación en materia de derechos humanos.34 Atlas 
Copco, no ha especificado con qué otros actores ha mantenido contacto en este tra-
bajo, ni qué temas se han tratado.

A nivel de Grupo, Atlas Copco ha manifestado su opinión respecto al borrador del 
plan de actuación nacional sueco, para empresas y derechos humanos. En este sen-
tido, ha llamado la atención especialmente sobre los retos a los que se enfrentan las 
empresas en mercados complejos.35 Además, Atlas Copco ha mantenido diálogos con 
sus partes interesadas a nivel de Grupo en Suecia, en los que, entre otras cosas, ha 
informado de los problemas relativos a Hidroituango.

Scania
Desde que se advirtió a Scania de los problemas relativos a Hidroituango, la empresa, 
según la sede central, ha mantenido conversaciones con actores y expertos de Colom-
bia y Suecia, para comprender mejor la situación en torno a la construcción de la cen-
tral hidroeléctrica y las medidas que ha tomado la empresa estatal EPM, para miti-
gar las consecuencias negativas del proyecto. Scania, se ha tomado muy en serio el 
debate, acerca de las consecuencias potencialmente negativas de Hidroituango sobre 
los derechos humanos y han tenido la aspiración de ser abiertos y constructivos en el 
debate, acerca de cuál debe ser su responsabilidad en el asunto, según manifiesta la 
sede central.36

Tras la publicación del informe de Swedwatch, Scania ha mantenido un diálogo con 
EPM y su cliente CCC Ituango, la embajada sueca en Colombia, periodistas, creadores 
de opinión y otras partes interesadas locales a fin de comprender mejor la situación 
en la zona del proyecto. Scania Colombia, contrató a la consultora Azai para realizar 
entrevistas con, entre otros, un representante de Ríos Vivos y un representante de 
la Asociación de Campesinos de Ituango (ASCIT).37 Scania, no ha especificado nada 
más respecto a con qué actores ha mantenido contacto, ni qué temas se han tratado. 
Por lo que sabe Swedwatch, Scania tampoco ha mantenido ningún diálogo directo 
con miembros de Ríos Vivos, ni con otras personas que se consideran personal-
mente afectadas. Scania remite a una reunión con la Plataforma Sueca por Colombia 
(Colombiagruppen), en la primavera de 2014, pero según esta red dicha reunión no 
trató de Hidroituango. Por lo que se refiere a EPM, en agosto de 2014, Scania Colom-
bia celebró una reunión con representantes de EPM, para discutir el proyecto desde 
una perspectiva de los derechos humanos. En marzo de 2015, se realizó un segui-
miento mediante una reunión telefónica de Scania Colombia con EPM, acerca de la 
situación en la zona del proyecto.38 
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A nivel de Grupo, las cuestiones relativas a la responsabilidad de la empresa, de 
respetar los derechos humanos, ahora ocupan un lugar principal en el orden del día, 
según la sede central de Scania. Durante 2015, Scania está participando en un diálogo 
con el Gobierno sueco y organismos como ASDI, el Consejo de Garantía de créditos 
a la exportación (EKN) y el Instituto Sueco de Crédito a la exportación (SEK), acerca 
de cómo pueden colaborar diferentes actores para promover buenas prácticas comer-
ciales en mercados complejos. Más específicamente, Scania ha participado en un 
proceso junto con empresas exportadoras suecas, EKN y SEK, para fortalecer estra-
tegias y herramientas relativas a cómo evaluar las consecuencias sobre los derechos 
humanos y los riesgos ambientales. Scania también, ha participado activamente en el 
proceso de consultas relativo al plan de actuación nacional para empresas y derechos 
humanos que está elaborando el Gobierno sueco. En estos debates, Scania ha desta-
cado las cuestiones relacionadas con, cómo pueden colaborar las autoridades suecas 
y las oficinas locales de las empresas en mercados complejos, lo cual Scania considera 
muy relevante, teniendo en cuenta la nueva estrategia de exportaciones del Gobierno, 
que pretende priorizar varios países con estas características.39

Scania manifiesta asimismo, que ha aumentado sus acciones para evaluar y mitigar 
sus consecuencias sobre los derechos humanos, así como las consecuencias ambien-
tales y éticas en relación con los procesos de ventas de la empresa. Entre las activida-
des que Scania lleva a cabo actualmente, se encuentran el desarrollo y las pruebas de 
una nueva herramienta de evaluación de riesgos, que utilizarán varios segmentos de 
negocio en diferentes zonas geográficas, según la sede central.40

Scania Colombia, ha sido determinante en el desarrollo de la herramienta de eva-
luación de clientes del Grupo, la cual debe convertirse en un método para incluir 
eficazmente los derechos humanos en la evaluación de clientes y países. A finales de 
2014, Scania Colombia analizó un cliente potencial, mediante la herramienta piloto y 
un manual de debida diligencia, que contiene requisitos para investigar más a fondo 
en caso de que el país se encuentre en el índice de Maplecroft de riesgos para los 
derechos humanos o en el Índice de Percepción de la Corrupción de Transparency 
International.41 Scania también es miembro de la red empresarial local para respon-
sabilidad social de la embajada sueca en Colombia.

4. La actuación de la embajada sueca

Según información de las empresas, la embajada sueca en Colombia, ha tratado la 
situación en torno a Hidroituango con Scania y Atlas Copco. A iniciativa de Ríos 
Vivos, la embajada se ha reunido además, con representantes de este movimiento, 
quienes han explicado los problemas que rodean a la hidroeléctrica. Tras la reunión 
con la embajada, Ríos Vivos manifestó una gran decepción, por que la embajada no 
pudiera ofrecerles ayuda para presentar sus reclamaciones o establecer contacto con 
las empresas suecas. No obstante, la embajada misma no ha facilitado información 
a Swedwatch, acerca de la reunión con Ríos Vivos o cómo ha actuado en el caso de 
Hidroituango, sino que se ha limitado a dar información general acerca de su trabajo 
con la responsabilidad social empresarial. 
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A nivel general, la embajada considera que se ha creado un espacio para el diálogo 
con las empresas suecas en Colombia, con el objeto de informar y advertir de las 
directrices suecas, prestar apoyo en temas de RSE, introducir herramientas y trans-
mitir conocimientos sobre la situación general en el mercado local.42 La embajada 
subraya, que es importante que las propias empresas lleven a cabo el trabajo relativo 
a la responsabilidad social, pero que la embajada puede centrarse más en estas cues-
tiones en sus reuniones.43 

La embajada, también trabaja para que las empresas suecas en Colombia, tengan la 
oportunidad de intercambiar experiencias y compartir buenos ejemplos de cómo se 
puede trabajar con la responsabilidad social. Esto se hace principalmente en el seno 
de la red local de RSE, gestionada por las empresas suecas con apoyo de la embajada. 
La agenda de la red, se basa en los cuatro pilares del Pacto Global de las Naciones 
Unidas: derechos humanos, anticorrupción, estándares laborales y medio ambiente. 
De este modo, se introducen las directrices y estándares internacionales, como las 
Líneas Directrices de la OCDE y la Declaración de la OIT, relativa a los principios 
y derechos fundamentales en el trabajo. Varias de las empresas con actividades en 
Colombia, han trabajado activamente en sus casas matrices, con los Principios Recto-
res sobre las empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas, según mani-
fiesta la embajada. La red es gestionada por las empresas, lo cual, según la embajada, 
proporciona un fuerte arraigo local al trabajo con las directrices internacionales. En 
este trabajo participan, entre otras, las oficinas locales de Scania y Atlas Copco, que 
han compartido sus experiencias del trabajo en Hidroituango con las demás empre-
sas. 44 Sin embargo, Swedwatch no tiene información acerca de las experiencias que 
las empresas han compartido, ni de las enseñanzas extraídas.

Análisis final
Swedwatch puede constatar que las dos empresas suecas Scania y Atlas Copco, se han 
tomado muy en serio los problemas en torno a la central hidroeléctrica Hidroituango 
y la necesidad general de desarrollar sus sistemas de evaluación de clientes. Las dos 
empresas, han tomado una serie de medidas concretas para solucionar los problemas 
y evitar situaciones similares en el futuro. Entre otras cosas, han entablado un diálogo 
con su cliente, el consorcio CCC Ituango, y con el propietario principal del proyecto, 
EPM. 

Varias de las medidas tomadas por las empresas, son acordes con lo recomendado en 
el informe de Swedwatch. El sistema de evaluación de clientes que ha elaborado Atlas 
Copco y el cual ha compartido con Scania, es un paso concreto para integrar en mayor 
medida la evaluación de los riesgos para los derechos humanos, también en relación 
con los clientes. La formación de los empleados locales en temas relativos a la respon-
sabilidad social empresarial y los derechos humanos, como la impartida por Atlas 
Copco, es un requisito y se encontraba entre las recomendaciones de Swedwatch a 
las empresas. Scania ha desempeñado un papel fundamental en el diálogo con el 
propietario principal del proyecto, EPM. Además, las dos empresas han mantenido 
contactos con una serie de actores, a fin de comprender mejor los problemas de la 
zona. Después del informe de Swedwatch, Atlas Copco, también ha decidido priorizar 
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Colombia como país de alto riesgo y ha informado específicamente de los problemas 
relativos a Hidroituango, en su comunicación con las partes interesadas en Suecia. 
También para Scania, la oficina de Colombia, ha sido central en el desarrollo de la 
nueva herramienta de evaluación de clientes.

Swedwatch acoge estas iniciativas con gran satisfacción, pero también desea subrayar 
que las empresas deben tomar más medidas para estar plenamente a la altura de su 
responsabilidad, conforme a los Principios Rectores de las Naciones Unidas. La infor-
mación relativa a cómo han actuado las empresas en el caso de Hidroituango, sigue 
siendo de un nivel tan general, que es difícil determinar la eficacia o la relevancia de 
las medidas en la práctica. Se requiere una mayor transparencia y una comunicación 
más clara, respecto a cómo ven las empresas los problemas, en este caso en cuestión 
y qué medidas han tomado para cumplir su responsabilidad. La comunicación con las 
partes interesadas afectadas, es parte del proceso de debida diligencia de acuerdo con 
los Principios Rectores de las Naciones Unidas. Las empresas deben poder explicar, 
cómo hacen frente a sus consecuencias sobre los derechos humanos y estar prepara-
das para comunicarlo exteriormente, sobre todo cuando una parte vulnerable o sus 
representantes, informen de una violación. Las empresas cuyas operaciones o con-
textos operacionales implican graves riesgos de impacto sobre los derechos humanos, 
deben informar oficialmente de las medidas que toman y facilitar información sufi-
ciente para poder evaluar, si la respuesta ante consecuencias concretas sobre los 
derechos humanos ha sido adecuada, de conformidad con los Principios Rectores. 45 
En las Líneas Directrices de la OCDE, para Empresas Multinacionales se encuentran 
formulaciones similares.46 La absoluta falta de información del cliente de las empre-
sas, el consorcio CCC Ituango, es un problema grave en el que las empresas suecas 
deben intentar influir. 

Según la información recibida por Swedwatch, ninguna de las empresas ha tenido 
contacto directo con los afectados o sus representantes. Los Principios Rectores sobre 
las empresas y los derechos humanos de las Naciones Unidas, son claros respecto a 
que la evaluación y el seguimiento de los riesgos para los derechos humanos deben 
incluir consultas sustantivas con los grupos que puedan verse directamente afectados 
por la actividad de la empresa. Además, debe informarse a los grupos afectados de 
las medidas que tome la empresa.47 Una recomendación principal de Swedwatch a las 
empresas, ha sido que contacten con quienes se consideran afectados por la central 
hidroeléctrica y con las personas agrupadas en Ríos Vivos, para escuchar sus puntos 
de vista sobre los problemas. Ríos Vivos también expresó este deseo, en su visita a la 
embajada sueca. 

La presente actualización, muestras señales de que persisten varios de los proble-
mas en la zona del proyecto, de los que Swedwatch había informado anteriormente y 
que, en algunos casos, se han intensificado. Nuevos desalojos de personas que ya se 
encontraban en una situación vulnerable y que no han recibido compensación alguna, 
amenazas y ataques recurrentes por parte del personal de seguridad de las obras y la 
persistencia de graves amenazas contra quienes critican la hidroeléctrica, son ejem-
plos de consecuencias negativas graves, sobre los derechos humanos de las que se ha 
informado a Swedwatch y que las empresas suecas deben seguir investigando hasta 
llegar al fondo del asunto. Como se ha constatado anteriormente, EPM y el Estado 
colombiano, son los responsables principales de resolver estos problemas. Pero las 
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empresas suecas, tienen la responsabilidad de prevenir y mitigar las consecuencias 
negativas derivadas de sus relaciones comerciales, y de utilizar su influencia sobre 
estos actores, para que tomen las medidas adecuadas, según los Principios Rectores 
de las Naciones Unidas.48 Para poder comprender y evaluar la gravedad de los proble-
mas, es crucial que las empresas recopilen información de muchos lugares diferentes; 
además, debe escucharse la versión de los afectados. Los comentarios de las partes 
vulnerables, también son necesarios para que la empresa pueda controlar la eficacia 
de las medidas tomadas.49 Swedwatch desea subrayar, especialmente la necesidad de 
garantizar que el personal de seguridad contratado, tenga la formación suficiente en 
materia de derechos humanos, y la necesidad de supervisar los mecanismos de recla-
mación del proyecto y las posibles carencias de estos, en cuanto a su aplicación prác-
tica. En este sentido, tener un contacto directo con los que se consideran afectados, es 
un requisito para poder comprender cuáles son los retos y determinar su gravedad.

Por lo que se refiere a la embajada, Swedwatch no dispone de información acerca 
de cómo ha actuado o argumentado ésta, en el caso de Hidroituango. Swedwatch 
entiende que a la embajada, puede resultarle difícil manifestarse sobre casos con-
cretos, pero al mismo tiempo esto dificulta investigar y evaluar su trabajo. Incluso 
la información general que la embajada facilita, acerca de su trabajo con la respon-
sabilidad social empresarial, es limitada y dificulta poder determinar en qué medida 
lo hace de acuerdo con los Principios Rectores sobre las empresas y los derechos 
humanos de las Naciones Unidas y la mayor responsabilidad que tienen las emba-
jadas y otras autoridades en el extranjero, en zonas de alto riesgo y afectadas por 
conflictos.50 Partiendo de la posición prioritaria de Colombia, en la nueva estrategia 
de exportaciones de Suecia, es fundamental, que se materialice en este país, la aspi-
ración del Gobierno de fortalecer el papel de las embajadas para apoyar a las empre-
sas. A este respecto, es clave el diálogo, con las organizaciones locales, así como un 
mayor foco en general en los derechos humanos, como parte natural y necesaria de la 
promoción comercial sueca. 
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